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Introducción 

Continuando la serie jurisprudencial sobre derechos humanos, ofrecemos ahora el V 
volumen dedicado al derecho contenido en el artículo 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (Convención IDH). Nos referimos al derecho a la Protección Judicial. 
 
Ofrecemos criterios jurisprudenciales que nutren el ejercicio de un derecho que 
corresponde a “toda persona” para que pueda contar con un “recurso” sencillo, rápido y 
efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la proteja contra actos que violen sus 
derechos fundamentales. Tal es el contenido inicial del artículo 25 de la Convención IDH que 
se interpreta como “una disposición de carácter general que recoge la institución procesal 
del amparo, entendido como el procedimiento judicial sencillo y breve que tiene por objeto 
la tutela de todos los derechos reconocidos por las constituciones y leyes de los Estados 
Partes y por la Convención” (Corte IDH, hábeas corpus, 1987). 
 
Tal derecho ―como hemos dicho: potestativo de “toda persona”― se concretiza con una 
tutela judicial efectiva sostenida en el mismo artículo 25. La tutela judicial efectiva debe 
garantizar resultados ante reclamos de la persona tal como lo dice la Corte IDH: “… el Estado 
debe disponer de mecanismos efectivos de reclamo frente a una situación de despido 
injustificado, a fin de garantizar el acceso a la justicia y la tutela judicial efectiva de tales 
derechos”) (Corte IDH, Lagos del Campo, 2017). De igual forma la tutela judicial efectiva ha 
de garantizar la ejecución de las decisiones internas que según el mismo tribunal 
interamericano “… abarca también la concretización material del derecho a través de la 
ejecución efectiva de decisiones favorables dictadas a nivel interno) (Corte IDH, Muelle 
Flores, 2019). 
 
Respecto a este último punto [la “ejecución de las sentencias”] la Corte IDH ha dicho que 
“debe ser regida” por estándares como la “tutela judicial” y que la “efectividad” de tales 
sentencias debe ser “completa, perfecta, integral y sin demora” (Corte IDH, Furlan, 2012) y 
añade que: “… de conformidad con el artículo 25.2.c de la Convención Americana, el 
principio de tutela judicial efectiva requiere que los procedimientos de ejecución [de 
sentencias] sean accesibles para las partes, sin obstáculos o demoras indebidas, a fin de que 
alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e integral” (Corte IDH, Furlan, 2012). En el 
mismo fallo citado el Tribunal recordó que “… la falta de ejecución de las sentencias” tiene 
“vinculación directa con la tutela judicial efectiva para la ejecución de los fallos internos”, 
razón por la que realizó su análisis “a la luz del artículo 25 de la Convención Americana” 
(Corte IDH, Furlan, 2012).  
 
La jurisprudencia de la Corte IDH alcanza mayores áreas de análisis respecto a este derecho 
al cumplimiento de las sentencias, cuando dictamina que tal acatamiento se debe dar sin 
interferencias, ni demoras: “las disposiciones que rigen la independencia del orden 
jurisdiccional deben estar formuladas de manera idónea para asegurar la puntual ejecución 
de las sentencias sin que exista interferencia por los otros poderes del Estado y garantizar el 
carácter vinculante y obligatorio de las decisiones de última instancia” (Corte IDH, Mejía 
Idrovo, 2011). Y sobre las demoras el fallo ilustra lo que conlleva un incumplimiento al citar 
un ejemplo concreto: “En vista de lo anterior, la Corte encuentra que el Estado no cumplió 
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por un período prolongado con una tutela judicial efectiva para ejecutar sus propios fallos 
internos. Luego de nueve años de haberse declarado la inconstitucionalidad de […] el Estado 
no había dado cumplimiento efectivo con las obligaciones derivadas del fallo” (Corte IDH, 
Mejía Idrovo, 2011). En definitiva, para la Corte IDH el cumplimiento de las sentencias 
internas es el cumplimiento de una real tutela judicial efectiva: “[…]  la tutela judicial 
efectiva, lo cual abarca también la concretización material del derecho a través de la 
ejecución efectiva de decisiones favorables dictadas a nivel interno” (Corte IDH, Muelle 
Flores, 2019). 
 
Amerita destacar que en la jurisprudencia de la Corte IDH sobre el derecho a un recurso, se 
debe prestar especial atención a los temas de la idoneidad y la efectividad. Se ha dicho en 
un estudio del sistema interamericano de derechos humanos (Comisión IDH, Acceso a 
justicia y DESC, 2007) que, de acuerdo con la jurisprudencia, es posible establecer que el 
concepto de efectividad que acompaña a la correcta implementación del recurso, se 
muestran dos aspectos: (1) Normativo y (2) Empírico (Courtis, 2007). El primero de ellos [el 
normativo] “se vincula con la llamada ‘idoneidad’ del recurso” que implica su “potencial” 
(Comisión IDH, Acceso a justicia y DESC, 2007) para “establecer si se ha incurrido en una 
violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla" (Corte IDH, 
Garantías Estado Emergencia, 1987). La Corte IDH lo ha dicho en éstos términos: “Que sean 
adecuados significa que la función de esos recursos, dentro del sistema de derecho interno, 
sea idónea para proteger la situación jurídica infringida. En todos los ordenamientos existen 
múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias” (Corte IDH, 
Velásquez Rodríguez, 1988). 
 
El segundo aspecto [el “empírico”] de la efectividad del recurso se vincula con “las 
condiciones políticas e institucionales que permiten que un recurso previsto legalmente sea 
capaz de ‘cumplir con su objeto’ u ‘obtener el resultado para el que fue concebido’” 
(Comisión IDH, Acceso a justicia y DESC, 2007). En este sentido empírico “un recurso no es 
efectivo cuando es ‘ilusorio’, demasiado gravoso para la víctima, o cuando el Estado no ha 
asegurado su debida aplicación por parte de sus autoridades judiciales” (Comisión IDH, 
Acceso a justicia y DESC, 2007). También la Corte IDH ha permitido ejemplificar “el aspecto 
empírico del llamado ‘recurso efectivo’” destacando que “la inefectividad puede también 
provenir del retardo injustificado en la toma de una decisión” (Comisión IDH, Acceso a 
justicia y DESC, 2007). 
 
Todo lo expuesto bien podría ser resumido con holgada síntesis explicativa, en el siguiente 
párrafo de un pronunciamiento de la Corte IDH y de allí que lo citemos con nuestros 
subrayados: “[…] la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos 
reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma por el Estado Parte 
en el cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe subrayarse que, para que tal 
recurso exista, no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea 
formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se 
ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para 
remediarla. No pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones 
generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten 
ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada 
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por la práctica, porque el Poder Judicial carezca de la independencia necesaria para decidir 
con imparcialidad o porque falten los medios para ejecutar sus decisiones; por cualquier 
otra situación que configure un cuadro de denegación de justicia, como sucede cuando se 
incurre en retardo injustificado en la decisión; o, por cualquier causa, no se permita al 
presunto lesionado el acceso al recurso judicial” (Corte IDH, Garantías Estado Emergencia, 
1987). 
 
Con estas publicaciones pretendemos sistematizar, de una forma simple y accesible, una 
pluralidad de pronunciamientos (opiniones y sentencias) que la Corte IDH ha expedido 
desde la década de los 80’s al presente. Nuestra iniciativa surgió en mayo del año 2020, 
cuando la Corte IDH y el Departamento de Derechos Humanos de la Procuraduría de la 
Administración de Panamá, divulgamos conjuntamente el Cuadernillo de Jurisprudencia No. 
27, que reúne los pronunciamientos de aquel tribunal internacional, sobre los casos 
contenciosos que conciernen al Estado panameño. A partir de entonces el Departamento de 
Derechos Humanos se involucró en la tarea de fomentar la exploración y la divulgación de 
más pronunciamientos jurisprudenciales, a base de pormenorizados desgloses que 
persiguen la intención de facilitar la variedad y comprensión de los temas. 
 
Tal como lo hemos expresado en oportunidades anteriores, nos impulsa el ánimo de 
orientar a los lectores acerca de los parámetros convencionales interpretados por la Corte 
IDH, procurando contribuir con la divulgación de estándares de derechos humanos en 
beneficio de toda persona. 
 
 

Rafael Pérez Jaramillo 
Panamá, 31 de enero de 2021 
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Convención Americana sobre Derechos Humanos 
 

Artículo 25.  Protección Judicial 

 

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 
Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas 
que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

 

2. Los Estados Partes se comprometen: 

 

a)  A garantizar que la autoridad competente prevista por el 
sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda 
persona que interponga tal recurso; 

 

b)  a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 

 

c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, 
de toda decisión en que se haya estimado procedente el 
recurso. 

 
 



7 

 

Derecho a la Protección Judicial 

1. SIGNIFICADO Y ALCANCE DEL DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL 

LA PROTECCIÓN JUDICIAL IMPLICA EL DERECHO A UN 

RECURSO SENCILLO, RÁPIDO Y EFECTIVO QUE AMPARE 

CONTRA ACTOS QUE VIOLEN DERECHOS FUNDAMENTALES 

 

Corte IDH. El hábeas corpus bajo suspensión de garantías (Arts. 27.2, 25.1 y 7.6 

Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-8/87 de 30 de 

enero de 1987. Serie A No. 8  

32. El artículo 25.1 de la Convención dispone:  

Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 

efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen 

sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 

Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio 

de sus funciones oficiales. 

El texto citado es una disposición de carácter general que recoge la institución procesal del amparo, 

entendido como el procedimiento judicial sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de todos los 

derechos reconocidos por las constituciones y leyes de los Estados Partes y por la Convención. 

Puesto que todos los derechos son susceptibles de amparo, lo son también los que están señalados 

de manera expresa por el artículo 27.2 como no susceptibles de suspensión en situaciones de 

emergencia.  

2. PROTECCIÓN JUDICIAL Y ESTADO DE DERECHO 

EL DERECHO A UN RECURSO EFECTIVO CONSTITUYE UN 

PILAR DEL ESTADO DE DERECHO EN UNA SOCIEDAD 

DEMOCRÁTICA 

 

Corte IDH. Caso Castillo Páez Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie 

C No. 34.  

82. […] Esta disposición sobre el derecho a un recurso efectivo ante los jueces o tribunales 

nacionales competentes, constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, 

sino del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la Convención.  

3. ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA, LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY 

EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN APLICA TAMBIÉN 

RESPECTO DE DERECHOS RECONOCIDOS POR LA 

CONSTITUCIÓN Y LA LEY 
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Corte IDH. Garantías judiciales en estados de emergencia (Arts. 27.2, 25 y 8 Convención 

Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 

1987. Serie A No. 9  

22. La Convención proporciona otros elementos de juicio para precisar las características 

fundamentales que deben tener las garantías judiciales. El punto de partida del análisis debe ser la 

obligación que está a cargo de todo Estado Parte en la Convención de "respetar los derechos y 

libertades reconocidos en ella y (de) garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 

sujeta a su jurisdicción " (art. 1.1). De esa obligación general se deriva el derecho de toda persona, 

prescrito en el artículo 25.1, "a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante 

los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 

fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención".  

23. Como ya lo ha señalado la Corte, el artículo 25.1 de la Convención es una disposición de carácter 

general que recoge la institución procesal del amparo, como procedimiento sencillo y breve que 

tiene por objeto la tutela de los derechos fundamentales (El habeas corpus bajo suspensión de 

garantías, supra 16, párr. 32). Establece este artículo, igualmente, en términos amplios, la obligación 

a cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas sometidas a su jurisdicción, un recurso 

judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. Dispone, además, que la 

garantía allí consagrada se aplica no sólo respecto de los derechos contenidos en la Convención, sino 

también de aquéllos que estén reconocidos por la Constitución o por la ley. De donde se concluye, a 

fortiori, que el régimen de protección judicial dispuesto por el artículo 25 de la Convención es 

aplicable a los derechos no susceptibles de suspensión en estado de emergencia.  

SOBRE EL DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL, LA 

CONVENCIÓN NO IMPONE MODELO PARA CONTROL DE 

CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD 

 

Corte IDH. Caso Liakat Ali Alibux Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C No. 2762  

124. Finalmente, en relación con los argumentos del representante y de la Comisión […] sobre la 

vulneración del derecho a la protección judicial con motivo de la ausencia de un Tribunal 

Constitucional, si bien la Corte reconoce la importancia de éstos órganos como protectores de los 

mandatos constitucionales y los derechos fundamentales, la Convención Americana no impone un 

modelo específico para realizar un control de constitucionalidad y convencionalidad. En este sentido, 

la Corte recuerda que la obligación de ejercer un control de convencionalidad entre las normas 

internas y la Convención Americana le compete a todos los órganos del Estado, incluidos sus jueces y 

demás órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles.  

4. EL DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA 

LA “TUTELA JUDICIAL EFECTIVA” EXIGE A JUECES EVITAR 

DILACIONES INDEBIDAS Y PROCEDER SIN SACRIFICAR LA 

JUSTICIA EN PRO DE FORMALISMOS E IMPUNIDAD 

 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.  
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210. El derecho a la tutela judicial efectiva exige entonces a los jueces que dirijan el proceso de 

modo a evitar que dilaciones y entorpecimientos indebidos, conduzcan a la impunidad, frustrando 

así la debida protección judicial de los derechos humanos.  

211. A la luz de lo anteriormente dicho, la Corte considera que los jueces como rectores del proceso 

tienen el deber de dirigir y encausar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la justicia y el 

debido proceso legal en pro del formalismo y la impunidad. De este modo, si las autoridades 

permiten y toleran el uso de esta manera de los recursos judiciales, los transforman en un medio 

para que los que cometen un ilícito penal dilaten y entorpezcan el proceso judicial. Esto conduce a la 

violación de la obligación internacional del Estado de prevenir y proteger los derechos humanos y 

menoscaba el derecho de la víctima y de sus familiares a saber la verdad de lo sucedido, a que se 

identifique y se sancione a todos los responsables y a obtener las consecuentes reparaciones.  

LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA REQUIERE QUE EL 

PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS, LOGRE 

SU OBJETIVO DE FORMA RÁPIDA, SENCILLA E INTEGRAL 

 

Corte IDH. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2011. Serie C No. 228  

105. La Corte considera que la ejecución de las sentencias debe ser regida por aquellos estándares 

específicos que permitan hacer efectivos los principios, inter alia, de tutela judicial, debido proceso, 

seguridad jurídica, independencia judicial, y estado de derecho. La Corte concuerda con el Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos al considerar que para lograr plenamente la efectividad de la 

sentencia la ejecución debe ser completa, perfecta, integral y sin demora.  

106. Asimismo, el principio de tutela judicial efectiva requiere que los procedimientos de ejecución 

sean accesibles para las partes, sin obstáculos o demoras indebidas, a fin de que alcancen su 

objetivo de manera rápida, sencilla e integral. Adicionalmente, las disposiciones que rigen la 

independencia del orden jurisdiccional deben estar formuladas de manera idónea para asegurar la 

puntual ejecución de las sentencias sin que exista interferencia por los otros poderes del Estado y 

garantizar el carácter vinculante y obligatorio de las decisiones de última instancia. La Corte estima 

que en un ordenamiento basado sobre el principio del Estado de Derecho todas las autoridades 

públicas, dentro del marco de su competencia, deben atender las decisiones judiciales, así como dar 

impulso y ejecución a las mismas sin obstaculizar el sentido y alcance de la decisión ni retrasar 

indebidamente su ejecución.  

EL ESTADO NO CUMPLIÓ, DURANTE UN PERÍODO 

PROLONGADO, CON UNA “TUTELA JUDICIAL EFECTIVA” 

PARA “EJECUTAR SUS PROPIOS FALLOS INTERNOS” 

 

Corte IDH. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2011. Serie C No. 228  

111. En vista de lo anterior, la Corte encuentra que el Estado no cumplió por un período prolongado 

con una tutela judicial efectiva para ejecutar sus propios fallos internos. Luego de nueve años de 

haberse declarado la inconstitucionalidad de los Decretos Ejecutivos Nos. 1185 y 1680 que 

ordenaron la disposición y baja del ejército al señor Mejía Idrovo, el Estado no había dado 

cumplimiento efectivo con las obligaciones derivadas del fallo. Lo anterior generó una violación en 



10 

 

perjuicio de la víctima al dejarlo en un estado de indefensión e inseguridad jurídica, que le impidió 

restablecer debidamente los derechos reclamados y reconocidos por las autoridades competentes. 

Asimismo, siendo que el fallo del Tribunal Constitucional era autoejecutable, las autoridades 

responsables de su implementación fueron omisas en acatarlo. Fue recién siete años después de 

emitido dicho fallo, que la víctima contó con medidas necesarias para reclamar tal incumplimiento. 

No obstante, hasta la fecha no se ha cumplido en todos los extremos con lo ordenado en la 

sentencia de la Corte Constitucional […]. Por tanto, el Estado, a través del Poder Judicial y demás 

autoridades encargadas de hacer ejecutar el fallo, ha incumplido con su deber de garantizar el 

acatamiento íntegro de las citadas sentencias, en violación de lo dispuesto en el artículo 25.2.c) de la 

Convención.  

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA REQUIERE NORMAS IDÓNEAS 

SOBRE INDEPENDENCIA JURISDICCIONAL, QUE ASEGUREN 

LA EJECUCIÓN DE SENTENCIAS, SIN INTERFERENCIAS 

 

Corte IDH. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246.  

211. Asimismo, de conformidad con el artículo 25.2.c de la Convención Americana, el principio de 

tutela judicial efectiva requiere que los procedimientos de ejecución sean accesibles para las partes, 

sin obstáculos o demoras indebidas, a fin de que alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e 

integral. Adicionalmente, las disposiciones que rigen la independencia del orden jurisdiccional deben 

estar formuladas de manera idónea para asegurar la puntual ejecución de las sentencias sin que 

exista interferencia por los otros poderes del Estado y garantizar el carácter vinculante y obligatorio 

de las decisiones de última instancia. La Corte estima que en un ordenamiento basado sobre el 

principio del Estado de Derecho todas las autoridades públicas, dentro del marco de su competencia, 

deben atender las decisiones judiciales, así como dar impulso y ejecución a las mismas sin 

obstaculizar el sentido y alcance de la decisión ni retrasar indebidamente su ejecución. 

LA FALTA DE EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS TIENE 

VINCULACIÓN CON LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA PARA 

LA EJECUCIÓN DE LOS FALLOS INTERNOS 

 

Corte IDH. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246. 

149. Respecto a la etapa de ejecución de las providencias judiciales, este Tribunal ha reconocido que 

la falta de ejecución de las sentencias tiene “vinculación directa con la tutela judicial efectiva para la 

ejecución de los fallos internos”, por lo que ha realizado su análisis a la luz del artículo 25 de la 

Convención Americana. Sin embargo, la Corte considera que el análisis de la etapa de ejecución de 

las sentencias también puede abordarse para contabilizar el término de duración de un proceso, con 

el fin de determinar su incidencia en la prolongación del plazo razonable de un proceso. 

EL ESTADO DEBE DISPONER DE MECANISMOS EFECTIVOS 

DE RECLAMO FRENTE A UNA SITUACIÓN DE DESPIDO, A 

FIN DE GARANTIZAR LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA 
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Corte IDH. Caso Lagos del Campo Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 340  

149. Como correlato de lo anterior, se deprende que las obligaciones del Estado en cuanto a la 

protección del derecho a la estabilidad laboral, en el ámbito privado, se traduce en principio en los 

siguientes deberes: a) adoptar las medidas adecuadas para la debida regulación y fiscalización de 

dicho derecho; b) proteger al trabajador y trabajadora, a través de sus órganos competentes, contra 

el despido injustificado; c) en caso de despido injustificado, remediar la situación (ya sea, a través de 

la reinstalación o, en su caso, mediante la indemnización y otras prestaciones previstas en la 

legislación nacional). Por ende, d) el Estado debe disponer de mecanismos efectivos de reclamo 

frente a una situación de despido injustificado, a fin de garantizar el acceso a la justicia y la tutela 

judicial efectiva de tales derechos (infra, párrs. 174, 176 y 180).  

LA FALTA DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS VULNERÓ EL 

DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, AL IMPEDIR A 

VÍCTIMA MATERIALIZAR SU DERECHO A UNA PENSIÓN 

 

Corte IDH. Caso Muelle Flores Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 6 de marzo de 2019. Serie C No. 375  

108. En este sentido, la controversia del caso se centra en el presunto incumplimiento de sentencias 

judiciales de amparo que reconocieron el derecho del señor Muelle Flores a recibir una pensión de 

conformidad con el régimen pensionario del Decreto Ley No. 20530, así como en la alegada falta de 

adopción de medidas coercitivas para lograr su ejecución y el impacto de ello en el derecho a la 

seguridad social y en el derecho a la propiedad. […] En virtud de ello, en el presente apartado la 

Corte analizará: a) el derecho a la tutela judicial efectiva en la ejecución de sentencias y privatización 

de empresas; b) el plazo razonable; c) el derecho a la seguridad social, y d) el derecho a la propiedad 

privada.  

126. La Corte considera que la ejecución de las sentencias debe ser regida por aquellos estándares 

específicos que permitan hacer efectivos los principios, inter alia, de tutela judicial, debido proceso, 

seguridad jurídica, independencia judicial, y estado de derecho. La Corte también ha señalado que 

para lograr plenamente la efectividad de la sentencia la ejecución debe ser completa, perfecta, 

integral y sin demora.  

137. En virtud de las obligaciones del Estado, la Corte estima que no solo debió cumplir con el pago 

de la pensión ordenado judicialmente, de manera inmediata, y con especial diligencia y celeridad, al 

tratarse de un derecho de “carácter alimentario y sustitutivo del salario” (infra párr. 162), sino que 

debió haber establecido expresa y claramente qué entidad se encargaría del cumplimiento de la 

decisión judicial ordenada antes de la privatización, esclareciendo y reconduciendo de oficio, el 

trámite a la entidad estatal que estaría a cargo del pago correspondiente. Ello, no sucedió en el 

presente caso, sino que por el contrario, dicha responsabilidad fue trasladada a la víctima.  

139. En virtud de lo señalado, el Tribunal considera que la falta de adopción de salvaguardas 

normativas o de otra índole para evitar una violación de los derechos del señor Muelle Flores como 

consecuencia de la privatización, creó un obstáculo en relación con el cobro de la pensión 

reconocida judicialmente a la víctima y con la ejecución de las sentencias de amparo, lo que derivó 

en que el señor Muelle Flores, hasta la actualidad, no pueda gozar del pago de una pensión a la cual 
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contribuyó y adquirió de pleno derecho. Por lo tanto el Estado es responsable de la violación del 

artículo 2 de la Convención por la falta de adopción de medidas, al menos hasta el año 2002.  

145. A este respecto, la Corte nota que el Estado no solamente incumplió las sentencias a nivel 

interno, sino que, durante el proceso de ejecución de estas decisiones, las autoridades judiciales no 

lograron el cumplimiento de ninguno de los dos amparos dictados. El Estado no adoptó las 

salvaguardas necesarias para establecer con claridad qué entidad se encargaría del pago de las 

pensiones del señor Muelle Flores, problemática que tampoco fue solucionada por las autoridades 

judiciales, ya que ni antes ni después de la privatización, lograron resolver los debates surgidos a lo 

largo del proceso de ejecución ni adoptaron mecanismos coercitivos para asegurar el cumplimiento 

de los fallos. La falta de ejecución de las sentencias hasta la actualidad, y la ineficacia del Poder 

Judicial para resolver los obstáculos surgidos en el proceso de cumplimiento derivados de la 

privatización, vulneraron el derecho a la tutela judicial efectiva e impidieron la materialización del 

derecho a la pensión del señor Muelle Flores.  

148. Con base en todo lo expuesto, la Corte estima que, en el presente caso, el Estado debió actuar 

con especial diligencia y celeridad en relación con el cumplimiento de las sentencias internas, así 

como con la ejecución del pago de las pensiones. Ello, debido al carácter de la prestación en juego y 

a “las necesidades de celeridad, simplificación procesal y efectividad” en casos en los que el 

contenido del reclamo ante los órganos jurisdiccionales se refiere a la seguridad social, 

especialmente la de una persona mayor. En el presente caso, el Estado no tomó en consideración la 

naturaleza del contenido del reclamo, sino que por el contrario no ha ejecutado las sentencias luego 

de 25 y 19 años de adoptadas.  

149. De todo lo anteriormente expuesto, este Tribunal concluye que el Estado es responsable por el 

incumplimiento de las sentencias dictadas a favor del señor Muelle Flores, por la creación de 

obstáculos derivados de la privatización, por la ineficacia del poder judicial para hacer efectivo dicho 

cumplimiento y para revertir los efectos negativos de la privatización, así como por la ausencia de 

implementación de medidas para remediar dicha situación por un periodo prolongado de tiempo. En 

este sentido, el Estado violó el derecho a la tutela judicial efectiva y protección judicial, establecidos 

en los artículos 25.1 y 25.2 c) de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 

instrumento, así como del artículo 2 de la Convención Americana, en perjuicio del señor Oscar 

Muelle Flores.  

GARANTIZAR LA “TUTELA JUDICIAL EFECTIVA” ABARCA LA 

CONCRETIZACIÓN MATERIAL DEL DERECHO A TRAVÉS DE 

LA EJECUCIÓN DE DECISIONES A NIVEL INTERNO 

 

Corte IDH. Caso Muelle Flores Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 6 de marzo de 2019. Serie C No. 375  

192. En este sentido, con base en los criterios y elementos constitutivos del derecho a la seguridad 

social, y tomando en cuenta los hechos y particularidades del presente caso, las obligaciones del 

Estado en relación con el derecho a la pensión son las siguientes: a) […]  y e) se deberá disponer de 

mecanismos efectivos de reclamo frente a una violación del derecho a la seguridad social, con el fin 

de garantizar el acceso a la justicia y la tutela judicial efectiva, lo cual abarca también la 

concretización material del derecho a través de la ejecución efectiva de decisiones favorables 

dictadas a nivel interno.  
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5. DERECHO A UN RECURSO IDÓNEO, EFECTIVO Y RÁPIDO 

5.1 Derecho a un recurso idóneo  

UN RECURSO ES “ADECUADO” CUANDO SU FUNCIÓN, 

DENTRO DEL SISTEMA DE DERECHO INTERNO, ES 

“IDÓNEA” PARA PROTEGER SITUACIÓN INFRINGIDA 

Corte IDH. Corte Interamericana de Derechos Humanos Caso Velásquez Rodríguez Vs. 

Honduras, Sentencia de 29 de julio de 1988 (Fondo) 

60. […]  En esta oportunidad, la Corte considera conveniente precisar que si un Estado que alega el 

no agotamiento prueba la existencia de determinados recursos internos que deberían haberse 

utilizado, corresponderá a la parte contraria demostrar que esos recursos fueron agotados o que el 

caso cae dentro de las excepciones del artículo 46.2.  No se debe presumir con ligereza que un 

Estado Parte en la Convención ha incumplido con su obligación de proporcionar recursos internos 

eficaces. 

62. Proporcionar tales recursos es un deber jurídico de los Estados, como ya lo señaló la Corte en su 

sentencia de 26 de junio de 1987, cuando afirmó: 

La regla del previo agotamiento de los recursos internos en la esfera del derecho internacional 
de los derechos humanos, tiene ciertas implicaciones que están presentes en la Convención.  
En efecto, según ella, los Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a 
las víctimas de violación de los derechos humanos (art. 25), recursos que deben ser 
sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1), todo ello dentro 
de la obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio 
de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 
jurisdicción (art. 1).  (Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones Preliminares, supra 23, párr. 91). 
 

63. El artículo 46.1.a) de la Convención remite "a los principios del Derecho Internacional 

generalmente reconocidos".  Esos principios no se refieren sólo a la existencia formal de tales 

recursos, sino también a que éstos sean adecuados y efectivos, como resulta de las excepciones 

contempladas en el artículo 46.2. 

64. Que sean adecuados significa que la función de esos recursos, dentro del sistema del derecho 

interno, sea idónea para proteger la situación jurídica infringida.  En todos los ordenamientos 

internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.  Si, en 

un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo.  Así lo indica el 

principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el 

sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable.  Por 

ejemplo, un procedimiento de orden civil, expresamente mencionado por el Gobierno, como la 

presunción de muerte por desaparecimiento, cuya función es la de que los herederos puedan 

disponer de los bienes del presunto muerto o su cónyuge pueda volver a casarse, no es adecuado 

para hallar la persona ni para lograr su liberación si está detenida. 

65. De los recursos mencionados por el Gobierno, la exhibición personal o hábeas corpus sería, 

normalmente, el adecuado para hallar a una persona presuntamente detenida por las autoridades, 

averiguar si lo está legalmente y, llegado el caso, lograr su libertad.  Los otros recursos mencionados 

por el Gobierno o tienen simplemente el objeto de que se revise una decisión dentro de un proceso 

ya incoado (como los de apelación o casación) o están destinados a servir para otros propósitos.  
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Pero, si el recurso de exhibición personal exigiera, como lo afirmó el Gobierno, identificar el lugar de 

detención y la autoridad respectiva, no sería adecuado para encontrar a una persona detenida 

clandestinamente por las autoridades del Estado, puesto que, en estos casos sólo existe prueba 

referencial de la detención y se ignora el paradero de la víctima. 

NO BASTA QUE RECURSO JUDICIAL EXISTA;  

SE REQUIERE QUE “REALMENTE SEA IDÓNEO” 

 

Corte IDH. Garantías judiciales en estados de emergencia (Arts. 27.2, 25 y 8 Convención 

Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 

1987. Serie A No. 9  

24. El artículo 25.1 incorpora el principio, reconocido en el derecho internacional de los derechos 

humanos, de la efectividad de los instrumentos o medios procesales destinados a garantizar tales 

derechos. Como ya la Corte ha señalado, según la Convención  

los Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de 
violación de los derechos humanos (art. 25), recursos que deben ser sustanciados de 
conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1), todo ello dentro de la 
obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de 
los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 
jurisdicción (Casos Velásquez Rodríguez, Fairén Garbi y Solís Corrales y Godínez Cruz, 
Excepciones Preliminares, Sentencias del 26 de junio de 1987, párrs. 90, 90 y 92, 
respectivamente). 

 
Según este principio, la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos 

reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma por el Estado Parte en el 

cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe subrayarse que, para que tal recurso 

exista, no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente 

admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una 

violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. […] 

CORTE IDH CONSIDERA QUE RECURSO DE 

INCONSTITUCIONALIDAD FUE IDÓNEO PARA TUTELAR 

SITUACIÓN JURÍDICA ANTE TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Corte IDH. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2011. Serie C No. 228 

91. El artículo 25.1 de la Convención garantiza la existencia de un recurso sencillo, rápido y efectivo 

ante juez o tribunal competente. La Corte recuerda su jurisprudencia constante en relación con que 

dicho recurso debe ser adecuado y efectivo.  

93. Respecto a la idoneidad del recurso de inconstitucionalidad, la Corte encuentra que no existe 

controversia entre las partes en cuanto a que dicho recurso fue el adecuado para proteger los 

derechos que la presunta víctima alegó ante el Tribunal Constitucional. No obstante, el Estado ha 

manifestado que el señor Mejía Idrovo debió alegar el numeral 2 del artículo 276 de la Constitución 

vigente y no el numeral 1, ya que éste último solamente podría suspender sus efectos y no tener 

efectos retroactivos […]. Asimismo, el Estado expresó que el señor Mejía Idrovo debió agotar una 

acción civil por daños y perjuicios contra el Estado. Al respecto, la Corte se supedita a la decisión y 
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alcance de la Sentencia dictada por la propia Corte Constitucional el 8 de octubre de 2009, mediante 

la cual interpretó la Sentencia de 12 de marzo de 2002 del Tribunal Constitucional y se refirió al 

alcance de la reparación y sostuvo que ésta incluye la reincorporación del señor Mejía Idrovo, sin 

considerar esto como un efecto retroactivo, así como el reconocimiento de sus derechos 

patrimoniales y el derecho de repetición […]. En razón de lo anterior, la Corte encuentra que el 

recurso de inconstitucional [sic] fue el recurso adecuado, es decir idóneo para tutelar la situación 

jurídica infringida en el presente caso.  

CORTE IDH NO PUEDE EVALUAR LA IDONEIDAD NI LA 

EFECTIVIDAD DE UN RECURSO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO QUE VÍCTIMA NO UTILIZÓ 

 

Caso Flor Freire Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 31 de agosto de 2016. Serie C No. 315.  

208. En virtud de lo anterior, la Corte considera que el Estado ha demostrado ante esta Corte que la 

presunta víctima tenía la posibilidad de interponer un recurso contencioso administrativo de plena 

jurisdicción para impugnar las decisiones disciplinarias que culminaron en su baja de las filas 

militares. Además, de acuerdo a la jurisprudencia aportada por el Ecuador ante este Tribunal, dicho 

recurso podía resultar idóneo para obtener una protección judicial efectiva en el presente caso.  

209. Ahora bien, en el presente caso la presunta víctima no interpuso el referido recurso 

contencioso administrativo. El Tribunal estima que un análisis en abstracto de las normas que 

regulan el referido recurso no permitiría determinar adecuadamente la idoneidad y efectividad del 

mismo para el caso concreto del señor Flor Freire, pues gran parte del análisis depende de los 

alegatos de hecho y de derecho que se hubieran realizado ante el órgano judicial, así como de la 

aplicación de las respectivas normas que hubiera hecho el tribunal correspondiente de haber sido 

interpuesto el recurso.  

210. Por otra parte, al no poder verificar la idoneidad del recurso contencioso administrativo, 

porque no fue interpuesto por el señor Flor Freire, no corresponde analizar la posible efectividad o 

inefectividad del recurso de amparo, puesto que aún si el recurso de amparo no hubiera resultado 

efectivo en el caso del señor Flor Freire, ello no excluye la posibilidad de que el recurso contencioso 

administrativo si lo hubiese sido. Por tanto, Ecuador no puede ser responsabilizado 

internacionalmente por la ausencia de un recurso efectivo cuando, por causas atribuibles a la 

presunta víctima, la Corte no puede evaluar la idoneidad y efectividad del recurso que se demostró 

disponible.  

211. Por consiguiente, como ha resuelto en otros casos, el Estado no es responsable de la violación 

del artículo 25.1 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en 

perjuicio del señor Flor Freire. 

5.2 Derecho a un recurso efectivo 

SI ESTADO ALEGA QUE NO FUERON AGOTADOS RECURSOS 

EN SU JURISDICCIÓN INTERNA, DEBE SEÑALAR AQUELLOS 

QUE DEBEN AGOTARSE Y “SU EFECTIVIDAD” 
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Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, 

Sentencia de 26 de junio de 1987, (Excepciones Preliminares) 

88. […]  En tercer lugar, que el Estado que alega el no agotamiento tiene a su cargo el señalamiento 

de los recursos internos que deben agotarse y de su efectividad. 

ES OBLIGACIÓN DEL ESTADO OFRECER A PERSONAS 

SOMETIDAS A SU JURISDICCIÓN, UN “RECURSO JUDICIAL 

EFECTIVO” CONTRA ACTOS VIOLATORIOS DE SUS DDHH 

 

Corte IDH. Garantías judiciales en estados de emergencia (Arts. 27.2, 25 y 8 Convención 

Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 

1987. Serie A No. 9.  

23. Como ya lo ha señalado la Corte, el artículo 25.1 de la Convención es una disposición de carácter 

general que recoge la institución procesal del amparo, como procedimiento sencillo y breve que 

tiene por objeto la tutela de los derechos fundamentales (El habeas corpus bajo suspensión de 

garantías, supra 16, párr. 32). Establece este artículo, igualmente, en términos amplios, la obligación 

a cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas sometidas a su jurisdicción, un recurso 

judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. Dispone, además, que la 

garantía allí consagrada se aplica no sólo respecto de los derechos contenidos en la Convención, sino 

también de aquéllos que estén reconocidos por la Constitución o por la ley. De donde se concluye, a 

fortiori, que el régimen de protección judicial dispuesto por el artículo 25 de la Convención es 

aplicable a los derechos no susceptibles de suspensión en estado de emergencia. 

NO PUEDEN CONSIDERARSE EFECTIVOS LOS RECURSOS 

QUE, POR CONDICIONES DEL PAÍS O CIRCUNSTANCIAS 

PARTICULARES, RESULTEN “ILUSORIOS” 

 

Corte IDH. Garantías judiciales en estados de emergencia (Arts. 27.2, 25 y 8 Convención 

Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 

1987. Serie A No. 9.  

24. El artículo 25.1 incorpora el principio, reconocido en el derecho internacional de los derechos 

humanos, de la efectividad de los instrumentos o medios procesales destinados a garantizar tales 

derechos. Como ya la Corte ha señalado, según la Convención  

los Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de 

violación de los derechos humanos ( art. 25 ), recursos que deben ser sustanciados de 

conformidad con las reglas del debido proceso legal ( art. 8.1 ), todo ello dentro de la 

obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio 

de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 

jurisdicción (Casos Velásquez Rodríguez, Fairén Garbi y Solís Corrales y Godínez Cruz, 

Excepciones Preliminares, Sentencias del 26 de junio de 1987, párrs. 90, 90 y 92, 

respectivamente). 

Según este principio, la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos 

reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma por el Estado Parte en el 
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cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe subrayarse que, para que tal recurso 

exista, no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente 

admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una 

violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No pueden considerarse 

efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las 

circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, 

cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque el Poder Judicial carezca de la 

independencia necesaria para decidir con imparcialidad o porque falten los medios para ejecutar sus 

decisiones; por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de justicia, como 

sucede cuando se incurre en retardo injustificado en la decisión; o, por cualquier causa, no se 

permita al presunto lesionado el acceso al recurso judicial.  

25. Las conclusiones precedentes son válidas, en general, respecto de todos los derechos 

reconocidos por la Convención, en situación de normalidad. Pero, igualmente, debe entenderse que 

en la implantación del estado de emergencia - cualquiera que sea la dimensión o denominación con 

que se le considere en el derecho interno - no puede comportar la supresión o la pérdida de 

efectividad de las garantías judiciales que los Estados Partes están obligados a establecer, según la 

misma Convención, para la protección de los derechos no susceptibles de suspensión o de los no 

suspendidos en virtud del estado de emergencia.  

UN RECURSO ES “EFICAZ” SI ES CAPAZ DE PRODUCIR EL 

RESULTADO PARA EL QUE HA SIDO CONCEBIDO 

Corte IDH. Corte Interamericana de Derechos Humanos Caso Velásquez Rodríguez Vs. 

Honduras, Sentencia de 29 de julio de 1988 (Fondo) 

66. Un recurso debe ser, además, eficaz, es decir, capaz de producir el resultado para el que ha sido 

concebido.  El de exhibición personal puede volverse ineficaz si se le subordina a exigencias 

procesales que lo hagan inaplicable, si, de hecho, carece de virtualidad para obligar a las 

autoridades, resulta peligroso para los interesados intentarlo o no se aplica imparcialmente. 

80. En efecto, de los testimonios y de las demás pruebas aportadas y no desvirtuadas, se concluye 

que, si bien existían en Honduras, durante la época de que aquí se habla, recursos legales que 

hubieran eventualmente permitido hallar a una persona detenida por las autoridades, tales recursos 

eran ineficaces, tanto porque la detención era clandestina como porque, en la práctica, tropezaban 

con formalismos que los hacían inaplicables o porque las autoridades contra las cuales se dictaban 

llanamente los ignoraban o porque abogados y jueces ejecutores eran amenazados e intimidados 

por aquéllas. 

81. Al margen de si existía o no en Honduras entre 1981 y 1984, una política gubernamental que 

practicaba o toleraba la desaparición de determinadas personas, la Comisión ha demostrado que, 

aunque se intentaron recursos de exhibición personal y acciones penales, resultaron ineficaces o 

meramente formales. Las pruebas aportadas por la Comisión no fueron desvirtuadas y son 

suficientes para rechazar la excepción preliminar del Gobierno sobre inadmisibilidad de la demanda 

por el no agotamiento de los recursos internos. 

NO ES SUFICIENTE QUE LOS RECURSOS EXISTAN 

“FORMALMENTE” SINO QUE DEBEN TENER EFECTIVIDAD 
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Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre 

de 2000. Serie C No. 70.  

191. Esta Corte ha reiterado que no es suficiente que dichos recursos existan formalmente sino que 

los mismos deben tener efectividad, es decir, deben dar resultados o respuestas a las violaciones de 

los derechos contemplados en la Convención. En otras palabras, toda persona tiene derecho a un 

recurso sencillo y rápido o a cualquier recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes que 

la ampare contra las violaciones de derechos fundamentales. […]  

TRIBUNALES QUE TRAMITARON AMPAROS, 

INCONSTITUCIONALIDADES Y CONTENCIOSOS, NO 

OBSERVARON EL “DERECHO A UN RECURSO EFECTIVO” 

 

Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá, Sentencia de 2 de febrero de 2001 (Fondo, 

Reparaciones y Costas) 

B. Proceso Judicial 

135. En cuanto a los procesos judiciales iniciados por los diversos trabajadores estatales, cabe 

señalar que estos fueron de tres tipos, a saber: a) recursos de amparo de garantías constitucionales 

planteados ante el pleno de la Corte Suprema de Justicia; b) demandas de inconstitucionalidad de la 

Ley 25 interpuestas también ante el pleno de la Corte Suprema de Justicia, y c) demandas 

contencioso-administrativas de plena jurisdicción interpuestas ante la Sala Tercera de la Corte 

Suprema de Justicia. 

138. Los 49 recursos de amparo de garantías constitucionales interpuestos por los trabajadores 

destituidos ante el pleno de la Corte Suprema de Justicia fueron presentados debido a que la Junta 

de Conciliación y Decisión No. 5, tribunal encargado de atender demandas de los trabajadores 

destituidos de algunas dependencias estatales al momento de los hechos ocurridos el 4 y 5 de 

diciembre de 1990, había tomado la decisión de no recibir dichas demandas por considerarse 

incompetente en virtud de la Ley 25.  Es importante señalar que, de acuerdo con el artículo 91.b del 

Código Judicial de Panamá, la Corte Suprema en pleno es la encargada de conocer los recursos de 

amparo. La Corte Suprema de Justicia, al resolver dichos recursos de amparo, determinó que la Junta 

de Conciliación y Decisión No. 5 debía recibir las demandas y fundamentar las razones por las cuales 

no se consideraba competente para conocer las mismas.  Los recursos de amparo de garantías 

constitucionales fueron, pues, resueltos por la Corte Suprema, pero únicamente en el sentido de 

disponer que la Junta de Conciliación y Decisión No. 5 debía fundamentar su incompetencia, de 

forma tal que no se estaban adoptando decisiones sobre el problema del despido ni atendiendo a lo 

dispuesto en el artículo 25 de la Convención. 

139. Seguidamente, algunos trabajadores acudieron a la misma Corte Suprema de Justicia, mediante 

demandas de inconstitucionalidad, para solicitarle que declarara que la Ley 25 era contraria a la 

Constitución Política panameña, a la Convención Americana y al Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos.  Según el artículo 203.1 de la Constitución panameña, la Corte Suprema en pleno 

es la encargada de conocer las acciones de inconstitucionalidad. Las tres demandas fueron 
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acumuladas y el 23 de mayo de 1991 la Corte Suprema emitió sentencia en la cual declaró que sólo 

el “parágrafo” del artículo 2 de la Ley 25 era inconstitucional. 

140. Al considerarse la Ley 25 constitucional y al derogar ésta la normativa vigente al momento de 

los hechos por tener carácter retroactivo, los trabajadores tuvieron que acudir a la Sala Tercera de la 

Corte Suprema de Justicia mediante demandas contencioso-administrativas.  En estos procesos los 

trabajadores no contaron con amplias posibilidades de ser oídos en procura del esclarecimiento de 

los hechos.  Para determinar que los despidos eran legales, la Sala Tercera se basó exclusivamente 

en el hecho de que se había declarado que la Ley 25 no era inconstitucional y en que los 

trabajadores habían participado en el paro contrario a la democracia y el orden constitucional. 

Asimismo, la Sala Tercera no analizó las circunstancias reales de los casos y la comisión o no, por 

parte de los trabajadores despedidos, de la conducta que se sancionaba.  Así, no consideró los 

informes en los cuales se basaron los directores de las diferentes entidades para determinar la 

participación de los trabajadores en el paro, informes que ni siquiera constan, según las pruebas 

aportadas, en los expedientes internos.  La Sala Tercera, al juzgar con base en la Ley 25, no tomó en 

cuenta que dicha ley no establecía cuáles acciones atentaban contra la democracia y el orden 

constitucional.  De esta manera, al acusar a los trabajadores de participar en un cese de actividades 

que atentaba contra la democracia y el orden constitucional, se les culpaba sin que estas personas 

hubieran tenido la posibilidad, al momento del paro, de saber que participar en éste constituía 

causal de una sanción tan grave como el despido.  La actitud de la Sala Tercera resulta más grave 

aún, si se considera que sus decisiones no eran susceptibles de apelación, en razón de que sus 

sentencias eran definitivas e inapelables. 

141. El Estado no proporcionó elementos sobre los casos de todos los trabajadores, y de los que 

proporcionó se desprende la ineficacia de los recursos internos, en relación con el artículo 25 de la 

Convención. Así se evidencia que los tribunales de justicia no observaron el debido proceso legal ni 

el derecho a un recurso efectivo. Como fue expresado, los recursos intentados no fueron idóneos 

para solucionar el problema del despido de los trabajadores. 

143. Con base en lo expuesto y, en particular, en el silencio del Estado en torno a casos específicos, 

la Corte concluye que el Estado violó los artículos 8.1, 8.2 y 25 de la Convención Americana, en 

perjuicio de los 270 trabajadores relacionados en el párrafo 4 de la presente Sentencia. 

LOS RECURSOS SON “ILUSORIOS” CUANDO EL PODER 

JUDICIAL CARECE DE LA INDEPENDENCIA NECESARIA 

PARA DECIDIR CON IMPARCIALIDAD 

 

Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 

de febrero de 2001. Serie C No. 74.  

137. Los recursos son ilusorios cuando se demuestra su inutilidad en la práctica, el Poder Judicial 

carece de la independencia necesaria para decidir con imparcialidad o faltan los medios para 

ejecutar las decisiones que se dictan en ellos. A ésto puede agregarse la denegación de justicia, el 

retardo injustificado en la decisión y el impedimento del acceso del presunto lesionado al recurso 

judicial.  
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PARA QUE SE PRESERVE EL DERECHO A UN RECURSO 

EFECTIVO DEBE SER INCLUIDO EL ACCESO A LA 

ASISTENCIA LETRADA 

 

Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94.  

148. Para que se preserve el derecho a un recurso efectivo, en los términos del artículo 25 de la 

Convención, es indispensable que dicho recurso se tramite conforme a las reglas del debido proceso, 

consagradas en el artículo 8 de la Convención, incluyendo el acceso a la asistencia letrada. Tomando 

en cuenta la naturaleza excepcionalmente grave e irreparable de la pena de muerte, la observancia 

del debido proceso legal, con su conjunto de derechos y garantías, es aún más importante cuando se 

halle en juego la vida humana.  

LA EFECTIVIDAD IMPLICA LA “POSIBILIDAD REAL” DE 

INTERPONER UN RECURSO SENCILLO Y RÁPIDO PARA 

ALCANZAR LA PROTECCCIÓN JUDICIAL REQUERIDA 

 

Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114.  

131. Bajo esta perspectiva, se ha señalado que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el 

citado artículo 25.1 de la Convención no basta con que los recursos existan formalmente, sino es 

preciso que sean efectivos, es decir, se debe brindar a la persona la posibilidad real de interponer un 

recurso sencillo y rápido que permita alcanzar, en su caso, la protección judicial requerida. […]  

GARANTÍA DE RECURSO EFECTIVO SUPONE TAMBIÉN EL 

RESGUARDO A LOS FAMILIARES DE LA PERSONA 

PRESUNTAMENTE VULNERADA 

 

Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120.  

75. La garantía de un recurso efectivo “constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la 

Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el 

sentido de la Convención”. Esta garantía de protección de los derechos de los individuos no supone 

sólo el resguardo directo a la persona presuntamente vulnerada sino, además, a los familiares, 

quienes por los acontecimientos y circunstancias particulares del caso, son quienes ejercen la 

reclamación en el orden interno.  

76. Asimismo, la Corte ha dicho que el artículo 25.1 de la Convención incorpora el principio de la 

efectividad de los instrumentos o mecanismos procesales de protección destinados a garantizar tales 

derechos. […]  

EL ESTADO VIOLÓ ARTÍCULO 25 AL NO PROVEER A 

VÍCTIMA DE UN RECURSO EFECTIVO PARA IMPUGNAR LA 

IMPOSICIÓN DE PENA CORPORAL 
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Corte IDH. Caso Caesar Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 11 

de marzo 2005. Serie C No. 123.  

115. Es importante enfatizar que, si bien el señor Caesar no apeló su sentencia ante el Privy Council, 

al momento de los hechos era improbable que una apelación ante dicha institución, respecto de la 

aplicación de penas corporales, tuviera éxito. Al respecto, el perito Desmond Allum señaló que:  

[u]na de las razones principales por las cuales no se ha presentado una impugnación sustancial a la 

legalidad de una sentencia de penas corporales es la “cláusula de exclusión”. Esta cláusula ha 

asegurado efectivamente que los tribunales [internos] no puedan impugnar la constitucionalidad de 

una sentencia de castigo corporal, dado que esta [cláusula] es anterior a la entrada en vigor de la 

Constitución de 1976, y consecuentemente, fue “salvada” en la ley de [Trinidad y Tobago] como 

buen derecho [(“as good law”)].  

[…]  

117. De lo anterior se desprende que el Estado no proveyó a la presunta víctima de un recurso 

efectivo para impugnar la imposición de la mencionada pena corporal. Consecuentemente, la Corte 

considera que Trinidad y Tobago es responsable por la violación del artículo 25 de la Convención, en 

relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio del señor Caesar.  

QUE LAS IMPUGNACIONES NO FUERAN RESUELTAS A 

FAVOR DE DEFENDIDO, NO IMPLICA QUE SE COARTÓ LA 

POSIBILIDAD DE CONTAR CON UN RECURSO EFECTIVO 

 

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126.  

83. Si bien las instancias superiores no advirtieron las irregularidades que ocurrieron en el proceso 

penal, de las que deriva la responsabilidad internacional del Estado por la violación del artículo 8 de 

la Convención, admitieron a trámite y resolvieron con regularidad los recursos interpuestos por la 

defensa del señor Fermín Ramírez. El hecho de que las impugnaciones intentadas no fueran 

resueltas, en general, de manera favorable a los intereses del señor Fermín Ramírez, no implica que 

la víctima no tuviera acceso a un recurso efectivo para proteger sus derechos. Luego del análisis de 

los fundamentos de hecho y de derecho contenidos en las resoluciones de los diversos recursos 

intentados en el proceso penal, este Tribunal no considera demostrado que el Estado violó el 

derecho de acceso a un tribunal, o coartó al imputado la posibilidad de contar con un recurso 

efectivo para impugnar la sentencia dictada en su contra.  

INEXISTENCIA DE RECURSO EFECTIVO CONTRA 

VIOLACIONES DE DERECHOS, CONSTITUYE UNA 

TRANSGRESIÓN DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

 

Corte IDH. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127.  

168. La inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones de los derechos reconocidos por la 

Convención constituye una transgresión de la misma por el Estado Parte.  
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EL ARTÍCULO 25 ESTABLECE LA OBLIGACIÓN ESTATAL DE 

OFRECER UN RECURSO JUDICIAL EFECTIVO CONTRA 

VIOLACIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 

 

Corte IDH. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

24 de junio de 2005. Serie C No. 129.  

92. […] El artículo 25.1 de la Convención establece, en términos amplios, la obligación a cargo de los 

Estados de ofrecer a todas las personas sometidas a su jurisdicción un recurso judicial efectivo 

contra actos violatorios de sus derechos fundamentales.  

UN RECURSO EFECTIVO DEBE SER CAPAZ DE PRODUCIR 

RESPUESTAS A LAS VIOLACIONES DE DERECHOS 

CONTEMPLADOS EN LA CONVENCIÓN AMERICANA 

 

Corte IDH. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149.  

192. […]. No basta con la existencia formal de los recursos, sino que éstos deben ser efectivos, es 

decir, deben ser capaces de producir resultados o respuestas a las violaciones de derechos 

contemplados en la Convención. La existencia de esta garantía constituye uno de los pilares básicos, 

no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una sociedad 

democrática, en el sentido de la Convención.  

FALTA DE JUSTICIA PENAL IMPIDIÓ COMPENSACIÓN CIVIL, 

DE MANERA QUE NO HUBO UN RECURSO EFECTIVO PARA 

GARANTIZAR LA JUSTICIA EN UN PLAZO RAZONABLE 

 

Corte IDH. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149.  

193. El recurso efectivo del artículo 25 de la Convención debe tramitarse conforme a las normas del 

debido proceso establecidas en el artículo 8 de ese tratado. De éste, se desprende que las víctimas 

de las violaciones de los derechos humanos, o sus familiares, deben contar con amplias posibilidades 

de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en procura del esclarecimiento de los hechos 

y del castigo de los responsables, como en busca de una debida reparación.  

204. Por otra parte, la falta de conclusión del proceso penal ha tenido repercusiones particulares 

para las familiares del señor Damião Ximenes Lopes, ya que, en la legislación del Estado, la 

reparación civil por los daños ocasionados como consecuencia de un hecho ilícito tipificado 

penalmente puede estar sujeta al establecimiento del delito en un proceso de naturaleza criminal, 

por lo que en la acción civil de resarcimiento tampoco se ha dictado sentencia de primera instancia. 

Es decir, la falta de justicia en el orden penal ha impedido que las familiares del señor Ximenes 

Lopes, en particular su madre, obtengan una compensación civil por los hechos del presente caso.  

205. Por lo expuesto, la Corte considera que el Estado no dispuso de un recurso efectivo para 

garantizar, en un plazo razonable, el derecho de acceso a la justicia de las señoras Albertina Viana 

Lopes e Irene Ximenes Lopes Miranda, madre y hermana, respectivamente, del señor Damião 

Ximenes Lopes, con plena observancia de las garantías judiciales.  



23 

 

VÍCTIMAS CARECÍAN DE CERTEZA SOBRE LA VÍA 

NORMATIVA A SEGUIR PARA RECLAMAR DERECHOS POR 

LO QUE LOS RECURSOS INTERNOS NO FUERON EFECTIVOS 

 

Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. Perú. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre 

de 2006. Serie C No. 158.  

109. Además, ha quedado demostrado […] que la independencia e imparcialidad del Tribunal 

Constitucional, como una de las instituciones democráticas que garantizan el estado de derecho, se 

vieron coartadas con la destitución de algunos de sus magistrados, lo que “conculcó erga omnes la 

posibilidad de ejercer el control de constitucionalidad y el consecuente examen de la adecuación de 

la conducta del Estado a la Constitución”. Todo ello generó una situación generalizada de ausencia 

de garantías e ineficacia de las instituciones judiciales para afrontar hechos como los del presente 

caso, con la consecuente desconfianza generada hacia dichas instituciones en esa época.  

116. Es decir, de lo resuelto por los tribunales internos en la jurisdicción contencioso administrativa 

en los seis casos aportados al expediente ante esta Corte, no surge claramente si debía agotarse la 

vía administrativa de previo a interponer una acción en la vía judicial. En este sentido tampoco 

resultan claras la viabilidad o idoneidad de la jurisdicción contencioso administrativa para que las 

presuntas víctimas pudieran impugnar su cese, por lo que el Estado no podría ampararse en que las 

presuntas víctimas no la hayan intentado para dar por satisfecha su obligación de proveer un recurso 

efectivo  

125. En ese sentido, la Corte ha entendido que para que exista un recurso efectivo no basta con que 

esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere 

que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos 

humanos y proveer lo necesario para remediarla. No obstante, el hecho de que determinado recurso 

sea resuelto en contra de quien lo intenta, no conlleva necesariamente una violación del derecho a 

la protección judicial.  

126. La Corte considera que en todo procedimiento o proceso existente en el orden interno de los 

Estados deben concurrir amplias garantías judiciales, entre las cuales se encuentran también las 

formalidades que deben observarse para garantizar el acceso a las mismas. Por razones de seguridad 

jurídica, para la correcta y funcional administración de justicia y la efectiva protección de los 

derechos de las personas, los Estados pueden y deben establecer presupuestos y criterios de 

admisibilidad de los recursos internos, de carácter judicial o de cualquier otra índole. De tal manera, 

si bien esos recursos internos deben estar disponibles para el interesado y resolver efectiva y 

fundadamente el asunto planteado, así como eventualmente proveer la reparación adecuada, no 

cabría considerar que siempre y en cualquier caso los órganos y tribunales internos deban resolver el 

fondo del asunto que les es planteado, sin que importe la verificación de los presupuestos formales 

de admisibilidad y procedencia del particular recurso intentado.  

129. En conclusión, la Corte observa que este caso ocurrió en un contexto de impedimentos 

normativos y prácticos para asegurar un acceso real a la justicia y de una situación generalizada de 

ausencia de garantías e ineficacia de las instituciones judiciales para afrontar hechos como los del 

presente caso. En ese contexto, y en particular el clima de inseguridad jurídica propiciado por la 

normativa que limitaba la impugnación respecto del procedimiento de evaluación y eventual 
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cesación de las presuntas víctimas, es claro que éstas no tenían certeza acerca de la vía a la que 

debían o podían acudir para reclamar los derechos que se consideraran vulnerados, fuera 

administrativa, contencioso administrativa o de amparo.  

131. En el presente caso, los recursos internos existentes no fueron efectivos, ni individual ni en 

conjunto, para los efectos de una adecuada y efectiva garantía del derecho de acceso a la justicia de 

las presuntas víctimas cesadas del Congreso peruano, en los términos de la Convención Americana.  

RECURSO INTERNO RESULTÓ INEFECTIVO DEBIDO A LA 

OMISIÓN DE REPARAR, REINCORPORAR Y DOTAR DE 

SALARIOS DEJADOS DE PERCIBIR 

 

Corte IDH. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2009. Serie C No. 197.  

60. El artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la 

misma, que atribuye funciones de protección al derecho interno de los Estados Partes, de lo cual se 

desprende que el Estado tiene la responsabilidad de diseñar y consagrar normativamente un recurso 

eficaz, así como la de asegurar la debida aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades 

judiciales. A su vez, el deber general del Estado de adecuar su derecho interno a las disposiciones de 

dicha Convención para garantizar los derechos en ella consagrados, establecido en el artículo 2, 

incluye la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la observancia efectiva de 

los derechos y libertades consagrados en la misma, así como la adopción de medidas para suprimir 

las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación a las garantías previstas 

en la Convención.  

127. En razón de todo lo expuesto, el Tribunal considera que el Estado violó el artículo 25.1 de la 

Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, puesto que, en primer 

lugar, el recurso al cual tuvo acceso la señora Reverón Trujillo no brindó las reparaciones adecuadas. 

En segundo lugar, no existía motivo justificado para no reincorporar a la señora Reverón Trujillo al 

cargo judicial que ocupaba y saldarle los salarios dejados de percibir. En consecuencia, el recurso 

interno intentado no resultó efectivo. De otra parte, algunas de las normas y prácticas asociadas al 

proceso de reestructuración judicial que se viene implementando en Venezuela […], por las 

consecuencias específicas que tuvo en el caso concreto, provoca una afectación muy alta a la 

independencia judicial.  

LA SALVAGUARDA DE LA PERSONA FRENTE AL EJERCICIO 

ARBITRARIO DEL PODER PÚBLICO CONVERGE CON EL 

DERECHO A UN RECURSO JUDICIAL EFECTIVO 

 

Corte IDH. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207  

128. Este Tribunal ha establecido que la salvaguarda de la persona frente al ejercicio arbitrario del 

poder público es el objetivo primordial de la protección internacional de los derechos humanos. En 

este sentido, el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados Partes de 

garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos 

violatorios de sus derechos fundamentales. A su vez, estos recursos deben ser sustanciados de 

conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación 
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general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 

reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). 

[…] Lo contrario, es decir, la inexistencia de tales recursos efectivos, coloca a una persona en estado 

de indefensión, particularmente al enfrentarse al poder punitivo del Estado.  

129. Asimismo, la Corte ha señalado que para que el Estado cumpla lo dispuesto en el artículo 25 de 

la Convención no basta con que los recursos existan formalmente, sino que es preciso que tengan 

efectividad en los términos de aquel precepto. Dicha efectividad supone que, además de la 

existencia formal de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones de derechos 

reconocidos, ya sea en la Convención, en la Constitución o por ley. La Corte ha reiterado que dicha 

obligación implica que el recurso sea idóneo para combatir la violación, y que sea efectiva su 

aplicación por la autoridad competente. […]  

130. Asimismo, el artículo 25 de la Convención se encuentra íntimamente ligado con la obligación 

general de los artículos 1.1 y 2 de la misma, los cuales atribuyen funciones de protección al derecho 

interno de los Estados Partes, de lo cual se desprende que el Estado tiene la responsabilidad de 

diseñar y consagrar normativamente un recurso eficaz, así como la de asegurar la debida aplicación 

de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales. En ese sentido, en los términos del artículo 

25 de la Convención, la normativa interna debe asegurar la debida aplicación de recursos efectivos 

ante las autoridades competentes con el propósito de amparar a todas las personas bajo su 

jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven a la determinación 

de los derechos y obligaciones de éstas. A su vez, el deber general del Estado de adecuar su derecho 

interno a las disposiciones de dicha Convención para garantizar los derechos en ella consagrados, 

establecido en el artículo 2, incluye la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes 

a la observancia efectiva de los derechos y libertades consagrados en la misma, así como la adopción 

de medidas para suprimir las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación 

a las garantías previstas en la Convención.  

VÍCTIMA INTENTÓ EJERCER “RECURSO EFECTIVO” PERO 

NO CONTÓ CON UNO QUE GARANTIZARA SER JUZGADO 

POR UN TRIBUNAL COMPETENTE E IMPARCIAL 

 

Corte IDH. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207 

131. En el presente caso, el Tribunal ha señalado que el Estado no garantizó al señor Usón Ramírez 

su derecho a ser juzgado por tribunales competentes e imparciales […]. La víctima interpuso 

recursos ante los tribunales militares y ordinarios. En particular, la Corte destaca la interposición de 

un recurso de casación ante la jurisdicción ordinaria, específicamente ante la Sala de Casación Penal 

del Tribunal Supremo de Justicia, en el cual planteó, entre otros temas, la incompetencia de la 

jurisdicción militar. Dicho recurso fue “desestimado por manifiestamente infundado”. 

Posteriormente se interpuso ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de la 

República Bolivariana de Venezuela, un recurso extraordinario de revisión contra la decisión antes 

mencionada. La interposición de dichos recursos demuestra que el señor Usón Ramírez intentó 

ejercer un “recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que lo ampar[ara] contra 

actos que violen sus derechos fundamentales”, tal como señala el artículo 25 de la Convención. En 

suma, el señor Usón Ramírez no contó con ningún recurso que garantizara que fuese juzgado por un 

tribunal competente e imparcial.  
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RECURSO NO FUE EFECTIVO PARA IMPUGNAR EL 

CONOCIMIENTO DE LA DETENCIÓN DE UN FAMILIAR, LO 

CUAL VIOLÓ ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN 

 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209.  

291. La Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los 

Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo 

contra actos violatorios de sus derechos fundamentales.  

294. De la decisión anterior, claramente puede concluirse que se privó a la señora Tita Radilla 

Martínez de la posibilidad de impugnar la competencia de los tribunales militares para conocer de 

asuntos que, por su naturaleza, debe corresponder a las autoridades del fuero ordinario.  

295. Al respecto, la Corte ha señalado que los Estados tienen la responsabilidad de consagrar 

normativamente y de asegurar la debida aplicación de los recursos efectivos y las garantías del 

debido proceso legal ante las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su 

jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven a la determinación 

de los derechos y obligaciones de éstas. 

296. En este sentido, el Tribunal ha establecido que para que el Estado cumpla lo dispuesto en el 

artículo 25 de la Convención, no basta con que los recursos existan formalmente, sino que es preciso 

que tengan efectividad en los términos de aquel precepto. La Corte ha reiterado que dicha 

obligación implica que el recurso sea idóneo para combatir la violación y que sea efectiva su 

aplicación por la autoridad competente.  

297. La Corte resalta que, como señaló anteriormente en esta Sentencia […], la participación de la 

víctima en procesos penales no está limitada a la mera reparación del daño sino, 

preponderantemente, a hacer efectivos sus derechos a conocer la verdad y a la justicia ante 

tribunales competentes. Ello implica necesariamente que, a nivel interno, deben existir recursos 

adecuados y efectivos a través de los cuales la víctima esté en posibilidad de impugnar la 

competencia de las autoridades judiciales que eventualmente ejerzan jurisdicción sobre asuntos 

respecto de los cuales se considere que no tienen competencia.  

298. En consecuencia, en el presente caso el recurso de amparo no fue efectivo para permitir a la 

señora Tita Radilla Martínez impugnar el conocimiento de la detención y posterior desaparición 

forzada de su padre, el señor Rosendo Radilla Pacheco, por la jurisdicción militar, lo cual constituye 

una violación del artículo 25.1 de la Convención. 

NO PUEDE CONSIDERARSE EFECTIVO UN RECURSO 

EXISTENTE EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO QUE NO 

RESUELVA UN LITIGIO POR UNA DEMORA INJUSTIFICADA  

 

Corte IDH. Caso Salvador Chiriboga Vs. Ecuador. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de 

marzo de 2011. Serie C No. 222.  

58. Asimismo, este Tribunal recuerda que en virtud de la protección otorgada por los artículos 8 y 25 

de la Convención, los Estados están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las 
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víctimas de violaciones de los derechos humanos, que deben ser sustanciados de conformidad con 

las garantías judiciales, todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de 

garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona 

que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1).  

88. La denegación al acceso a la justicia tiene una relación con la efectividad de los recursos, ya que 

no es posible afirmar que un recurso existente dentro del ordenamiento jurídico de un Estado, 

mediante el cual no se resuelve el litigio planteado por una demora injustificada en el 

procedimiento, pueda ser considerado como un recurso efectivo.  

89. La Corte considera que con motivo de la falta de una resolución definitiva de los recursos 

subjetivos presentados por la presunta víctima, el interés social alegado por el Estado para justificar 

la privación del bien queda en estado de incertidumbre, lo cual pone en riesgo no sólo el interés 

público que recae sobre la existencia del Parque Metropolitano, sino además el real beneficio del 

cual está siendo objeto la comunidad en su conjunto, ante la posibilidad de una resolución 

desfavorable en este sentido.  

90. Este Tribunal estima que en el presente caso las razones de utilidad pública o interés social para 

la restricción del derecho de la propiedad privada de María Salvador Chiriboga fueron legítimas y 

comprendieron la justificación necesaria para determinar dicha restricción. En consecuencia, las 

razones de utilidad pública o interés social son válidas a la luz de la Convención Americana. Sin 

embargo, esta Corte no puede dejar de observar que los recursos subjetivos o de plena jurisdicción 

interpuestos por los hermanos Salvador Chiriboga no han sido resueltos en un plazo razonable ni 

han sido efectivos.  

EFECTIVIDAD DEL RECURSO SUPONE QUE, ADEMÁS DE SU 

EXISTENCIA FORMAL, DE RESULTADOS O RESPUESTAS A 

LAS VIOLACIONES DE DERECHOS 

 

Corte IDH. Caso Abrill Alosilla y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

4 de marzo de 2011. Serie C No. 223.  

75. Al respecto, la Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación 

de los Estados Parte de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial 

efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. Dicha efectividad supone que, 

además de la existencia formal de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones 

de derechos contemplados ya sea en la Convención, en la Constitución o en las leyes. […]  

PARA QUE SE PRESERVE EL DERECHO A UN RECURSO 

EFECTIVO ES INDISPENSABLE QUE SE TRAMITE 

CONFORME AL DEBIDO PROCESO 

 

Corte IDH. Caso Barbani Duarte y otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. 

Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 2341  

202. La Corte considera que, para resolver la controversia entre las partes sobre la efectividad de la 

protección judicial en el presente caso, requiere realizar algunas consideraciones relevantes 

respecto de la extensión de la revisión que debe proporcionar un recurso judicial para que sea 

efectivo, de conformidad con el artículo 25 de la Convención.  
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203. Este Tribunal se referirá a algunos factores relevantes tratándose de casos como el presente, en 

donde se somete a los órganos judiciales el conocimiento de una decisión administrativa previa que 

se alega violatoria de los derechos de una presunta víctima. Para ello, la Corte toma en cuenta el 

desarrollo jurisprudencial realizado por la Corte Europea de Derechos Humanos sobre esta materia. 

Al respecto, el Tribunal considera que resulta importante analizar factores tales como: a) la 

competencia del órgano judicial en cuestión; b) el tipo de materia sobre la cual se pronunció el 

órgano administrativo, teniendo en cuenta si ésta involucra conocimientos técnicos o especializados; 

c) el objeto de la controversia planteado ante el órgano judicial, lo cual incluye los alegatos de hecho 

y de derecho de las partes, y d) las garantías del debido proceso ante el órgano judicial. Sobre esto 

último, la Corte ha establecido, a través de su jurisprudencia reiterada, que para que se preserve el 

derecho a un recurso efectivo, en los términos del artículo 25 de la Convención, es indispensable que 

dicho recurso se tramite conforme a las reglas del debido proceso, consagradas en el artículo 8 de la 

Convención.  

DENEGACIÓN DEL ACCESO A LA JUSTICIA E 

INEFECTIVIDAD DE LOS RECURSOS CON LOS QUE NO SE 

RESUELVE UN LITIGIO POR DEMORA INJUSTIFICADA 

 

Corte IDH. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

27 de abril de 2012. Serie C No. 242.  

109. Como ya fue demostrado, el tiempo transcurrido sobrepasó el plazo razonable para que el 

Estado emitiera sentencias en los procesos de guarda y de derecho de visitas. Esta demora generó 

otras consecuencias además de la vulneración del plazo razonable, tales como una evidente 

denegación de justicia, la violación del derecho a la protección de la familia del señor Fornerón y de 

su hija, así como la protección de los derechos del niño de esta última […].  

110. La denegación del acceso a la justicia tiene una relación con la efectividad de los recursos, ya 

que no es posible afirmar que un recurso existente dentro del ordenamiento jurídico de un Estado, 

mediante el cual no se resuelve el litigio planteado por una demora injustificada en el 

procedimiento, pueda ser considerado como un recurso efectivo.  

DOS RESPONSABILIDADES CONCRETAS DEL ESTADO, BAJO 

LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 25: NORMAR RECURSOS 

EFECTIVOS Y GARANTIZAR EJECUCIÓN DE DECISIONES 

 

Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. 

Sentencia de 27 de junio de 2012. Serie C No. 245.  

261. Por otro lado, la Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención establece, en términos 

generales, la obligación de los Estados de garantizar un recurso judicial efectivo contra actos que 

violen derechos fundamentales. Al interpretar el texto del artículo 25 de la Convención, la Corte ha 

sostenido, en otras oportunidades, que la obligación del Estado de proporcionar un recurso judicial 

no se reduce simplemente a la mera existencia de los tribunales o procedimientos formales o aún a 

la posibilidad de recurrir a los tribunales. Más bien, el Estado tiene el deber de adoptar medidas 

positivas para garantizar que los recursos que proporciona a través del sistema judicial son 

"verdaderamente efectivos para establecer si ha habido o no una violación a los derechos humanos 

y para proporcionar una reparación”. De este modo, el Tribunal ha declarado que "la inexistencia de 
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un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos reconocidos por la Convención constituye 

una transgresión de la misma por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar”.  

263. Este Tribunal ha afirmado, asimismo, que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el 

citado artículo no basta con que los recursos existan formalmente, sino que los mismos deben tener 

efectividad. En ese sentido, en los términos del artículo 25 de la Convención, es posible identificar 

dos responsabilidades concretas del Estado. La primera, consagrar normativamente y asegurar la 

debida aplicación de recursos efectivos ante las autoridades competentes, que amparen a todas las 

personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven a 

la determinación de los derechos y obligaciones de éstas. La segunda, garantizar los medios para 

ejecutar las respectivas decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales autoridades 

competentes, de manera que se protejan efectivamente los derechos declarados o reconocidos. 

Esto último, debido a que una sentencia con carácter de cosa juzgada otorga certeza sobre el 

derecho o controversia discutida en el caso concreto y, por ende, tiene como uno de sus efectos la 

obligatoriedad o necesidad de cumplimiento. El proceso debe tender a la materialización de la 

protección del derecho reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de 

dicho pronunciamiento. Por tanto, la efectividad de las sentencias y de las providencias judiciales 

depende de su ejecución. Lo contrario supone la negación misma del derecho involucrado.  

CORTE IDH NO REALIZA UN EXAMEN IN ABSTRACTO DE LA 

EFECTIVIDAD DE RECURSOS Y DETERMINA QUE “EN LA 

PRÁCTICA” SU EXISTENCIA RESULTÓ ILUSORIA 

 

Corte IDH. Caso familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2013. Serie C No. 272.  

B.3.4. Alegada efectividad de otros recursos judiciales 

190. En alegatos finales, el Estado planteó que existían dos recursos disponibles, adecuados y 

efectivos que hubieran podido ser accionados por las presuntas víctimas para subsanar cualquier 

eventual violación al debido proceso convencional. Por un lado, el recurso de amparo, que según la 

jurisprudencia del Tribunal Constitucional podía haber servido para amparar, de forma rápida y en 

un plazo razonable, actos tales como la falta de un recurso de apelación o en general los actos de la 

administración pública, omisión de notificación, derecho de defensa y debido proceso.  El segundo 

es el recurso de habeas corpus, que en Bolivia no solamente protegía la libertad de las personas sino 

también el debido proceso, incluso frente a presuntas persecuciones y procesos ilegales. El Estado 

hizo referencia a sentencias del Tribunal Constitucional dictadas en otros casos y en fechas próximas 

a las de ocurrencia de los hechos para sustentar lo anterior. Alegó que estos recursos son conformes 

al criterio de plazo razonable establecido en el artículo 25 de la Convención, que sus decisiones eran 

ejecutables de manera inmediata y hubieran podido ser accionados por las presuntas víctimas, 

quienes contaban con la asesoría de un abogado que ya había interpuesto un habeas corpus para la 

liberación de la señora Tineo, sin que exista explicación alguna sobre por qué no habrían podido 

agotar esos recursos. Por ende, el Estado alegó que respetó la protección judicial consagrada en el 

artículo 25 de la Convención y, en consecuencia, no debe pronunciarse sobre eventuales violaciones 

al debido proceso, en virtud del principio de subsidiariedad.  

191. Antes de analizar la adecuación y efectividad de un recurso administrativo o judicial interno en 

relación con una alegada violación de un derecho, es necesario observar si el recurso existía y si era 
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realmente posible ejercerlo en el contexto de la situación del país, de los hechos del caso o de la 

situación particular de las presuntas víctimas.  

192. La Corte constata que, tal como surge de sus alegatos, el Estado planteó un análisis en 

abstracto acerca de la efectividad de tales recursos, citando jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional boliviano para alegar que en la época de los hechos esos recursos eran adecuados y 

efectivos para haber detenido la expulsión de la familia Pacheco Tineo o para cuestionar violaciones 

del debido proceso en la denegatoria de su solicitud de estatuto de refugiados, e incluso para 

eventualmente solicitar daños y perjuicios. Sin embargo, en este caso las presuntas víctimas no 

contaron con posibilidad alguna de conocer, mínimamente, las decisiones que habían sido proferidas 

en relación con su solicitud y su situación migratoria, pues está probado que fueron expulsados de 

Bolivia en la mañana del día siguiente a la emisión de la resolución de expulsión, la cual fue expedida 

en un plazo excesivamente sumario, no les fue notificada y fue ejecutada inmediatamente. Tal 

situación hizo nugatorio o impracticable cualquier recurso interno que existiera en Bolivia para 

haber amparado o remediado los actos ejecutados en su perjuicio. Por ende, no corresponde a la 

Corte realizar un examen in abstracto de la adecuación y efectividad de tales recursos para subsanar 

las violaciones de derechos analizadas anteriormente.  

194. De tal manera, aún si hipotéticamente tales recursos hubiesen podido ser idóneos, efectivos y 

adecuados para tales efectos, el hecho es que en la práctica su existencia resultó ilusoria y el 

derecho de los miembros de la familia Pacheco Tineo a utilizarlos resultó nugatorio para cuestionar 

tanto su expulsión como el rechazo de su solicitud de asilo. La falta de notificación es en sí misma 

violatoria del artículo 8 de la Convención, pues colocó a las presuntas víctimas en un estado de 

incertidumbre respecto de su situación jurídica y tornó impracticable el ejercicio del derecho a 

recurrir las resoluciones. Es decir, las presuntas víctimas no contaron con la posibilidad real de haber 

interpuesto algún recurso mientras estaban en el territorio boliviano.  

195. Ante esa situación, no era posible para los miembros de la familia ejercer tales recursos, es 

decir, no les era exigible. En consecuencia, la Corte considera que este caso se enmarca en una 

situación de impedimento fáctico para asegurar un acceso real de las presuntas víctimas al derecho a 

recurrir, en violación del derecho a la protección judicial, reconocido en el artículo 25 de la 

Convención, por lo que no resulta pertinente analizar los alcances de los recursos mencionados por 

el Estado. 

EL ESTADO TIENE LA RESPONSABILIDAD DE DISEÑAR Y 

CONSAGRAR NORMATIVAMENTE UN RECURSO EFICAZ Y 

ASEGURAR SU DEBIDA APLICACIÓN 

 

Corte IDH. Caso Liakat Ali Alibux Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C No. 2762  

116. En este sentido, la Corte Interamericana ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención 

contempla la obligación de los Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, 

un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. Dicha 

efectividad supone que, además de la existencia formal de los recursos, éstos den resultados o 

respuestas a las violaciones de derechos contemplados ya sea en la Convención, en la Constitución o 

en las leyes. Asimismo, la Corte ha establecido que para que un recurso sea efectivo, no basta con 

que esté previsto por la Constitución o la ley, o que sea formalmente admisible, sino que se requiere 

que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos 
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humanos y proveer lo necesario para remediarla. No pueden considerarse efectivos aquellos 

recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de 

un caso dado, resulten ilusorios. En virtud de lo anterior, el Estado tiene la responsabilidad no sólo 

de diseñar y consagrar normativamente un recurso eficaz, sino también de asegurar la debida 

aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales.  

LOS ESTADOS ESTÁN OBLIGADOS A PROVEER RECURSOS 

JUDICIALES EFECTIVOS A VÍCTIMAS DE VIOLACIONES DE 

DERECHOS HUMANOS (ARTÍCULO 25) 

 

Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C 

No. 281 

214. La Corte ha establecido en su constante jurisprudencia que dentro de las medidas positivas que 

un Estado debe adoptar para garantizar los derechos reconocidos en la Convención se encuentra la 

obligación de investigar violaciones de derechos humanos. El cumplimiento de esta obligación 

consiste no sólo en prevenir sino también investigar las violaciones de derechos reconocidos en ese 

instrumento, así como procurar el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su 

caso, la reparación de los daños producidos por las violaciones a los derechos humanos.  

215. La Corte ha expresado que los Estados están obligados a proveer recursos judiciales efectivos a 

las víctimas de violaciones de derechos humanos (artículo 25), los cuales deber ser sustanciados de 

conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1) todo ello dentro de la obligación 

general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 

reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1).  

OBLIGACIÓN ESTATAL DE PROPORCIONAR UN RECURSO 

JUDICIAL IMPLICA QUE LOS MISMOS SEAN 

“VERDADERAMENTE EFECTIVOS” 

 

Corte IDH. Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus 

miembros Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 14 de octubre de 2014. Serie C No. 284 

165. La Corte ha considerado que el Estado está en la obligación de proveer recursos judiciales 

efectivos a las personas que aleguen ser víctimas de violaciones de derechos humanos (artículo 25), 

recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal 

(artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar 

el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se 

encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). Por otro lado, la Corte ha señalado que el artículo 25.1 

de la Convención establece, en términos generales, la obligación de los Estados de garantizar un 

recurso judicial efectivo contra actos que violen derechos fundamentales. Al interpretar el texto del 

artículo 25 de la Convención, la Corte ha sostenido, en otras oportunidades, que la obligación del 

Estado de proporcionar un recurso judicial no se reduce simplemente a la mera existencia de los 

tribunales o procedimientos formales o aún a la posibilidad de recurrir a los tribunales. Más bien, el 

Estado tiene el deber de adoptar medidas positivas para garantizar que los recursos que proporciona 
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a través del sistema judicial son "verdaderamente efectivos para establecer si ha habido o no una 

violación a los derechos humanos y para proporcionar una reparación”.  

DERECHO A UNA PROTECCIÓN EFECTIVA EN LO QUE 

RESPECTA A PUEBLOS INDÍGENAS DEBE TOMAR EN 

CUENTA SU SITUACIÓN ESPECIAL DE VULNERABILIDAD 

 

Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus miembros 

vs. Panamá, Sentencia de 14 de octubre de 2014 (Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas) 

166. Asimismo, la jurisprudencia de este Tribunal ha señalado en otros casos que los pueblos 

indígenas y tribales tienen derecho a que existan mecanismos administrativos efectivos y expeditos 

para proteger, garantizar y promover sus derechos sobre los territorios indígenas, a través de los 

cuales se puedan llevar a cabo los procesos de reconocimiento, titulación, demarcación y 

delimitación de su propiedad territorial. Los procedimientos en mención deben cumplir las reglas del 

debido proceso legal consagradas en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. 

167. Del mismo modo, la Corte ha reiterado que el derecho de toda persona a un recurso sencillo y 

rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes que la ampare 

contra actos que violen sus derechos fundamentales “constituye uno de los pilares básicos, no sólo 

de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el 

sentido de la Convención”. Además, en lo que respecta a pueblos indígenas, es indispensable que los 

Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades propias, sus 

características económicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su derecho 

consuetudinario, valores, usos y costumbres. 

“PRINCIPIO DE EFECTIVIDAD” (EFFET UTILE) ES 

TRANSVERSAL A LA PROTECCIÓN DEBIDA DE TODOS LOS 

DERECHOS RECONOCIDOS EN LA CONVENCIÓN 

 

Caso Comunidad Campesina de Santa Bárbara Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 299.  

231. La Corte recuerda que los artículos 7.6 y 25 de la Convención abarcan diferentes ámbitos de 

protección. El artículo 7.6 de la Convención tiene un contenido jurídico propio que consiste en 

tutelar de manera directa la libertad personal o física, por medio del mandato judicial dirigido a las 

autoridades correspondientes a fin de que se lleve al detenido a la presencia del juez para que este 

pueda examinar la legalidad de la privación y, en su caso, decretar su libertad. Dado que el principio 

de efectividad (effet utile) es transversal a la protección debida de todos los derechos reconocidos 

en ese instrumento, la Corte considera, tal como lo ha hecho en otras oportunidades, que en 

aplicación del principio iura novit curia, del cual se ha valido reiteradamente la jurisprudencia 

internacional en el sentido de que el juzgador posee la facultad, e inclusive el deber, de aplicar las 

disposiciones jurídicas pertinentes en una causa, aun cuando las partes no las invoquen 

expresamente , corresponde analizar los alegatos relacionados con la efectividad de las acciones de 
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hábeas corpus en relación con la disposición citada y no con el artículo 25 de la Convención, como 

fue alegado por los representantes y la Comisión.  

UN RECURSO INEFECTIVO E ILUSORIO RESULTA CUANDO 

EL PODER JUDICIAL CARECE DE LA INDEPENDENCIA 

NECESARIZA PARA DECIDIR CON IMPARCIALIDAD 

 

Corte IDH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302.  

245. El Tribunal ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los 

Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial sencillo, 

rápido y efectivo ante juez o tribunal competente. La Corte recuerda su jurisprudencia constante en 

relación con que dicho recurso debe ser adecuado y efectivo. En cuanto a la efectividad del recurso, 

para que tal recurso efectivo exista no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con 

que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se 

ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. Así, el 

proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho reconocido en el 

pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento.  

247. Este Tribunal ha indicado que no pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las 

condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten 

ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la 

práctica, porque falten los medios para ejecutar sus decisiones o por cualquier otra situación que 

configure un cuadro de denegación de justicia. Entre las situaciones que pueden llevar a que un 

recurso sea ilusorio se encuentra que el Poder Judicial carezca de la independencia necesaria para 

decidir con imparcialidad.  

RECURSOS DE REVISIÓN NO FUERON EFECTIVOS TODA 

VEZ QUE SE CARECIÓ DE UN ANÁLISIS PARA CONCLUIR SI 

HUBO O NO, UNA VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS 

 

Corte IDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303.  

136. El artículo 25.1 de la Convención establece, en términos generales, la obligación de los Estados 

de garantizar un recurso judicial efectivo contra actos que violen derechos fundamentales. Al 

interpretar el texto del artículo 25 de la Convención, la Corte ha sostenido que la obligación del 

Estado de proporcionar un recurso judicial no se reduce simplemente a la mera existencia de los 

tribunales o procedimientos formales o aún a la posibilidad de recurrir a los tribunales, sino que es 

preciso que los recursos tengan efectividad en los términos del mismo, es decir, que den resultados 

o respuestas a las violaciones de derechos reconocidos, ya sea en la Convención, en la Constitución o 

en la ley. […] Un recurso judicial efectivo es, por consiguiente, aquel capaz de conducir a un análisis 

por parte de un tribunal competente a efectos de establecer si ha habido o no una violación a los 

derechos humanos y, en su caso, proporcionar una reparación. […] En el mismo sentido: Caso 

Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311, párr. 109.  
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137. Según se desprende del informe de fondo, la violación del artículo 25.1 de la Convención 

Americana se habría configurado por la falta de consideración por parte de las autoridades de las 

violaciones al debido proceso denunciadas en diversos escritos a lo largo del proceso penal, así como 

debido al rechazo de los recursos de revisión interpuestos en agosto y septiembre de 2003 y en 

noviembre de 2006 […], de modo tal que habrían resultado inefectivos.  

138. En el presente caso, la Corte estima que la violación del artículo 25.1 de la Convención no se 

configura por el mero desacuerdo con una decisión desfavorable sino que se relaciona con la falta de 

respuesta de las autoridades sobre el mérito de los alegatos pues no se realizó un análisis por parte 

de las autoridades judiciales a fin de establecer si había sucedido o no una violación a los derechos 

humanos, tales como la presunción de inocencia y el derecho a la defensa, y, en su caso, 

proporcionar una reparación adecuada. En suma, los recursos de revisión no constituyeron un 

recurso efectivo para remediar las vulneraciones de derechos humanos y, en particular, para 

controlar el respeto a la presunción de inocencia y al derecho a la defensa.  

GARANTIZAR QUE LOS RECURSOS “SEAN EFECTIVOS” 

IMPLICA DOS OBLIGACIONES DEL ESTADO, DERIVADAS DEL 

ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros Vs. Honduras. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 

2015. Serie C No. 304 

231. La Corte ha expresado de manera reiterada que los Estados Partes están obligados a 

suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos humanos 

(artículo 25), los cuales deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso 

legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de 

garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona 

que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). La inexistencia de un recurso efectivo frente a las 

violaciones de los derechos recogidos en la Convención supone una transgresión de la misma por el 

Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar.  

232. La Corte ha interpretado que el alcance de la obligación del Estado de proporcionar un recurso 

judicial, recogida en el texto del artículo 25 de la Convención, no se reduce a la mera existencia de 

tribunales o procedimientos formales, sino que el Estado debe, además, adoptar medidas positivas 

para garantizar que estos recursos sean efectivos para dirimir si ha habido una vulneración de 

derechos humanos y proporcionar la eventual reparación. En ese sentido, en los términos del citado 

artículo, es posible identificar dos obligaciones específicas del Estado. La primera, consagrar 

normativamente y asegurar la debida aplicación de recursos efectivos ante las autoridades 

competentes, que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus 

derechos fundamentales o que conlleven a la determinación de los derechos y obligaciones de éstas. 

La segunda, garantizar los medios para ejecutar las respectivas decisiones y sentencias definitivas 

emitidas por tales autoridades competentes, de manera que se protejan efectivamente los derechos 

declarados o reconocidos.  

233. En lo que respecta a pueblos indígenas y tribales, la jurisprudencia de este Tribunal ha señalado 

que los Estados tienen el deber de instituir procedimientos adecuados en el marco del 

ordenamiento jurídico interno para procesar las reivindicaciones de sus tierras, derivado de la 
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obligación general de garantía que establecen los artículos 1 y 2 de la Convención. Los recursos 

ofrecidos por el Estado deben suponer una posibilidad real para que las comunidades indígenas y 

tribales puedan defender sus derechos y puedan ejercer el control efectivo de su territorio, sin 

ninguna interferencia externa. 

“MECANISMO CONCILIATORIO”, ANTE AUSENCIA DE OTRO 

EFECTIVO, RESULTÓ EN ACUERDOS CAPACES DE 

PRODUCIR EL RESULTADO PARA EL CUAL FUE CREADO 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros Vs. Honduras. 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 2015. Serie C No. 305.  

240. La idoneidad de un compromiso de conciliación, en casos con características como el presente, 

estaría basada en el hecho que constituye una vía adecuada y expedita para proteger la situación 

jurídica infringida, es decir resolver el conflicto existente y sanear el territorio de la Comunidad de 

Punta Piedra, para alcanzar con ello, un resultado manifiestamente razonable por acuerdo de las 

partes.  

241. Por otro lado, el Tribunal ha indicado que “[u]n recurso debe ser, además, eficaz, es decir, capaz 

de producir el resultado para el que ha sido concebido”. Al respecto, los compromisos adoptados 

tenían la potencialidad o capacidad de producir el resultado para el cual fueron concebidos, es decir, 

realizar los avalúos correspondientes, pagar las mejoras útiles y, en su caso, reubicar a los 

pobladores de Río Miel. En efecto, mediante el acta de compromiso de 2001, el Estado de Honduras, 

la Comunidad de Punta Piedra y la de Río Miel se comprometieron a ello […]. Por ello, al adoptar 

dichos compromisos, el Estado no actuó sólo como un ente conciliador, sino que a su vez, actuó 

como parte obligada por los mismos.  

242. La creación de un mecanismo conciliatorio, ante la ausencia de otro mecanismo idóneo y 

efectivo para el caso concreto, significó la creación de un recurso ad-hoc accesible, simple, 

posiblemente rápido y sencillo, con participación directa del pueblo indígena, resultando en la 

adopción de acuerdos concretos y vinculantes que tenían la potencialidad o capacidad de producir el 

resultado para el cual fue concebido, es decir, resolver el conflicto existente y sanear el territorio de 

la Comunidad de Punta Piedra. Por ello, la Corte considera que el mecanismo de conciliación creado 

fue adecuado e idóneo para el caso concreto. […] 

UN RECURSO EFECTIVO PUEDE VOLVERSE INEFICÁZ SI SE 

LE SUBORDINA A EXIGENCIAS PROCESALES QUE LO 

HAGAN INALPLICABLE 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros Vs. Honduras. 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 2015. Serie C No. 305.  

242. […] No obstante, en la práctica, este Tribunal constata que dichos acuerdos no fueron 

ejecutados, principalmente por parte del Estado, por lo que tornaron al mecanismo conciliatorio en 

un recurso ineficaz. En efecto, la Corte ha manifestado que un recurso efectivo puede volverse 

ineficaz si se le subordina a exigencias procesales que lo hagan inaplicable, o si, de hecho, carece de 

virtualidad para obligar a las autoridades. A este respecto, el Tribunal se pronunciará a continuación.  
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PARA LOGRAR PLENAMENTE LA EFECTIVIDAD DE LA 

SENTENCIA, SU EJECUCIÓN DEBE SER COMPLETA, 

PERFECTA, INTEGRAL Y SIN DEMORA 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros Vs. Honduras. 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 2015. Serie C No. 305.  

244. En este sentido, este Tribunal considera que la garantía de ejecución le es aplicable al 

cumplimiento de cualquier decisión que estime procedente el recurso disponible, como la del 

presente caso, de conformidad con lo anteriormente señalado. El proceso debe tender a la 

materialización de la protección del derecho reconocido en el pronunciamiento mediante la 

aplicación idónea de este. Por tanto, la efectividad de las providencias judiciales o de cualquier otra 

decisión conforme al artículo 25.2.c depende de su ejecución, la cual debe ser considerada como 

parte integrante del derecho de acceso a la justicia. Lo contrario supone la negación misma del 

derecho involucrado. Asimismo, la Corte ha señalado que para lograr plenamente la efectividad de la 

sentencia, la ejecución debe ser completa, perfecta, integral y sin demora.  

PARA QUE UN DERECHO DE PETICIÓN SEA EFECTIVO DEBE 

COMPRENDER UNA RESPUESTA OPORTUNA, COHERENTE, 

COMPLETA Y DETALLADA SOBRE LO PETICIONADO 

 

Corte IDH. Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 25 de noviembre de 2015. Serie C No. 309.  

246. Sin embargo, para que este derecho de petición sea efectivo, la Corte estima que este debe a su 

vez comprender una respuesta oportuna, coherente, completa y detallada sobre los asuntos 

indicados en la petición, independientemente de que sea favorable o no a lo solicitado. En este 

sentido, la Corte recuerda que el artículo 24 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 

del Hombre establece que “[t]oda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a 

cualquier autoridad competente, ya sea por motivo de interés general, ya de interés particular, y el 

de obtener una pronta resolución”.  

RECURSOS INTENTADOS POR DETENIDA PARA CANALIZAR 

DENUNCIAS SOBRE EVIDENTE DETERIORO PROGRESIVO  

DE SU SALUD “NO FUERON EFECTIVOS” 

 

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312.  

252. En definitiva, más allá de las posibilidades formales de los incidentes intentados por la señora 

Chinchilla ante el juzgado segundo de ejecución penal, que fueron resueltos sin la debida 

motivación, tres de ellos por el mismo juez, lo cierto es que el recurso intentado ante ese órgano 

judicial no fue efectivo para canalizar sus denuncias sobre el evidente y comprobado deterioro 

progresivo de salud y las necesidades de proveerse de condiciones de detención compatibles con su 

dignidad. Así, al optar por no excarcelarla, el juzgado tampoco ordenó la adopción de medida 

correctiva alguna para buscar una solución integral a su situación, generando por ejemplo una 

supervisión más estricta sobre las garantías que el COF debía ofrecer, mediante alguna coordinación 

inter-institucional, o conminando a las autoridades penitenciarias a ofrecer soluciones o garantías de 
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que recibiría el tratamiento adecuado regularmente o en caso de emergencia. Es decir, el juez debió 

también ejercer su posición de garante frente a las condiciones de detención de una persona con un 

deterioro grave de salud y con una discapacidad, asegurando que no se tradujeran, por falta de 

accesibilidad y de ajustes razonables, en condiciones más gravosas y de mayor sufrimiento físico o 

psíquico que pudieran atentar contra su integridad personal, pudiendo incluso llegar a convertirse 

en formas de trato cruel, inhumano o degradante. En este sentido, no se entiende como, tras serle 

requerido por la Defensoría del Debido Proceso y Recluso, el Juez Segundo de Ejecución Penal 

manifestó que “no tuvo conocimiento de parte de las autoridades del penal de que a la privada de 

libertad se le hubiera agravado su enfermedad”. Por ende, lo actuado por el juez de ejecución de la 

pena no cumplió con las obligaciones del Estado de garantizar un adecuado acceso a la justicia para 

proteger efectivamente los derechos a la integridad y a la vida de la señora Chinchilla, al no haber 

procurado la mejor solución posible para su situación de salud en el marco de los procedimientos 

que conoció, independientemente del resultado de su decisión en los mismos.  

255. En conclusión, no consta en las resoluciones del juzgado de ejecución de la pena una debida 

fundamentación, particularmente en la valoración o ponderación de los elementos sobre la 

naturaleza y riesgos de la enfermedad o discapacidad y el tratamiento debido a la presunta víctima. 

El juez de ejecución no adoptó otras medidas para verificar lo que le era señalado o para que los 

peritos médicos evacuaran in situ sus dudas, ni se pronunció respecto de las dificultades expresadas 

por la presunta víctima en razón de su condición de discapacidad. Así, más allá de las posibilidades 

formales de los incidentes intentados por la señora Chinchilla, los recursos intentados ante el 

juzgado segundo de ejecución penal no fueron efectivos para canalizar sus denuncias sobre el 

evidente y comprobado deterioro progresivo de salud y las necesidades de proveerse de condiciones 

de detención compatibles con su dignidad, pues el juez tampoco adoptó medida correctiva alguna 

para buscar una solución integral a su situación, asegurando que no se tradujeran en condiciones de 

detención más gravosas y de mayor sufrimiento físico o psíquico que pudieran atentar contra su 

integridad personal o su vida. 

NO HUBO UN RECURSO SENCILLO Y EFECTIVO DEBIDO A 

LA FALTA DE CERTEZA Y CLARIDAD EN LA NORMATIVA 

DISPONIBLE PARA ENFRENTAR DESTITUCIÓN 

 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311.  

110. La Corte ha señalado que, en los términos del artículo 25 de la Convención, es posible 

identificar dos obligaciones específicas del Estado. La primera, consagrar normativamente y asegurar 

la debida aplicación de recursos efectivos ante las autoridades competentes, que amparen a todas 

las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que 

conlleven la determinación de los derechos y obligaciones de éstas. La segunda, garantizar los 

medios para ejecutar las respectivas decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales 

autoridades competentes, de manera que se protejan efectivamente los derechos declarados o 

reconocidos. El derecho establecido en el artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la 

obligación general del artículo 1.1 de la Convención, al atribuir funciones de protección al derecho 

interno de los Estados Partes. A la vista de lo anterior, el Estado tiene la responsabilidad no sólo de 

diseñar y consagrar normativamente un recurso eficaz, sino también la de asegurar la debida 

aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales.  
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111. Asimismo, la Corte ha determinado que un Estado que ha celebrado un tratado internacional 

debe introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de 

las obligaciones asumidas , y que este principio recogido en el artículo 2 de la Convención Americana 

establece la obligación general de los Estados Parte de adecuar su derecho interno a las 

disposiciones de la misma, para garantizar los derechos en ella contenidos, lo cual implica que las 

medidas de derecho interno han de ser efectivas (effet utile). De igual manera, este Tribunal ha 

entendido que tal adecuación implica la adopción de medidas en dos vertientes: i) la supresión de 

las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la 

Convención o que desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio lo cual 

implica que la norma o práctica violatoria de la Convención debe ser modificada, derogada, o 

anulada, o reformada, según corresponda, y ii) la expedición de normas y el desarrollo de prácticas 

conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías.  

120. La Corte considera que dicha confusión y contradicción en la normativa interna colocó a la 

señora Maldonado en una situación de desprotección, al no poder contar con un recurso sencillo y 

efectivo como consecuencia de una normativa contradictoria. La señora Maldonado presentó los 

recursos que señalaba el Reglamento de Personal del Procurador y los tribunales los rechazaron 

debido a una contradicción entre diferentes cuerpos normativos que regulaban la materia. La señora 

Maldonado no tuvo acceso efectivo y de manera sencilla a la protección judicial como consecuencia 

de la falta de certeza y de claridad respecto a los recursos idóneos que debía presentar frente a su 

destitución. Lo anterior constituyó una violación al derecho a la protección judicial y al deber de 

adoptar disposiciones de derecho interno, contenido en los artículos 25 y 2 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.  

ESTADO NO SUPLIÓ UN RECURSO EFECTIVO DEBIDO A QUE 

LOS PROCEDIMIENTOS NO ANALIZARON “EL FONDO” DE LO 

PLANTEADO Y SE INCURRIÓ EN OTRAS OMISIONES 

 

Corte IDH. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de octubre de 2016. Serie C 

No. 318.  

391. La Corte ha indicado que el artículo 25.1 de la Convención establece, en términos amplios, la 

obligación a cargo de los Estados de ofrecer a todas las personas sometidas a su jurisdicción un 

recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales.  

392. Además, la Corte ha establecido que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el artículo 

25 de la Convención, no basta con que los recursos existan formalmente, sino que es preciso que 

tengan efectividad en los términos del mismo, es decir, que den resultados o respuestas a las 

violaciones de derechos reconocidos, ya sea en la Convención, en la Constitución o en la ley. Lo 

anterior implica que el recurso debe ser idóneo para combatir la violación y que sea efectiva su 

aplicación por la autoridad competente. De igual manera un recurso efectivo implica que el análisis 

por la autoridad competente de un recurso judicial no puede reducirse a una mera formalidad, sino 

que debe examinar las razones invocadas por el demandante y manifestarse expresamente sobre 

ellas. No pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país 

o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, 

por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque falten los 

medios para ejecutar sus decisiones o por cualquier otra situación que configure un cuadro de 
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denegación de justicia. Así, el proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho 

reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento.  

394. En el presente caso, la Corte considera en primer lugar que el Estado brasileño cuenta con un 

marco normativo que, en principio, permite garantizar la protección judicial de las personas, 

sancionando la comisión de conductas ilícitas y previendo la reparación de daños causados a las 

víctimas ante la eventual violación del artículo 149 del Código Penal brasileño, el cual prevé como 

delito la reducción a condición análoga a la de esclavo.  

395. No obstante, la Corte recuerda su jurisprudencia en el sentido que la existencia de recursos 

judiciales, por sí sola, no colma la obligación convencional del Estado, sino que, en los hechos, deben 

ser instrumentos idóneos y efectivos, y además deben dar respuesta oportuna y exhaustiva de 

acuerdo a su finalidad, esto es, determinar las responsabilidades y reparar a las víctimas en su caso. 

La Corte analizará a continuación si los procesos emprendidos en el presente caso fueron 

efectivamente instrumentos idóneos y efectivos.  

404. Por todo lo anterior, la Corte advierte que ninguno de los procedimientos de los que recibió 

información determinó algún tipo de responsabilidad respecto de las conductas denunciadas, ni fue 

un medio para obtener la reparación de daño a las víctimas, debido a que en ninguno de los 

procesos se realizó un estudio de fondo de cada cuestión planteada.  

405. Esta situación se tradujo en una denegación de justicia en perjuicio de las víctimas, pues no fue 

posible garantizarles, material y jurídicamente, la protección judicial en el presente caso. El Estado 

no proveyó a las víctimas de un recurso efectivo a través de las autoridades competentes, que 

tutelara sus derechos humanos contra los actos que los vulneraron.  

406. En conclusión, a pesar de la extrema gravedad de los hechos denunciados, los procedimientos 

que se llevaron a cabo i) no entraron a analizar el fondo de la cuestión presentada; ii) no 

determinaron responsabilidades ni sancionaron adecuadamente a los responsables de los hechos; 

iii) no ofrecieron un mecanismo de reparación para las víctimas, y iv) no tuvieron impacto en 

prevenir que las violaciones a los derechos de las víctimas continuaran.  

407. Al respecto, la Corte hace notar que ante la presencia de víctimas que eran menores de edad y 

del conocimiento del Estado de dicha situación, su responsabilidad de proveer un recurso sencillo y 

efectivo para la protección de sus derechos era aún mayor. La Corte ya ha señalado que revisten 

especial gravedad los casos en los cuales las víctimas de violaciones a los derechos humanos son 

niñas y niños, quienes son titulares de los derechos establecidos en la Convención Americana, 

además de contar con las medidas especiales de protección contempladas en su artículo 19 las 

cuales deben ser definidas según las circunstancias particulares de cada caso concreto.  

416. Además, la Corte ha indicado que el principio de la protección igualitaria y efectiva de la ley y 

de la no discriminación constituye un dato sobresaliente en el sistema tutelar de los derechos 

humanos consagrado en numerosos instrumentos internacionales y desarrollado por la doctrina y 

jurisprudencia. En la actual etapa de la evolución del derecho internacional, el principio fundamental 

de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens. Sobre él descansa el 

andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y permean todo el ordenamiento 

jurídico.  
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CORTE IDH REHUSA ANALIZAR EN ABSTRACTO LA 

EFECTIVIDAD DE UN RECURSO DE HÁBEAS CORPUS QUE 

VÍCTIMAS NO INTERPUSIERON EN AL ÁMBITO INTERNO 

 

Corte IDH. Caso Vásquez Durand y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 332.  

171. No existe controversia entre las partes y la Comisión en cuanto a que al inicio de la desaparición 

forzada del señor Vásquez Durand se encontraba disponible un recurso de hábeas corpus a nivel 

interno, dispuesto en el artículo 19 de la Constitución Política del Ecuador. No obstante, en el 

presente caso los familiares del señor Vásquez Durand no interpusieron dicho recurso. La Comisión y 

los representantes han alegado que dicho recurso no era efectivo. Sin embargo, esta Corte estima 

que no resulta procedente un análisis en abstracto de la efectividad del referido recurso, en tanto el 

mismo no fue interpuesto por las presuntas víctimas.  

172. Por tanto, este Tribunal concluye que, en el presente caso, el Estado no es responsable de una 

violación del artículo 25.1 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo 

instrumento.  

5.3 El Amparo y el derecho a un recurso efectivo  

EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN RECOGE LA 

INSTITUCIÓN PROCESAL DEL AMPARO 

 

Corte IDH. Garantías judiciales en estados de emergencia (Arts. 27.2, 25 y 8 Convención 

Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 

1987. Serie A No. 9  

23. Como ya lo ha señalado la Corte, el artículo 25.1 de la Convención es una disposición de carácter 

general que recoge la institución procesal del amparo, como procedimiento sencillo y breve que 

tiene por objeto la tutela de los derechos fundamentales […]. Establece este artículo, igualmente, en 

términos amplios, la obligación a cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas sometidas a 

su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. 

[…].  

AMPAROS NO FUERON CAPACES DE PRODUCIR EL 

RESULTADO PARA EL QUE SE HABÍAN SIDO CONCEBIDOS 

 

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71.  

89. Como ha sido establecido por este Tribunal, la salvaguarda de la persona frente al ejercicio 

arbitrario del poder público es el objetivo primordial de la protección internacional de los derechos 

humanos. En este sentido, la inexistencia de recursos internos efectivos coloca a la víctima en estado 

de indefensión. El artículo 25.1 de la Convención ha establecido, en términos amplios,  

la obligación a cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas sometidas a su 

jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos 

fundamentales. Dispone, además, que la garantía allí consagrada se aplica no sólo 
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respecto de los derechos contenidos en la Convención, sino también de aquéllos que 

estén reconocidos por la Constitución o por la ley. 

En razón de lo anterior, la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones de los derechos 

reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma por el Estado Parte.  

90. Bajo esta perspectiva, este Tribunal ha señalado que para que el Estado cumpla con lo dispuesto 

en el citado artículo no basta con que los recursos existan formalmente, sino que los mismos deben 

tener efectividad, es decir, debe brindarse a la persona la posibilidad real de interponer un recurso 

que sea sencillo y rápido, en los términos del artículo 25 de la Convención. […]  

91. En el marco de los recursos sencillos, rápidos y efectivos que contempla la disposición en 

estudio, esta Corte ha sostenido que la institución procesal del amparo reúne las características 

necesarias para la tutela efectiva de los derechos fundamentales, esto es, la de ser sencilla y breve. 

De conformidad con el procedimiento establecido para los recursos de amparo en la Ley de Hábeas 

Corpus y Amparo No. 23.506 en el Perú, éste debe ser sumario y expedito, pues fija plazos 

perentorios y máximos de 20 días para que los tribunales correspondientes emitan las resoluciones 

en cada una de las dos instancias que conocen de la materia. […]  

96. Dadas las consecuencias del presente caso, la Corte estima que el fracaso de los recursos 

interpuestos contra la decisión del Congreso que destituyó a los magistrados del Tribunal 

Constitucional se debe a apreciaciones no estrictamente jurídicas. Está probado que quienes 

integraron el Tribunal Constitucional y conocieron el amparo de los magistrados destituidos, fueron 

las mismas personas que participaron o se vieron involucradas en el procedimiento de acusación 

constitucional en el Congreso. En razón de lo anterior, de conformidad con los criterios y exigencias 

esgrimidas por este Tribunal sobre la imparcialidad del juez […], puede afirmarse que en la decisión 

de los amparos en el caso en análisis no se reunieron las exigencias de imparcialidad por parte del 

Tribunal que conoció los citados amparos. Por lo tanto, los recursos intentados por las supuestas 

víctimas no eran capaces de producir el resultado para el que habían sido concebidos y estaban 

condenados al fracaso, como en la práctica sucedió.  

97. Por todo lo expuesto, la Corte considera que el Estado violó el derecho a la protección judicial, 

en perjuicio de los señores Manuel Aguirre Roca, Guillermo Rey Terry y Delia Revoredo Marsano, 

consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana. 

IMPROCEDENCIA DEL AMPARO EN MATERIA ELECTORAL E 

INACCESIBILIDAD A OTRAS VÍAS, EVITARON UN RECURSO 

EFECTIVO PARA DEFENDER EL DERECHO A SER ELEGIDO 

 

Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184.  

92. Este Tribunal estima que no es en sí mismo incompatible con la Convención que un Estado limite 

el recurso de amparo a algunas materias, siempre y cuando provea otro recurso de similar 

naturaleza e igual alcance para aquellos derechos humanos que no sean de conocimiento de la 

autoridad judicial por medio del amparo. Ello es particularmente relevante en relación con los 

derechos políticos, derechos humanos de tal importancia que la Convención Americana prohíbe su 

suspensión así como la de las garantías judiciales indispensables para su protección (infra párr. 140). 
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93. Por otra parte, la Corte estima pertinente referirse a lo afirmado por la Comisión Interamericana 

en el sentido de que, más allá de que el amparo no era la vía idónea, por la exclusión de la materia 

electoral de su ámbito de competencia, “la efectividad implica que el órgano judicial ha evaluado los 

méritos de la denuncia”. Al respecto, este Tribunal ha establecido que “el análisis por la autoridad 

competente de un recurso judicial […] no puede reducirse a una mera formalidad, sino que debe 

examinar las razones invocadas por el demandante y manifestarse expresamente sobre ellas, de 

acuerdo a los parámetros establecidos por la Convención Americana”. En otras palabras, es una 

garantía mínima de toda persona que interpone un recurso que la decisión que lo resuelva sea 

motivada y fundamentada, bajo pena de violar las garantías del debido proceso.  

94. Para la Corte el requisito de que la decisión sea razonada, no es equivalente a que haya un 

análisis sobre el fondo del asunto, estudio que no es imprescindible para determinar la efectividad 

del recurso. La existencia y aplicación de causales de admisibilidad de un recurso resulta compatible 

con la Convención Americana y la efectividad del recurso implica que, potencialmente, cuando se 

cumplan dichos requisitos, el órgano judicial evalúe sus méritos.  

100. Este Tribunal considera que el sentido de la protección otorgada por el artículo 25 de la 

Convención es la posibilidad real de acceder a un recurso judicial para que la autoridad competente 

y capaz de emitir una decisión vinculante determine si ha habido o no una violación a algún derecho 

que la persona que reclama estima tener y que, en caso de ser encontrada una violación, el recurso 

sea útil para restituir al interesado en el goce de su derecho y repararlo. Sería irrazonable establecer 

dicha garantía judicial si se exigiera a los justiciables saber de antemano si su situación será estimada 

por el órgano judicial como amparada por un derecho específico.  

101. En razón de lo anterior, independientemente de si la autoridad judicial declarare infundado el 

reclamo de la persona que interpone el recurso por no estar cubierto por la norma que invoca o no 

encontrare una violación del derecho que se alega vulnerado, el Estado está obligado a proveer 

recursos efectivos que permitan a las personas impugnar aquellos actos de autoridad que 

consideren violatorios de sus derechos humanos previstos en la Convención, la Constitución o las 

leyes. En efecto, el artículo 25 de la Convención Americana establece el derecho a la protección 

judicial de los derechos consagrados por la Convención, la Constitución o las leyes, el cual puede ser 

violado independientemente de que exista o no una violación al derecho reclamado o de que la 

situación que le servía de sustento se encontraba dentro del campo de aplicación del derecho 

invocado. Ello debido a que al igual que el artículo 8, “el artículo 25 de la Convención también 

consagra el derecho de acceso a la justicia”.  

106. A efectos de cumplir su obligación convencional de establecer en el ordenamiento jurídico 

interno un recurso efectivo en los términos de la Convención, los Estados deben promover recursos 

accesibles a toda persona para la protección de sus derechos. Si una determinada acción es el 

recurso destinado por la ley para obtener la restitución del derecho que se considera violado, toda 

persona que sea titular de dicho derecho debe tener la posibilidad real de interponerlo.  

110. La Corte destaca la importancia de que los Estados regulen los recursos judiciales de forma tal 

que las personas tengan certeza y seguridad jurídica de sus condiciones de acceso. […]  

112. Como observa esta Corte, […] el juicio para la protección de los derechos políticoelectorales 

sólo sea accesible, en lo que respecta a dicho aspecto del derecho político de ser votado, a las 

personas que fueron propuestas por un partido político, y no a toda persona titular de derechos 

políticos.  
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131. Dado que el recurso de amparo no resulta procedente en materia electoral, la naturaleza 

extraordinaria de la acción de inconstitucionalidad y la inaccesibilidad e inefectividad del juicio de 

protección para impugnar la falta de conformidad de una ley con la Constitución, en la época de los 

hechos del presente caso no había en México recurso efectivo alguno que posibilitara a las personas 

cuestionar la regulación legal del derecho político a ser elegido previsto en la Constitución Política y 

en la Convención Americana. En razón de ello, la Corte concluye que el Estado no ofreció a la 

presunta víctima un recurso idóneo para reclamar la alegada violación de su derecho político a ser 

elegido, y por lo tanto violó el artículo 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 

del mismo instrumento, en perjuicio del señor Castañeda Gutman.  

RECURSOS NO SON DEL TODO EFICACES SI SE 

ARGUMENTAN INSUFICIENCIAS PRESUPUESTARIAS  

PARA EL INCUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO 

 

Corte IDH. Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) Vs. 

Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2009. 

Serie C No. 198.  

75. Además, los recursos no han sido del todo eficaces para garantizar el derecho en cuestión. No 

obstante haber planteado dos recursos de amparo, los cuales fueron resueltos a su favor, la 

protección del derecho que les fue reconocido por esa vía a las presuntas víctimas aún no se ha 

materializado por completo […], faltando que se les pague los montos pensionarios que dejaron de 

percibir entre los meses de abril de 1993 y octubre de 2002 […]. Al respecto, el Estado señaló 

insuficiencias presupuestarias como justificación del incumplimiento de esta obligación […]. En este 

sentido, cabe reiterar que para que los recursos de amparo planteados en el presente caso fueran 

verdaderamente eficaces, el Estado debió adoptar las medidas necesarias para su cumplimiento, lo 

cual incluye medidas de carácter presupuestal. Si bien el Estado ha manifestado que ha adoptado 

una serie de medidas de naturaleza administrativa, legislativa y judicial orientadas a superar la 

referida limitación económica con el propósito de cumplir con sus obligaciones convencionales […], 

éstas aún no se han concretado. Al respecto, el Tribunal ha señalado que las normas de presupuesto 

no pueden justificar la demora durante años del cumplimiento de sentencias.  

FORMA EN QUE VÍCTIMAS FUERON EXPULSADAS IMPIDIÓ 

EL ACCESO EFECTIVO A RECURSOS COMO AMPARO, 

HABEAS CORPUS O CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

 

Corte IDH. Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República 

Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 

agosto de 2014. Serie C No. 282 

395. La Corte recuerda que el Estado reiteró que al momento de los hechos en la normativa interna 

existían tres recursos internos, la acción de amparo, el habeas corpus (Ley No. 5353 de Habeas 

Corpus de 22 de octubre de 1914), y los recursos de la jurisdicción contencioso-administrativa (Ley 

No. 1494 de 9 de agosto de 1947) […], y señaló que las presuntas víctimas tuvieron la “oportunidad 

real y efectiva” de interponer dichos recursos, lo cual les habría permitido cuestionar la legalidad de 

su detención y la decisión de las autoridades dominicanas de deportar o expulsarlos […].  
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396. Las imprevistas privaciones de libertad y expulsiones de las víctimas se efectuaron en menos de 

48 horas sin notificación previa. Dado lo anterior, no resulta necesario que, con relación al caso, la 

Corte examine si, en términos generales, los recursos indicados por el Estado podrían resultar 

adecuados y efectivos en circunstancias análogas a las acaecidas a las presuntas víctimas. En efecto, 

basta constatar que dadas las circunstancias particulares de los hechos, en específico, la forma en la 

que se llevaron a cabo las expulsiones en el presente caso, las presuntas víctimas no tuvieron a su 

disposición la posibilidad de interponer los recursos mencionados por República Dominicana, ni 

contaron con procedimientos efectivos.  

397. Por todo lo anterior, la Corte concluye que, debido a las circunstancias particulares del caso, las 

víctimas no contaron con la posibilidad de un acceso real o efectivo al derecho a recurrir, lo cual 

violó el derecho a la protección judicial, reconocido en el artículo 25.1 de la Convención Americana, 

en relación con el incumplimiento de la obligación de respetar los derechos establecida en el artículo 

1.1 de la Convención, en perjuicio de Willian Medina Ferreras, Lilia Jean Pierre, Luis Ney Medina, 

Awilda Medina, Carolina Isabel Medina (fallecida), Jeanty Fils-Aimé (fallecido), Janise Midi, Diane 

FilsAimé, Antonio Fils-Aimé, Endry Fils-Aimé, Víctor Jean, Marlene Mesidor, Markenson Jean, Miguel 

Jean, Victoria Jean (fallecida), Natalie Jean, Rafaelito Pérez Charles y Bersson Gelin, y adicionalmente 

en relación con los derechos del niño consagrado en el artículo 19 de la Convención, en perjuicio de 

aquellos ya señalados que eran niñas y niños al momento de los hechos.  

INCERTIDUMBRE PROCESAL PARA CONFORMAR SALA 

CONSTITUCIONAL QUE RESOLVERÍA AMPAROS, AFECTA 

EFECTIVIDAD DE RECURSO POR FALTA DE IMPARCIALIDAD 

 

Corte IDH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302.  

249. Los hechos del presente caso se originaron tras un golpe de Estado y las actuaciones de las 

presuntas víctimas en contra de dicho ilícito internacional […]. Además, la Corte ya destacó el rol que 

jugó la Corte Suprema de Justicia al respecto, así como la falta de imparcialidad de la misma […]. 

Conforme fue explicado por las partes y la Comisión cualquier recurso de amparo contra las 

decisiones del Consejo de la Carrera Judicial tendría que ser decidido por la Sala Constitucional de la 

Corte Suprema. En la medida en que el pleno de la Corte Suprema había participado del 

procedimiento disciplinario contra las presuntas víctimas, los miembros de su Sala Constitucional 

legalmente no hubieran podido decidir los recursos de amparo en los mismos procedimientos. No 

obstante, no son claros las normas y procedimientos que se aplicarían para sustituir a todos los 

magistrados. Tal incertidumbre sobre el procedimiento a seguir para conformar la Sala 

Constitucional encargada de resolver los eventuales amparos contra las decisiones del Consejo de la 

Carrera Judicial mina la posible efectividad del recurso pues no permite garantizar la imparcialidad 

del juzgador.  

5.4 Jurisdicción contencioso administrativa y el derecho a un recurso efectivo  

EVALUAR LA EFECTIVIDAD DE UN RECURSO ANTE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, CONLLEVA OBSERVAR 

DECISIONES RESPECTO A DERECHOS CONVENCIONALES 
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Corte IDH. Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227.  

128. De otra parte, como lo ha señalado anteriormente el Tribunal, al evaluar la efectividad de los 

recursos incoados en la jurisdicción contencioso administrativa nacional, la Corte debe observar si 

las decisiones tomadas en aquélla han contribuido efectivamente a poner fin a una situación 

violatoria de derechos, a asegurar la no repetición de los actos lesivos y a garantizar el libre y pleno 

ejercicio de los derechos protegidos por la Convención. El Tribunal no evalúa la efectividad de los 

recursos interpuestos en función a una eventual resolución favorable a los intereses de la víctima.  

NULIDAD ES IDÓNEA PERO INSUFICIENTE POR FALTA DE 

UN RECURSO JUDICIAL EFECTIVO A FAVOR DEL DERECHO 

A SER OÍDO ANTE EL ÓRGANO ADMINISTRATIVO 

 

Corte IDH. Caso Barbani Duarte y otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. 

Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 234.  

202. La Corte considera que, para resolver la controversia entre las partes sobre la efectividad de la 

protección judicial en el presente caso, requiere realizar algunas consideraciones relevantes 

respecto de la extensión de la revisión que debe proporcionar un recurso judicial para que sea 

efectivo, de conformidad con el artículo 25 de la Convención. 

203. Este Tribunal se referirá a algunos factores relevantes tratándose de casos como el presente, en 

donde se somete a los órganos judiciales el conocimiento de una decisión administrativa previa que 

se alega violatoria de los derechos de una presunta víctima. […].  

204. Este Tribunal coincide con la Corte Europea, en términos generales, en entender que existe una 

revisión judicial suficiente cuando el órgano judicial examina todos los alegatos y argumentos 

sometidos a su conocimiento sobre la decisión del órgano administrativo, sin declinar su 

competencia al resolverlos o al determinar los hechos. Por el contrario, esta Corte estima que no hay 

una revisión judicial si el órgano judicial está impedido de determinar el objeto principal de la 

controversia, como por ejemplo sucede en casos en que se considera limitado por las 

determinaciones fácticas o jurídicas realizadas por el órgano administrativo que hubieran sido 

decisivas en la resolución del caso.  

207. […] seguidamente, la Corte analizará la efectividad de la acción de nulidad ante el Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo con base en las sentencias aportadas, la normativa interna y el peritaje 

sobre la materia.  

208. En cuanto a la competencia del órgano judicial en cuestión, resulta relevante que el artículo 23 

de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo establece que son objeto de la acción de 

nulidad “[l]os actos administrativos unilaterales, convencionales o de toda otra naturaleza dictados 

con desviación, abuso o exceso de poder, o con violación de una regla de derecho, considerándose 

tal, todo principio de derecho o norma constitucional, legislativa, reglamentaria o contractual”. 

Tomando en cuenta lo anterior y los demás elementos probatorios aportados ante esta Corte, el 

Tribunal observa que a través de la acción de nulidad las presuntas víctimas podían solicitar la 

revisión de la aplicación realizada por el órgano administrativo de los requisitos establecidos en el 

artículo 31 de la Ley 17.613, alegando que era contraria a lo estipulado en dicho artículo, o en otra 

norma o principio de derecho. De las sentencias presentadas ante esta Corte se evidencia que el 
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Tribunal de lo Contencioso Administrativo no declinó su competencia para resolver ninguno de los 

alegatos y argumentos presentados en esos casos.  

209. Por otra parte, las representantes alegaron que la mayoría de las presuntas víctimas no procuró 

la nulidad de las decisiones administrativas ante el Tribunal Contencioso Administrativo, “ya que no 

lo consideró un recurso efectivo”, debido a que su decisión solamente puede anular el acto 

impugnado pero “no hubiera dado lugar a que automáticamente se incluyera al ahorrista dentro de 

los amparados” y para esto último se habría requerido de otro acto del Banco Central (supra párr. 

197). Por su parte, el Estado explicó que “[a]tento a las características de la presente cuestión, un 

fallo anulatorio del Tribunal de lo Contencioso Administrativo implicaría plena satisfacción del 

interés de los peticionarios, ya que no sólo extinguiría el acto denegatorio de la petición (efecto 

extintivo), sino que obligaría al Banco Central del Uruguay (efecto positivo de la cosa juzgada 

anulatoria) a reconocer al ganancioso como ahorrista de[l] Banco de Montevideo SA con los mismos 

derechos que el resto de los ahorristas”.  

210. A este respecto, resulta relevante destacar que la Corte Europea ha considerado que el recurso 

es efectivo por contar con una revisión judicial suficiente aun cuando el órgano judicial no estuviere 

facultado para analizar todos los aspectos de una decisión administrativa, si aquél es capaz de anular 

dicha decisión bajo distintos supuestos, entre ellos una incorrecta interpretación de los hechos o de 

la ley. Igualmente, este Tribunal se ha pronunciado sobre un caso en el cual el recurso judicial 

disponible era un recurso de nulidad, encontrando que el mismo resultaba idóneo para la protección 

de los derechos violados en dicho caso.  

211. Por tanto, la Corte concluye que, en el presente caso, el recurso de nulidad podría haber 

representado un recurso efectivo, en la medida en que la anulación de la decisión administrativa 

permitiera amparar a las presuntas víctimas contra el acto violatorio de sus derechos. En el presente 

caso, para que el recurso de nulidad fuera efectivo éste tendría que conllevar tanto la anulación del 

acto como la consecuente determinación o, de ser el caso, el reconocimiento de los derechos 

establecidos a través del artículo 31 de la Ley 17.613. El único caso que fue resuelto favorablemente 

por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo fue el de dos personas que no son presuntas 

víctimas en el presente caso, y aunque fue aportada la sentencia no se presentó información sobre 

las consecuencias de la anulación de la decisión administrativa en relación con el reconocimiento de 

los derechos otorgados por el artículo 31 de la Ley 17.613.  

218. Además, el Tribunal observa que en otras 11 de las sentencias aportadas, que resuelven las 

acciones de nulidad, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo analizó los requisitos estipulados 

en el artículo 31 y su aplicación por el Banco Central, pero los alegatos presentados sobre vicios del 

consentimiento o la falta del deber de informar no fueron materia de una verificación para 

comprobar si se habían configurado o no. De esta forma, el tribunal encargado de resolver el recurso 

judicial incurrió, al igual que el órgano administrativo […], en un examen incompleto de las 

peticiones sometidas a su conocimiento. 

220. Por tanto, la Corte concluye que el Estado no garantizó a los demandantes en esos 11 casos 

(supra párr. 218) un recurso judicial que los amparara, de forma efectiva, contra la violación al 

ámbito material de su derecho de ser oído ante el órgano administrativo, para la determinación de 

los derechos otorgados en el artículo 31 de la Ley 17.613. En consecuencia, la Corte declara que el 

Uruguay violó el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25.1 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Daniel Dendrinos Saquieres, 

Fabiana Lijtenstein, Jean Leroy, Martín Guerra, María Ivelice Gigli Rodríguez, Leandro Rama Sienra, 
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Clara Volyvovic, Pablo Raúl Roure Casas, Marta Rodríguez Lois, Ángel Notaro, Alba Bonifacino y 

Thomas Máximo Neuschul.  

5.5 Inconstitucionalidad y el derecho a un recurso efectivo  

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD FUE IDÓNEO PERO 

CARECIÓ DE EFECTIVIDAD AL NO PRECISAR EL ALCANCE 

DE LO ORDENADO EN MATERIA DE REPARACIÓN 

 

Corte IDH. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2011. Serie C No. 228.  

94. En cuanto a la efectividad del recurso, la Corte ha establecido que para que tal recurso efectivo 

exista, no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente 

admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una 

violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. […]  

96. En específico, la Corte estima que para mantener el efecto útil de las decisiones, los tribunales 

internos al dictar sus fallos en favor de los derechos de las personas y ordenar reparaciones, deben 

establecer de manera clara y precisa ―de acuerdo con sus ámbitos de competencia― el alcance de 

las reparaciones y las formas de ejecución de las mismas. De acuerdo con los estándares de este 

Tribunal y del derecho internacional de los derechos humanos, el alcance de estas medidas debe ser 

de carácter integral, y de ser posible, con el fin de devolver a la persona al momento previo en el que 

se produjo la violación (restitutio in integrum). Dentro de estas medidas se encuentran, según el 

caso, la restitución de bienes o derechos, la rehabilitación, la satisfacción, la compensación y las 

garantías de no repetición, inter alia.  

97. En el presente caso, una vez establecido que el recurso de inconstitucionalidad fue el adecuado 

para remediar los derechos alegados por el señor Mejía Idrovo, la Corte observa que la sentencia del 

Tribunal Constitucional de 12 de marzo de 2002, si bien declaró la inconstitucionalidad de los 

decretos ejecutivos de disponibilidad y baja, así como dispuso en lo general que se repararen los 

daños a la presunta víctima, esta careció de precisión y claridad para determinar el alcance de las 

reparaciones referidas y su forma de ejecución. Posteriormente, la Resolución del Presidente del 

Tribunal de 30 de mayo de 2002 --la cual desprendió las irregularidades ya analizadas […], contribuyó 

a confundir en mayor medida el alcance de la sentencia emitida por el pleno del Tribunal 

Constitucional al restringir su aplicación de manera unilateral, declarándola como irretroactiva y por 

tanto impidiendo el reintegro del accionante a las Fuerzas Armadas. No obstante, luego la Corte 

Constitucional esclareció el sentido y alcance de lo ordenado en la sentencia de 12 de marzo de 

2002.  

98. En razón de lo anterior, la Corte estima que en el presente caso el recurso de 

inconstitucionalidad si bien fue el idóneo para proteger la situación jurídica infringida, careció de 

efectividad al no remediar la situación planteada y no haber permitido que produjera el resultado 

para el cual fue concebido, al no precisar el alcance de lo ordenado, en contravención con lo 

dispuesto en el artículo 25.1 de la Convención.  
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5.6 Derecho a un recurso rápido  

LOS RECURSOS DE AMPARO RESULTARÁN ILUSORIOS E 

INEFECTIVOS SI DURANTE SU TRAMITACIÓN SE INCURRE 

EN UN RETARDO INJUSTIFICADO DE LA DECISIÓN 

 

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71.  

93. En razón de los criterios establecidos en la materia por esta Corte y en consideración de la 

razonabilidad del plazo en procesos judiciales, puede afirmarse que el procedimiento que se siguió 

ante las diversas instancias que conocieron de los amparos en este caso excedió el principio de plazo 

razonable consagrado en la Convención Americana. De acuerdo con los criterios de este Tribunal, los 

recursos de amparo resultarán ilusorios e inefectivos, si durante la tramitación de éstos se incurre en 

un retardo injustificado de la decisión. La propia legislación interna adoptó este criterio al establecer 

plazos breves y perentorios para la tramitación del recurso de amparo […] y al disponer, en el 

artículo 61 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, que éste debe realizar sus actuaciones 

“con puntualidad y sin admitirse dilación”.  

RECURSO DE HÁBEAS CORPUS DECIDIDO POR UN JUEZ, 5 

AÑOS DESPUÉS DE HABERSE INTERPUESTO, ENTRAÑA 

TRAMITACIÓN QUE EXCEDE TODO LÍMITE PERMISIBLE 

 

Corte IDH. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie 

C No. 112.  

247. Ha quedado establecido […] que el 12 de noviembre de 1993 se interpuso un recurso de hábeas 

corpus genérico con el propósito de reclamar las condiciones de reclusión en que vivían los internos 

en el Instituto en ese entonces y de ubicarlos en lugares adecuados. Asimismo, ha quedado 

demostrado […] que el Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de Noveno Turno dio lugar a 

dicho recurso el 31 de julio de 1998, es decir, casi cinco años después de haber sido interpuesto. 

Dado esto, cualquiera que sea el parámetro que se utilice para determinar si un recurso interno fue 

rápido, la Corte no puede sino concluir que la tramitación del recurso de hábeas corpus excedió todo 

límite permisible. Además, la tardanza en resolverlo hace pensar que, con toda certeza, algunas de 

las personas a cuyo favor se interpuso ya no se encontraban en el Instituto cuando se dio lugar al 

referido recurso, por lo cual éste no fue efectivo para aquéllos que intentaba proteger, lo que 

constituye una violación del artículo 25.1 de la Convención.  

251. Por todas las razones anteriormente expuestas, la Corte concluye que el Estado no brindó un 

recurso rápido a los internos del Instituto al momento de la interposición del hábeas corpus 

genérico, ni tampoco brindó un recurso efectivo a 239 internos en el Instituto al momento de la 

emisión de la sentencia en que se dio lugar al mismo, por lo cual violó el artículo 25 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma.  

MÁS DE TRES AÑOS PARA PRONUNCIARSE, DENOTA UN 

TIEMPO TRANSCURRIDO NO JUSTIFICABLE PARA 

GARANTIZAR LA RAPIDÉZ DE UN AMPARO 
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Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) 

Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de 

agosto de 2008. Serie C No. 182.  

156. La Corte observa que si bien las víctimas tuvieron acceso al amparo, que es el recurso idóneo de 

la jurisdicción interna en Venezuela a efectos del presente caso, y que lo interpusieron en tiempo y 

forma, tal recurso no operó con la rapidez que se requiere para atender reclamos relativos a 

presuntas violaciones de derechos humanos. Ciertamente no se puede sostener que la decisión del 

recurso interpuesto en el presente caso luego de 256 días sea una decisión rápida, conforme lo 

ordena el artículo 25.1 de la Convención. Por ello, el Tribunal considera que el Estado violó el 

derecho consagrado en dicho artículo convencional, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 

perjuicio de los señores Apitz y Rocha. 

169. La Corte constata que en el derecho interno venezolano el carácter cautelar del amparo 

ejercido de manera conjunta con el recurso de nulidad demanda una protección temporal, pero 

inmediata, dada la naturaleza de la lesión. Ello permite la restitución de la situación jurídica 

infringida al estado en que se encontraba antes de que ocurriera la supuesta violación, mientras se 

emite decisión definitiva en el juicio principal.  

170. En razón de lo anterior, la Corte debe hacer un análisis que diferencie la duración del amparo 

de la duración del recurso de nulidad que, aunque ejercidos conjuntamente, tienen fines distintos. 

Así, la Corte considera que el amparo debe ser “sencillo y rápido”, en los términos del artículo 25.1 

de la Convención, mientras que la nulidad debe resolverse en un “plazo razonable”, conforme al 

artículo 8.1 de la misma.  

171. La Corte observa que pese a lo dispuesto por la propia ley y jurisprudencia de Venezuela sobre 

la necesidad de inmediatez y celeridad de la medida interpuesta, la SPA tardó más de tres años en 

pronunciarse sobre la procedencia del amparo cautelar solicitado. A criterio de este Tribunal el 

tiempo transcurrido no es justificable de forma alguna en orden a garantizar la rapidez del amparo. 

Por consiguiente, estima que el Estado violó el artículo 25.1 de la Convención, en relación con el 

artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los señores Apitz y Rocha.  

A FALTA DE UNA “RESOLUCIÓN PRONTA” TRAS DENUNCIA 

PENAL POR TORTURA Y PRIVACIÓN DE LIBERTAD, SE 

AFECTÓ EL DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL 

 

Corte IDH. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187.  

116. La denegación del acceso a la justicia se relaciona con la efectividad de los recursos, en el 

sentido del artículo 25 de la Convención Americana, ya que no es posible afirmar que un proceso 

penal en el cual el esclarecimiento de los hechos y la determinación de la responsabilidad penal 

imputada se hace imposible por una demora injustificada en el mismo, pueda ser considerado como 

un recurso judicial efectivo. El derecho a la tutela judicial efectiva exige a los jueces que dirijan el 

proceso en forma que eviten dilaciones y entorpecimientos indebidos que conduzcan a la 

impunidad, frustrando así la debida protección judicial de los derechos humanos.  
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117. La Corte considera que con motivo de la falta de una resolución pronta y definitiva de la 

denuncia penal presentada en este caso por hechos de tortura y privación ilegal de la libertad se 

afectó el derecho de la víctima a la debida protección judicial. Este derecho comprende no sólo el 

acceso del ofendido a los procesos penales en condición de querellante, sino el derecho a obtener 

un pronunciamiento definitivo mediante mecanismos efectivos de justicia. Asimismo, tomando en 

cuenta tanto el notorio retardo en la investigación y en el proceso referido, sin que exista explicación 

razonada, como el reconocimiento de hechos formulado por el Estado, la Corte estima que 

Argentina violó los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana en perjuicio del señor Juan Carlos 

Bayarri.  

EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA IMPLICA QUE LA 

SOLUCIÓN DE LA CONTROVERSIA SE PRODUZCA EN 

“TIEMPO RAZONABLE” 

 

Corte IDH. Caso Ticona Estrada y otros Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 191.  

79. De otra parte, la Corte ha señalado que el “plazo razonable” al que se refiere el artículo 8.1 de la 

Convención, se debe apreciar en relación con la duración total del procedimiento que se desarrolla 

hasta que se dicta sentencia definitiva. Asimismo, el Tribunal ha señalado que el derecho de acceso a 

la justicia implica que la solución de la controversia se produzca en tiempo razonable, ya que una 

demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales. 

En este sentido, para la Corte la falta de respuesta estatal es un elemento determinante al valorar si 

se han violado los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, ya que tiene relación directa con 

el principio de efectividad que se debe observar en el desarrollo de la investigación.  

TRANSCURRIR DE AÑOS PARA RESOLVER DOS AMPAROS 

DEMUESTRA QUE LA TRAMITACIÓN NO FUE RÁPIDA, 

CONFORME A LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 25 

 

Corte IDH. Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) Vs. 

Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2009. 

Serie C No. 198.  

69. La Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los 

Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo 

contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. Dicha efectividad supone que, además de la 

existencia formal de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones de derechos 

contemplados ya sea en la Convención, en la Constitución o en las leyes. […]. Ello puede ocurrir, por 

ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque falten los medios 

para ejecutar sus decisiones o por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación 

de justicia. Así, el proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho reconocido 

en el pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento.  

74. En el presente caso, las presuntas víctimas presentaron acciones de amparo que, por su propia 

naturaleza y según lo señalado en el artículo 25.1 de la Convención, debían ser recursos sencillos y 

rápidos. Por lo tanto, el Estado tenía la obligación de establecer procedimientos expeditos y evitar 

cualquier retraso en su resolución para prevenir que se generara una afectación del derecho 
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concernido. Sin embargo, la Corte observa que transcurrieron casi cuatro años y medio desde que 

las presuntas víctimas interpusieron el primer recurso de amparo y éste fue resuelto. Asimismo, 

pasaron casi dos años sin que se resolviera el segundo recurso de amparo que se presentó con el 

propósito de que se cumpliera lo ordenado en el primero. Esto demuestra que la tramitación de los 

recursos de amparo no fue rápida. 

PARA LAS ACCIONES DE AMPARO ES UNA OBLIGACIÓN DEL 

ESTADO ESTABLECER PROCEDIMIENTOS EXPEDITOS Y 

EVITAR CUALQUIER RETRASO EN SU RESOLUCIÓN 

 

Corte IDH. Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) Vs. 

Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2009. 

Serie C No. 198.  

74. En el presente caso, las presuntas víctimas presentaron acciones de amparo que, por su propia 

naturaleza y según lo señalado en el artículo 25.1 de la Convención, debían ser recursos sencillos y 

rápidos. Por lo tanto, el Estado tenía la obligación de establecer procedimientos expeditos y evitar 

cualquier retraso en su resolución para prevenir que se generara una afectación del derecho 

concernido. Sin embargo, la Corte observa que transcurrieron casi cuatro años y medio desde que 

las presuntas víctimas interpusieron el primer recurso de amparo y éste fue resuelto. Asimismo, 

pasaron casi dos años sin que se resolviera el segundo recurso de amparo que se presentó con el 

propósito de que se cumpliera lo ordenado en el primero. Esto demuestra que la tramitación de los 

recursos de amparo no fue rápida.  

RESOLUCIÓN DE RECURSOS INTERPUESTOS HA EXCEDIDO 

EL PLAZO RAZONABLE LO QUE CONLLEVA MÚLTIPLES 

INCERTIDUMBRES PARA LA VÍCTIMA 

 

Corte IDH. Caso Salvador Chiriboga Vs. Ecuador. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de 

marzo de 2011. Serie C No. 222.  

117. En específico, el Estado incumplió con las formas establecidas en la ley al vulnerar la protección 

y garantías judiciales, ya que los recursos interpuestos han excedido para su resolución el plazo 

razonable y han carecido de efectividad. Lo anterior ha privado indefinidamente a la víctima de su 

bien, así como del pago de una justa indemnización, lo que ha ocasionado una incertidumbre tanto 

jurídica como fáctica, la cual ha derivado en cargas excesivas impuestas a la misma, convirtiendo a 

dicha expropiación en arbitraria.  

6. PROTECCIÓN JUDICIAL (ART. 25.1) Y HÁBEAS CORPUS (ART. 7.6)  

INEFICACIA DEL HÁBEAS CORPUS IMPUTABLE AL ESTADO, 

CONFIGURA UNA VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 25 DE LA 

CONVENCIÓN AMERICANA 

 

Corte IDH. Caso Castillo Páez Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie 

C No. 34  
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83. El artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la 

Convención Americana, al atribuir funciones de protección al derecho interno de los Estados Partes. 

El hábeas corpus tiene como finalidad, no solamente garantizar la libertad y la integridad personales, 

sino también prevenir la desaparición o indeterminación del lugar de detención y, en última 

instancia, asegurar el derecho a la vida.  

84. Habiendo quedado demostrado, como antes se dijo (supra, párr. 71), que la detención del señor 

Castillo Páez fue realizada por miembros de la Policía del Perú y que, por tanto, se encontraba bajo 

la custodia de ésta, la cual lo ocultó para que no fuera localizado, la Corte concluye que la ineficacia 

del recurso de hábeas corpus es imputable al Estado, configurando con ello una violación del artículo 

25 de la Convención en relación con el artículo 1.1. 

EFECTIVIDAD DEL HÁBEAS CORPUS NO SE CUMPLE CON 

SU SOLA EXISTENCIA FORMAL, SINO QUE DEBE PROTEGER 

EFECTIVAMENTE CONTRA ACTOS VIOLATORIOS DE DDHH 

 

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. 

Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37.  

164. Esta Corte ha declarado que la efectividad del recurso de hábeas corpus no se cumple con su 

sola existencia formal […]. Éste debe proteger efectivamente a las personas contra los actos que 

violen sus derechos fundamentales “aún cuando tal violación sea cometida por personas que actúen 

en ejercicio de sus funciones oficiales” (artículo 25.1 de la Convención Americana). […]  

165. Respecto del citado artículo 25 de la Convención, este Tribunal ha dado por probado que las 

personas que fueron detenidas y puestas a disposición de las autoridades judiciales fueron 

sometidas a procesos ordinarios, que ya han terminado y en los cuales no se ha alegado que 

hubiesen sido privados de los medios de defensa. Por el contrario, en los casos de las víctimas que 

fueron detenidas y privadas de la vida de manera cruel por los agentes de la Guardia de Hacienda de 

Guatemala […], no se tuvo posibilidad alguna de ejercer la garantía judicial que establece dicho 

precepto.  

166. En efecto, el recurso de exhibición personal interpuesto a favor de la señora Paniagua Morales 

no tuvo ningún resultado, ya que a partir del momento en que fue detenida por agentes de la 

Guardia de Hacienda su paradero era desconocido y luego fue hallada sin vida. Ha quedado, por 

ende, demostrada la ineficacia de dicho recurso de hábeas corpus, que no protegió a la víctima de 

los actos que, en su contra, cometieron agentes del Estado.  

167. En el caso del señor Erik Leonardo Chinchilla, no se ha demostrado que agentes de la Guardia 

de Hacienda hayan participado en los hechos que causaron su muerte. En cuanto a las restantes 

personas que fueron asesinadas, la Corte considera acreditado que no tuvieron en forma alguna 

acceso al recurso judicial que garantizara tanto su libertad como su vida. Dichas personas estaban en 

poder de agentes del Estado y, en consecuencia, era éste el obligado a crear las condiciones 

necesarias para que cualquier recurso pudiera tener resultados efectivos.  

TRAS PETICIÓN DE HÁBEAS CORPUS JUEZ TARDÓ MÁS DE 

UNA SEMANA PARA INFORMAR NEGACIÓN DE DETENCIÓN 

DE PERSONA QUE YA HABÍA SIDO HALLADA SIN VIDA 
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Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99.  

122. En este sentido, el hábeas corpus representa, dentro de las garantías judiciales indispensables, 

el medio idóneo tanto para garantizar la libertad, controlar el respeto a la vida e integridad de la 

persona, e impedir su desaparición o la indeterminación de su lugar de detención, así como para 

proteger al individuo contra la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Como se desprende de los hechos probados, el 20 de julio de 1992 se interpuso, vía telegrama un 

hábeas corpus para conocer el paradero del señor Juan Humberto Sánchez […]. Ha quedado 

demostrado que el juez ejecutor tardó más de una semana, entre el 20 y el 28 de julio de 1992 para 

informar a la Corte de Apelaciones de Comayagua que el comandante del Décimo Batallón había 

informado que el señor Juan Humberto Sánchez no estaba detenido en ese destacamento militar, 

pese a que el cuerpo había sido encontrado en la ribera del Río Negro el 21 de julio de 1992 […].  

123. La falta de efectividad del hábeas corpus en Honduras quedó demostrada (supra 70.18, 70.19 y 

70.20) por las diferentes pruebas testimoniales y documentales aportadas al expediente, dentro de 

las que destacan las propias afirmaciones del entonces Comisionado Nacional de los Derechos 

Humanos, Leo Valladares Lanza, quien señaló que al estar el Poder Judicial influenciado por las 

fuerzas militares, usualmente los recursos de exhibición personal carecían de efectividad.  

RECURSOS DE “EXHIBICIÓN PERSONAL” FUERON 

INEFICACES POR LO QUE EL ESTADO VIOLÓ LOS 

ARTÍCULOS 7.6 Y 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103.  

 
111. En lo que se refiere al hábeas corpus, esta Corte ha señalado en reiteradas oportunidades que 

ese recurso representa, dentro de las garantías judiciales indispensables, el medio idóneo para 

garantizar la libertad, controlar el respeto a la vida e integridad de la persona, e impedir su 

desaparición o la indeterminación de su lugar de detención, y para proteger al individuo contra la 

tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.  

112. En Guatemala el recurso idóneo para restituir la libertad de las personas detenidas en violación 

de las garantías judiciales es el recurso denominado de exhibición personal, consagrado en los 

artículos 263 y 264 de la Constitución Política de Guatemala.  

113. Se ha probado que el 24 de julio de 1992 fueron interpuestos dos recursos de exhibición 

personal […], uno por la Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala y otro por el 

Procurador de los Derechos Humanos de Guatemala con el propósito de conocer el paradero de 

Maritza Urrutia. Sin embargo, no se obtuvo resultado alguno de parte de las autoridades judiciales 

competentes, por lo que dichos recursos fueron ineficaces.  

116. Este Tribunal también ha establecido que Maritza Urrutia estuvo en poder de agentes del 

Estado, por lo que éste era “el obligado a crear las condiciones necesarias para que cualquier recurso 

pudiera tener resultados efectivos”. Como se vio, fueron ineficaces los dos recursos de exhibición 

personal interpuestos a favor de la presunta víctima. […] Por lo anterior, el Estado contravino 

también el artículo 7.6 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 25 de la misma, 

en perjuicio de Maritza Urrutia.  
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HÁBEAS CORPUS GENÉRICO INTERPUESTO PARA 

RECTIFICAR CONDICIONES DE DETENCIÓN, CONSTITUYE 

UN DERECHO EN VIRTUD DEL ARTÍCULO 25 

 

Corte IDH. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie 

C No. 112.  

240. La Corte debe determinar, a la luz de los hechos probados del presente caso, si el recurso de 

hábeas corpus genérico, interpuesto el 12 de noviembre de 1993 a favor de los internos en el 

Instituto en ese momento y resuelto el 31 de julio de 1998 a favor de 239 internos en esa fecha en 

ese Instituto (supra párrs. 134.27 y 134.28), cumplió con los requisitos establecidos en el artículo 25 

de la Convención. 

243. Este Tribunal toma nota de que en el Paraguay el hábeas corpus genérico interpuesto en este 

caso puede demandar la rectificación de circunstancias que restrinjan la libertad o amenacen la 

seguridad personal; asimismo, dicho recurso tiene como finalidad salvaguardar los derechos y 

garantías de las personas legalmente detenidas y cuya situación se agrava debido a que son 

sometidas a violencia física, psíquica o moral. En el caso sub judice, por tanto, el referido hábeas 

corpus genérico no fue interpuesto respecto de los procesos que se les instruía a los internos para 

analizar la legalidad de su detención, sino respecto de las condiciones de detención en que se 

encontraban los internos del Instituto; esto implica que se trata de un recurso al que tienen derecho 

las personas en virtud del artículo 25 de la Convención. En el referido recurso se alegó que el 

Instituto era “una cárcel al estilo medieval”, ya que no reunía los mínimos requisitos de salubridad, 

privacidad e higiene, y en la cual había constante hacinamiento, promiscuidad y violencia. Por todo 

ello, los internos sufrían todo tipo de carencias y condiciones de vida inhumanas.  

HÁBEAS CORPUS PUEDE SER EFICÁZ INCLUSO SI LA 

PERSONA A QUIEN SE AFECTÓ LIBERTAD PERSONAL, FUE 

ENTREGADA A LA CUSTODIA DE UN PARTICULAR 

 

Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120  

79. En su jurisprudencia, la Corte ha establecido que el hábeas corpus representa, dentro de las 

garantías judiciales indispensables, el medio idóneo tanto para garantizar la libertad, controlar el 

respeto a la vida e integridad de la persona, e impedir su desaparición o la indeterminación de su 

lugar de detención, como para proteger al individuo contra la tortura u otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes. La Corte considera que el hábeas corpus puede ser un recurso eficaz para 

localizar el paradero de una persona o esclarecer si se ha configurado una situación lesiva a la 

libertad personal, a pesar de que la persona a favor de quien se interpone ya no se encuentre bajo la 

custodia del Estado, sino que haya sido entregada a la custodia de un particular o a pesar de que 

haya transcurrido un tiempo largo desde la desaparición de una persona.  

TRAS IMPREVISTAS PRIVACIONES DE LIBERTAD, LA FORMA 

EN QUE ACONTECIERON EXPULSIONES IMPIDIÓ 

INTERPONER RECURSOS DE HÁBEAS CORPUS U OTROS 
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Corte IDH. Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República 

Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 

agosto de 2014. Serie C No. 282  

395. La Corte recuerda que el Estado reiteró que al momento de los hechos en la normativa interna 

existían tres recursos internos, la acción de amparo, el habeas corpus (Ley No. 5353 de Habeas 

Corpus de 22 de octubre de 1914), y los recursos de la jurisdicción contencioso administrativa (Ley 

No. 1494 de 9 de agosto de 1947) […], y señaló que las presuntas víctimas tuvieron la “oportunidad 

real y efectiva” de interponer dichos recursos, lo cual les habría permitido cuestionar la legalidad de 

su detención y la decisión de las autoridades dominicanas de deportar o expulsarlos […].  

396. Las imprevistas privaciones de libertad y expulsiones de las víctimas se efectuaron en menos de 

48 horas sin notificación previa. Dado lo anterior, no resulta necesario que, con relación al caso, la 

Corte examine si, en términos generales, los recursos indicados por el Estado podrían resultar 

adecuados y efectivos en circunstancias análogas a las acaecidas a las presuntas víctimas. En efecto, 

basta constatar que dadas las circunstancias particulares de los hechos, en específico, la forma en la 

que se llevaron a cabo las expulsiones en el presente caso, las presuntas víctimas no tuvieron a su 

disposición la posibilidad de interponer los recursos mencionados por República Dominicana, ni 

contaron con procedimientos efectivos.  

397. Por todo lo anterior, la Corte concluye que, debido a las circunstancias particulares del caso, las 

víctimas no contaron con la posibilidad de un acceso real o efectivo al derecho a recurrir, lo cual 

violó el derecho a la protección judicial, reconocido en el artículo 25.1 de la Convención Americana, 

en relación con el incumplimiento de la obligación de respetar los derechos establecida en el artículo 

1.1 de la Convención, en perjuicio de Willian Medina Ferreras, Lilia Jean Pierre, Luis Ney Medina, 

Awilda Medina, Carolina Isabel Medina (fallecida), Jeanty Fils-Aimé (fallecido), Janise Midi, Diane 

Fils-Aimé, Antonio Fils-Aimé, Endry Fils-Aimé, Víctor Jean, Marlene Mesidor, Markenson Jean, Miguel 

Jean, Victoria Jean (fallecida), Natalie Jean, Rafaelito Pérez Charles y Bersson Gelin, y adicionalmente 

en relación con los derechos del niño consagrado en el artículo 19 de la Convención, en perjuicio de 

aquellos ya señalados que eran niñas y niños al momento de los hechos.  

PARA SER EFECTIVO EL RECURSO DE HÁBEAS CORPUS 

DEBE CUMPLIR CON EL OBJETIVO DE OBTENER, SIN 

DEMORA, UNA DECISIÓN SOBRE LEGALIDAD DE ARRESTO 

 

Caso Comunidad Campesina de Santa Bárbara Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 299.  

231. La Corte recuerda que los artículos 7.6 y 25 de la Convención abarcan diferentes ámbitos de 

protección. El artículo 7.6 de la Convención tiene un contenido jurídico propio que consiste en 

tutelar de manera directa la libertad personal o física, por medio del mandato judicial dirigido a las 

autoridades correspondientes a fin de que se lleve al detenido a la presencia del juez para que este 

pueda examinar la legalidad de la privación y, en su caso, decretar su libertad. Dado que el principio 

de efectividad (effet utile) es transversal a la protección debida de todos los derechos reconocidos 

en ese instrumento, la Corte considera, tal como lo ha hecho en otras oportunidades, que en 

aplicación del principio iura novit curia, del cual se ha valido reiteradamente la jurisprudencia 

internacional en el sentido de que el juzgador posee la facultad, e inclusive el deber, de aplicar las 

disposiciones jurídicas pertinentes en una causa, aun cuando las partes no las invoquen 
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expresamente , corresponde analizar los alegatos relacionados con la efectividad de las acciones de 

hábeas corpus en relación con la disposición citada y no con el artículo 25 de la Convención, como 

fue alegado por los representantes y la Comisión.  

232. La Corte ha considerado que el recurso de hábeas corpus o exhibición personal representa el 

medio idóneo para garantizar la libertad, controlar el respeto a la vida e integridad de la persona, e 

impedir su desaparición o la indeterminación de su lugar de detención. Al respecto, la jurisprudencia 

de la Corte ya ha referido que estos recursos no solo deben existir formalmente en la legislación sino 

que deben ser efectivos. La Corte además ha precisado que para ser efectivo, el recurso de hábeas 

corpus debe cumplir con el objetivo de obtener sin demora una decisión sobre la legalidad del 

arresto o de la detención.  

7. PROTECCIÓN JUDICIAL Y OBLIGACIONES GENERALES  

7.1 Relación entre artículo 1.1 de la CADH y el artículo 25  

PROTECCIÓN JUDICIAL (ART. 25) SE ENCUENTRA 

ÍNTIMAMENTE LIGADA CON LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR 

LOS DERECHOS (ART. 1.1) 

 

Corte IDH. Caso Castillo Páez Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie 

C No. 34  

83. El artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la 

Convención Americana, al atribuir funciones de protección al derecho interno de los Estados Partes. 

El hábeas corpus tiene como finalidad, no solamente garantizar la libertad y la integridad personales, 

sino también prevenir la desaparición o indeterminación del lugar de detención y, en última 

instancia, asegurar el derecho a la vida.  

84. Habiendo quedado demostrado, como antes se dijo […], que la detención del señor Castillo Páez 

fue realizada por miembros de la Policía del Perú y que, por tanto, se encontraba bajo la custodia de 

ésta, la cual lo ocultó para que no fuera localizado, la Corte concluye que la ineficacia del recurso de 

hábeas corpus es imputable al Estado, configurando con ello una violación del artículo 25 de la 

Convención en relación con el artículo 1.1.  

ESTADO TIENE LA RESPONSABILIDAD DE DISEÑAR Y 

CONSAGRAR NORMATIVAMENTE UN “RECURSO EFICÁZ” 

 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 

Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63.  

237. Este Tribunal ha establecido que “[e]l artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la 

obligación general del artículo 1.1 de la Convención Americana, al atribuir funciones de protección al 

derecho interno de los Estados Partes”, de lo cual se desprende que el Estado tiene la 

responsabilidad de diseñar y consagrar normativamente un recurso eficaz, pero también la de 

asegurar la debida aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales.  
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OBLIGACIONES CONSAGRADAS EN LA CONVENCIÓN 

REQUIEREN ATENCIÓN ESTATAL PARA QUE NADIE SEA 

SUSTRAÍDO DEL DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL 

 

Corte IDH. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 110.  

147. A pesar de haberse llevado a cabo un proceso judicial a nivel interno, en el cual se identificó a 

un presunto autor intelectual de los hechos, hasta la fecha de emisión de la presente Sentencia, más 

de trece años después de ocurridos éstos, el mismo no ha sido sancionado como responsable, a 

pesar de que continúa presentando escritos a través de su apoderado en la causa que se encuentra 

abierta al respecto, ni se ha investigado la posible existencia de más autores o responsables.  

150. En cuanto a la posible prescripción en la causa pendiente a nivel de derecho interno, la Corte 

recuerda lo que señaló en el caso Bulacio vs. Argentina, en el sentido de que son inadmisibles las 

disposiciones de prescripción o cualquier obstáculo de derecho interno mediante el cual se pretenda 

impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones de derechos humanos. La 

Corte considera que las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención 

Americana requieren de los Estados Partes la pronta adopción de providencias de toda índole para 

que nadie sea sustraído del derecho a la protección judicial, consagrado en el artículo 25 de la 

Convención Americana.  

151. De acuerdo con las obligaciones convencionales asumidas por los Estados, ninguna disposición 

o instituto de derecho interno, entre ellos la prescripción, podría oponerse al cumplimiento de las 

decisiones de la Corte en cuanto a la investigación y sanción de los responsables de las violaciones 

de los derechos humanos. Si así no fuera, los derechos consagrados en la Convención Americana 

estarían desprovistos de una protección efectiva. Este entendimiento de la Corte está conforme a la 

letra y al espíritu de la Convención, así como a los principios generales del derecho internacional; 

uno de estos principios es el de pacta sunt servanda, el cual requiere que a las disposiciones de un 

tratado les sea asegurado un efecto útil en el plano del derecho interno de los Estados Partes.  

152. De conformidad con los principios generales del derecho internacional y tal como se desprende 

del artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, las decisiones 

de los órganos de protección internacional de derechos humanos no pueden encontrar obstáculo 

alguno para su plena aplicación en las reglas o institutos de derecho interno.  

153. Sin perjuicio de lo anteriormente dicho, en el presente caso se comprobó que Rafael Samuel y 

Emilio Moisés Gómez Paquiyauri fueron torturados […], situación que impone un deber especial de 

investigación por parte del Estado. Al respecto, las autoridades administrativas y judiciales se 

abstuvieron de iniciar formalmente una investigación penal en torno a la comisión de tortura.  

154. El artículo 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura establece en forma expresa la 

obligación del Estado de proceder de oficio y en forma inmediata en casos como el presente, 

independientemente de la inactividad de la víctima. En este sentido, la Corte ha sostenido que “en 

los procesos sobre violaciones de los derechos humanos, la defensa del Estado no puede descansar 

sobre la imposibilidad del demandante de allegar pruebas que, en muchos casos, no pueden 

obtenerse sin la cooperación del Estado”. En el presente caso, el Estado no actuó con arreglo a esas 

previsiones. 
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155. El hecho de no investigar efectivamente los actos de tortura y dejarlos impunes, significa que el 

Estado omitió tomar las medidas efectivas para evitar que actos de esa naturaleza vuelvan a ocurrir 

en su jurisdicción, desconociendo lo previsto en el artículo 6 de la Convención Interamericana contra 

la Tortura.  

156. Por lo expuesto, la Corte considera que el Estado violó los derechos consagrados en los 

artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma y las 

obligaciones previstas en el artículo 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, en 

perjuicio de Rafael Samuel y Emilio Moisés Gómez Paquiyauri. Asimismo, el Estado violó los 

derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 

1.1 de la misma, en perjuicio de sus familiares, los señores Ricardo Samuel Gómez Quispe, Marcelina 

Paquiyauri Illanes de Gómez, Ricardo Emilio Gómez Paquiyauri, Carlos Pedro Gómez Paquiyauri, 

Marcelina Haydeé Gómez Paquiyauri, Lucy Rosa Gómez Paquiyauri, y Miguel Ángel Gómez 

Paquiyauri.  

RECURSO JUDICIAL EFECTIVO SE DA DENTRO DE LA 

OBLIGACIÓN GENERAL DE GARANTIZAR EL EJERCICIO DE 

LOS DERECHOS CONVENCIONALES (ART. 1.1) 

 

Corte IDH. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207  

128. Este Tribunal ha establecido que la salvaguarda de la persona frente al ejercicio arbitrario del 

poder público es el objetivo primordial de la protección internacional de los derechos humanos. En 

este sentido, el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados Partes de 

garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos 

violatorios de sus derechos fundamentales. A su vez, estos recursos deben ser sustanciados de 

conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación 

general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 

reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). 

[…] Lo contrario, es decir, la inexistencia de tales recursos efectivos, coloca a una persona en estado 

de indefensión, particularmente al enfrentarse al poder punitivo del Estado.  

129. Asimismo, la Corte ha señalado que para que el Estado cumpla lo dispuesto en el artículo 25 de 

la Convención no basta con que los recursos existan formalmente, sino que es preciso que tengan 

efectividad en los términos de aquel precepto. Dicha efectividad supone que, además de la 

existencia formal de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones de derechos 

reconocidos, ya sea en la Convención, en la Constitución o por ley. La Corte ha reiterado que dicha 

obligación implica que el recurso sea idóneo para combatir la violación, y que sea efectiva su 

aplicación por la autoridad competente. […]  

130. Asimismo, el artículo 25 de la Convención se encuentra íntimamente ligado con la obligación 

general de los artículos 1.1 y 2 de la misma, los cuales atribuyen funciones de protección al derecho 

interno de los Estados Partes, de lo cual se desprende que el Estado tiene la responsabilidad de 

diseñar y consagrar normativamente un recurso eficaz, así como la de asegurar la debida aplicación 

de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales. En ese sentido, en los términos del artículo 

25 de la Convención, la normativa interna debe asegurar la debida aplicación de recursos efectivos 

ante las autoridades competentes con el propósito de amparar a todas las personas bajo su 

jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven a la determinación 
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de los derechos y obligaciones de éstas. A su vez, el deber general del Estado de adecuar su derecho 

interno a las disposiciones de dicha Convención para garantizar los derechos en ella consagrados, 

establecido en el artículo 2, incluye la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes 

a la observancia efectiva de los derechos y libertades consagrados en la misma, así como la adopción 

de medidas para suprimir las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación 

a las garantías previstas en la Convención. 

7.2 Relación entre artículo 2 de la CADH y el artículo 25  

ARTÍCULOS 1.1 Y 2 OBLIGAN AL ESTADO INSTITUIR 

PROCEDIMIENTOS ADECUADOS, ACCESIBLES Y SIMPLES 

PARA PROCESAR REIVINDICACIÓN DE TIERRAS INDÍGENAS 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y 

Costas. Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C No. 125.  

102. De conformidad con el artículo 2 de la Convención deberán instituirse procedimientos 

adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para procesar las reivindicaciones de tierras de 

los pueblos indígenas interesados. Los Estados deberán establecer dichos procedimientos a fin de 

resolver los reclamos de modo que estos pueblos tengan una posibilidad real de devolución de sus 

tierras. Para ello, la obligación general de garantía establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado 

impone a los Estados el deber de asegurar que los trámites de esos procedimientos sean accesibles y 

simples y que los órganos a su cargo cuenten con las condiciones técnicas y materiales necesarias 

para dar oportuna respuesta a las solicitudes que se les hagan en el marco de dichos 

procedimientos.  

103. En el presente caso, el Paraguay no ha adoptado las medidas adecuadas de derecho interno 

necesarias para asegurar un procedimiento efectivo que dé una solución definitiva a la reclamación 

planteada por los miembros de la Comunidad Yakye Axa, en los términos del párrafo anterior.  

104. Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte considera que el procedimiento legal de 

reivindicación de tierras instaurado por los miembros de la Comunidad Yakye Axa desconoció el 

principio del plazo razonable y se mostró abiertamente inefectivo, todo ello en violación de los 

artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la misma.  

RECURSO DE PROTECCIÓN NO RESULTÓ EFECTIVO AL 

ALEGARSE COMPETENCIA DE JURISDICCIÓN MILITAR, LO 

CUAL VIOLÓ ARTÍCULOS 25, 1.1 Y 2 DE LA CONVENCIÓN 

 

Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135  

186. Esta situación se vio agravada debido a que el Código de Justicia Militar solamente permiten 

que sean apeladas muy pocas de las decisiones que adoptan las autoridades que ejercen la 

jurisdicción penal militar que afectan derechos fundamentales de los procesados. Por ello, el señor 

Palamara Iribarne no pudo interponer recursos en contra de algunas de las decisiones adoptadas por 

las autoridades que ejercen la jurisdicción penal militar que lo afectaban, como por ejemplo la 

denegatoria de acceder al sumario, dado que dicha decisión era inapelable […].  
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187. El Tribunal toma en cuenta que el artículo 20 de la Constitución Política de Chile contempla el 

recurso de protección para salvaguardar los derechos fundamentales de las personas ante la justicia 

ordinaria. Sin embargo, en el presente caso, ha quedado demostrado que dicho recurso interpuesto 

por la esposa del señor Palamara Iribarne a su favor y de su familia […] para proteger garantías 

constitucionales a la integridad psíquica, el derecho a desarrollar cualquier actividad económica, el 

derecho a la propiedad y el derecho de autor, no resultó idóneo ni efectivo para proteger los 

derechos del señor Palamara Iribarne, debido a que la Corte de Apelaciones de Punta Arenas, sin 

evaluar si se habían producido las alegadas violaciones a los referidos derechos fundamentales, 

consideró que la jurisdicción militar era la competente para conocer el caso y que por ello no podía 

pronunciarse al respecto. Consecuentemente, el Estado no garantizó “que la autoridad competente 

prevista por el sistema legal del Estado decidi[e]r[a] sobre los derechos de toda persona que 

interponga tal recurso”.  

188. El derecho de acceso a la justicia no se agota con el trámite de procesos internos, sino éste 

debe además asegurar, en tiempo razonable, el derecho de la presunta víctima a obtener un control 

jurisdiccional que permita determinar si los actos de las autoridades militares han sido adoptados al 

amparo de los derechos y garantías mínimas previstos en la Convención Americana, así como los 

establecidos en su propia legislación, lo cual no es incompatible con el respeto a las funciones que 

son propias de las autoridades militares. Ese control es indispensable cuando los órganos que 

ejercen la jurisdicción militar, como el Juzgado Naval, ejercen funciones que afectan derechos 

fundamentales, y que pueden, sin un adecuado control, fomentar la arbitrariedad en las decisiones.  

189. En consecuencia, la Corte considera que el Estado violó el artículo 25 de la Convención 

Americana, en perjuicio del señor Palamara Iribarne, dado que no le garantizó el acceso a recursos 

judiciales efectivos que lo amparan contra las violaciones a sus derechos, y ha incumplido la 

obligación general de respetar y garantizar los derechos y libertades dispuesta en el artículo 1.1 de la 

Convención. Asimismo, al contemplar en su ordenamiento interno normas contrarias al derecho a 

ser oído por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, aún vigentes, Chile ha 

incumplido la obligación general de adoptar disposiciones de derecho interno que emana del 

artículo 2 de la Convención.  

ESTADO INCUMPLIÓ OBLIGACIÓN DE ADECUAR DERECHO 

INTERNO Y VIOLÓ DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL 

DEBIDO A QUE MANTUVO EN VIGENCIA DECRETO LEY 

 

Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154.  

126. En el presente caso, el Poder Judicial aplicó el Decreto Ley No. 2.191 […], lo que tuvo como 

efecto inmediato el cese de las investigaciones y el archivo del expediente, dejando en la impunidad 

a los responsables de la muerte del señor Almonacid Arellano. De acuerdo a lo anterior, se impidió a 

los familiares que ejercieran el derecho a ser oídos por un tribunal competente, independiente e 

imparcial, a través de un recurso efectivo y adecuado que repare las violaciones cometidas en 

perjuicio de su ser querido y les permitiera conocer la verdad.  

127. Conforme a la jurisprudencia de este Tribunal,  

a la luz de las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención 

Americana, los Estados Partes tienen el deber de tomar las providencias de toda índole para que 
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nadie sea sustraído de la protección judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y eficaz, 

en los términos de los artículos 8 y 25 de la Convención. Es por ello que los Estados Partes en la 

Convención que adopten leyes que tengan este efecto, como lo son las leyes de autoamnistía, 

incurren en una violación de los artículos 8 y 25 en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la 

Convención. Las leyes de autoamnistía conducen a la indefensión de las víctimas y a la perpetuación 

de la impunidad, por lo que son manifiestamente incompatibles con la letra y el espíritu de la 

Convención Americana. Este tipo de leyes impide la identificación de los individuos responsables de 

violaciones a derechos humanos, ya que se obstaculiza la investigación y el acceso a la justicia e 

impide a las víctimas y a sus familiares conocer la verdad y recibir la reparación correspondiente.  

128. Por lo tanto, la Corte considera que la aplicación del Decreto Ley No. 2.191 desconoció los 

deberes impuestos por el artículo 1.1 de la Convención Americana en violación de los derechos de la 

señora Elvira del Rosario Gómez Olivares y de los señores Alfredo, Alexis y José Luis Almonacid 

Gómez consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención, de todo lo cual Chile es 

internacionalmente responsable.   

129. El Tribunal, como conclusión de todo lo señalado en esta sección A), considera que el asesinato 

del señor Almonacid Arellano formó parte de una política de Estado de represión a sectores de la 

sociedad civil, y representa sólo un ejemplo del gran conjunto de conductas ilícitas similares que se 

produjeron durante esa época. El ilícito cometido en contra del señor Almonacid Arellano no puede 

amnistiarse conforme a las reglas básicas del derecho internacional, puesto que constituye un 

crimen de lesa humanidad. El Estado incumplió su obligación de adecuar su derecho interno a 

efectos de garantizar los derechos establecidos en la Convención Americana, porque mantuvo y 

mantiene en vigencia el Decreto Ley No. 2.191, el que no excluye a los crímenes de lesa humanidad 

de la amnistía general que otorga. Finalmente, el Estado violó el derecho a las garantías judiciales y a 

la protección judicial, e incumplió con su deber de garantía, en perjuicio de los familiares del señor 

Almonacid Arellano, porque aplicó el Decreto Ley No. 2.191 al presente caso.  

DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL LIGADO A LA 

OBLIGACIÓN DE RESPETAR DERECHOS Y AL DEBER DE 

ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO (ART. 2) 

 

Corte IDH. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2009. Serie C No. 197.  

60. El artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la 

misma, que atribuye funciones de protección al derecho interno de los Estados Partes, de lo cual se 

desprende que el Estado tiene la responsabilidad de diseñar y consagrar normativamente un recurso 

eficaz, así como la de asegurar la debida aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades 

judiciales. A su vez, el deber general del Estado de adecuar su derecho interno a las disposiciones de 

dicha Convención para garantizar los derechos en ella consagrados, establecido en el artículo 2, 

incluye la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la observancia efectiva de 

los derechos y libertades consagrados en la misma, así como la adopción de medidas para suprimir 

las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación a las garantías previstas 

en la Convención.  

ESTADO DESATENDIÓ ARTÍCULO 2 EN CONEXIÓN CON EL 8 

Y 25 AL EXTENDER COMPETENCIA DE FUERO CASTRENSE 

A DELITOS AJENOS AL ÁMBITO MILITAR 
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Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209  

288. En relación con la obligación general de adecuar la normativa interna a la Convención, la Corte 

ha afirmado en varias oportunidades que “[e]n el derecho de gentes, una norma consuetudinaria 

prescribe que un Estado que ha celebrado un convenio internacional, debe introducir en su derecho 

interno las modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de las obligaciones asumidas”. En la 

Convención Americana este principio es recogido en su artículo 2, que establece la obligación 

general de cada Estado Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la misma, para 

garantizar los derechos en ella reconocidos, lo cual implica que las medidas de derecho interno han 

de ser efectivas (principio de effet utile).  

289. En consecuencia, el Tribunal estima que el Estado incumplió la obligación contenida en el 

artículo 2 de la Convención Americana, en conexión con los artículos 8 y 25 de la misma, al extender 

la competencia del fuero castrense a delitos que no tienen estricta conexión con la disciplina militar 

o con bienes jurídicos propios del ámbito castrense.  

UNA VEZ QUE HA RATIFICADO LA CONVENCIÓN, EL 

ESTADO DEBE DEJAR SIN EFECTO, DE CONFORMIDAD CON 

EL ARTÍCULO 2, LAS LEYES QUE PUEDAN CONTRAVENIRLA 

 

Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha do Araguaia") Vs. Brasil. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie 

C No. 219.  

172. La Corte Interamericana considera que la forma en la cual ha sido interpretada y aplicada la Ley 

de Amnistía adoptada por Brasil […] ha afectado el deber internacional del Estado de investigar y 

sancionar las graves violaciones de derechos humanos al impedir que los familiares de las víctimas 

en el presente caso fueran oídos por un juez, conforme a lo señalado en el artículo 8.1 de la 

Convención Americana y violó el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25 del 

mismo instrumento precisamente por la falta de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento 

y sanción de los responsables de los hechos, incumpliendo asimismo el artículo 1.1 de la Convención. 

Adicionalmente, al aplicar la Ley de Amnistía impidiendo la investigación de los hechos y la 

identificación, juzgamiento y eventual sanción de los posibles responsables de violaciones 

continuadas y permanentes como las desapariciones forzadas, el Estado incumplió la obligación de 

adecuar su derecho interno consagrada en el artículo 2 de la Convención Americana.  

173. La Corte estima necesario enfatizar que, a la luz de las obligaciones generales consagradas en 

los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, los Estados Parte tienen el deber de adoptar las 

providencias de toda índole para que nadie sea sustraído de la protección judicial y del ejercicio del 

derecho a un recurso sencillo y eficaz, en los términos de los artículos 8 y 25 de la Convención. En un 

caso como el presente, una vez ratificada la Convención Americana corresponde al Estado, de 

conformidad con el artículo 2 de la misma, adoptar todas las medidas para dejar sin efecto las 

disposiciones legales que pudieran contravenirla, como son las que impiden la investigación de 

graves violaciones a derechos humanos puesto que conducen a la indefensión de las víctimas y a la 

perpetuación de la impunidad, además que impiden a las víctimas y a sus familiares conocer la 

verdad de los hechos.  
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174. Dada su manifiesta incompatibilidad con la Convención Americana, las disposiciones de la Ley 

de Amnistía brasileña que impiden la investigación y sanción de graves violaciones de derechos 

humanos carecen de efectos jurídicos. En consecuencia, no pueden seguir representando un 

obstáculo para la investigación de los hechos del presente caso, ni para la identificación y el castigo 

de los responsables, ni pueden tener igual o similar impacto respecto de otros casos de graves 

violaciones de derechos humanos consagrados en la Convención Americana ocurridos en Brasil.  

175. En cuanto a lo alegado por las partes respecto de si se trató de una amnistía, una autoamnistía 

o un “acuerdo político”, la Corte observa, como se desprende del criterio reiterado en el presente 

caso […], que la incompatibilidad respecto de la Convención incluye a las amnistías de graves 

violaciones de derechos humanos y no se restringe sólo a las denominadas “autoamnistías”. 

Asimismo, como ha sido señalado anteriormente, el Tribunal más que al proceso de adopción y a la 

autoridad que emitió la Ley de Amnistía, atiende a su ratio legis: dejar impunes graves violaciones al 

derecho internacional cometidas por el régimen militar. La incompatibilidad de las leyes de amnistía 

con la Convención Americana en casos de graves violaciones de derechos humanos no deriva de una 

cuestión formal, como su origen, sino del aspecto material en cuanto violan los derechos 

consagrados en los artículos 8 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención.  

DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO 

INTERNO FUE VIOLADO POR CONFUSIÓN EN NORMATIVA 

QUE DEJÓ SIN PROTECCIÓN JUDICIAL A VÍCTIMA 

 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311  

110. […] El derecho establecido en el artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la obligación 

general del artículo 1.1 de la Convención, al atribuir funciones de protección al derecho interno de 

los Estados Partes. A la vista de lo anterior, el Estado tiene la responsabilidad no sólo de diseñar y 

consagrar normativamente un recurso eficaz, sino también la de asegurar la debida aplicación de 

dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales.  

111. Asimismo, la Corte ha determinado que un Estado que ha celebrado un tratado internacional 

debe introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de 

las obligaciones asumidas , y que este principio recogido en el artículo 2 de la Convención Americana 

establece la obligación general de los Estados Parte de adecuar su [sic] [ordenamiento] interno a las 

disposiciones de la misma, para garantizar los derechos en ella contenidos , lo cual implica que las 

medidas de derecho interno han de ser efectivas (effet utile). De igual manera, este Tribunal ha 

entendido que tal adecuación implica la adopción de medidas en dos vertientes: i) la supresión de 

las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la 

Convención o que desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio lo cual 

implica que la norma o práctica violatoria de la Convención debe ser modificada, derogada, o 

anulada, o reformada, según corresponda, y ii) la expedición de normas y el desarrollo de prácticas 

conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías. 

119. De lo anterior, la Corte constata que existía una contradicción en la normativa guatemalteca 

respecto del recurso que debía ser interpuesto por la señora Maldonado frente a su destitución. La 

señora Maldonado interpuso los recursos que estaban contemplados en el Reglamento de Personal 

del Procurador, sin embargo dichos recursos no fueron efectivos para permitir una revisión de su 

destitución. En ese sentido, la Corte destaca que lo establecido en la Constitución, el Código del 
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Trabajo, la Ley de Servicio Civil y el Reglamento de Personal del Procurador era contradictorio de 

acuerdo a lo señalado por la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones. Por un lado el Reglamento de 

Personal del Procurador indicaba que debía presentarse un recurso ante la Sala de Apelaciones de 

Trabajo y Previsión Social, y por el otro el Código del Trabajo y la Ley de Responsabilidad Civil no le 

otorgaban competencia a dicha Sala para conocer los recursos presentados con base en el 

Reglamento de Personal del Procurador. Asimismo, la Corte hace notar que, a lo largo del trámite 

ante el Sistema Interamericano, el Estado señaló diversas vías como las adecuadas para que la 

señora Maldonado solicitara la revisión de su destitución. 

B.3 Conclusión 

120. La Corte considera que dicha confusión y contradicción en la normativa interna colocó a la 

señora Maldonado en una situación de desprotección, al no poder contar con un recurso sencillo y 

efectivo como consecuencia de una normativa contradictoria. La señora Maldonado presentó los 

recursos que señalaba el Reglamento de Personal del Procurador y los tribunales los rechazaron 

debido a una contradicción entre diferentes cuerpos normativos que regulaban la materia. La señora 

Maldonado no tuvo acceso efectivo y de manera sencilla a la protección judicial como consecuencia 

de la falta de certeza y de claridad respecto a los recursos idóneos que debía presentar frente a su 

destitución. Lo anterior constituyó una violación al derecho a la protección judicial y al deber de 

adoptar disposiciones de derecho interno, contenido en los artículos 25 y 2 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.  

8. DERECHO A GARANTIA DEL CUMPLIMIENTO DE LAS DECISIONES JUDICIALES 

ESTADO NO BRINDÓ UN RECURSO RÁPIDO, NI EFECTIVO, 

AL MOMENTO DE LA EMISIÓN DE UNA SENTENCIA QUE 

RESOLVIÓ UN HÁBEAS CORPUS 

 

Corte IDH. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie 

C No. 112.  

248. El artículo 25.2.c) de la Convención establece la obligación del Estado de garantizar “el 

cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado 

procedente el recurso”.  

249. En el presente caso ha quedado probado (supra párr. 134.28) que en la Sentencia Definitiva No. 

652, dictada el 31 de julio de 1998, el Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de Noveno 

Turno dio lugar al recurso de hábeas corpus genérico interpuesto a favor de los internos del 

Instituto.  En este sentido, dicha sentencia resolvió, inter alia, 

[…] HACER LUGAR la demanda de HABEAS CORPUS GENERICO promovida […] en beneficio de los 
menores identificados en […] esta resolución, recluidos en el Instituto de Reeducación “Cnel. 
Panchito López”. 
 
[…] que el Director del Correccional, Instituto de Reeducación “Cnel. Panchito López”, el Director 
de Institutos Penales, y el Ministerio de Justicia y Trabajo, por el conducto correspondiente, 
adopt[ara]n de inmediato las medidas administrativas y presupuestarias, eficaces e idóneas, 
destinadas a lograr la rectificación de las circunstancias ilegítimas que ha[bía]n sido explicitadas 
[…] y que afecta[ba]n a los menores identificados también en el exordio quienes deber[ía]n 
continuar su reclusión en locales adecuados conforme lo dispuesto en el artículo 21 de la 
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Constitución Nacional, bajo apercibimiento de responsabilidad. 
 
[…] que las autoridades e instituciones mencionadas en el apartado precedente, inform[ara]n a 
este Juzgado las gestiones realizadas para el cumplimiento de lo establecido […] en un plazo no 
mayor a treinta días, y periódicamente cada tres meses, hasta su cumplimiento total, bajo 
apercibimiento de ley. 
 

250. Dichos puntos resolutivos establecían claramente que debían adoptarse “de inmediato”, por 

parte de las autoridades pertinentes, todas aquellas medidas necesarias para “lograr la rectificación 

de las circunstancias ilegítimas” en el Instituto a favor de los que estaban internos en ese momento. 

Probablemente ya no eran los mismos internos de la fecha en que el recurso se había interpuesto. 

Sin embargo, con posterioridad a la referida sentencia, los internos amparados por el recurso 

siguieron sufriendo las mismas condiciones insalubres y de hacinamiento, sin atención adecuada de 

salud, mal alimentados, bajo la amenaza de ser castigados, en un clima de tensión, violencia, 

vulneración, y sin el goce efectivo de varios de sus derechos humanos. Tanto es así que con 

posterioridad a haber sido resuelto el hábeas corpus genérico el incumplimiento de la decisión del 

mencionado recurso, ya violatoriamente tardía, no condujo al cambio de las condiciones de 

detención degradantes e infrahumanas en que se encontraban los internos se produjeron los tres 

incendios de que se ha hablado anteriormente […]. En otras palabras,. El propio Estado ha 

reconocido esa situación y ha señalado que no se trasladó a los internos del Instituto por “la falta de 

un lugar adecuado”.  

251. Por todas las razones anteriormente expuestas, la Corte concluye que el Estado no brindó un 

recurso rápido a los internos del Instituto al momento de la interposición del hábeas corpus 

genérico, ni tampoco brindó un recurso efectivo a 239 internos en el Instituto al momento de la 

emisión de la sentencia en que se dio lugar al mismo, por lo cual violó el artículo 25 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma. Dicha violación se vio agravada, a su vez, por 

el incumplimiento por parte del Estado de suministrar a los internos medidas especiales de 

protección por su condición de niños. [..]  

RESPONSABILIDAD ESTATAL NO TERMINA CON LA 

EMISIÓN DE UNA SENTENCIA PUES, ADEMÁS, DEBE 

GARANTIZAR LOS MEDIOS PARA EJECUTARLA  

 

Corte IDH. Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C No. 144.  

215. No se discute en este caso la consagración normativa de dicho recurso, sino la falta de 

cumplimiento de 24 sentencias firmes que declararon con lugar diversas acciones de garantía […].  

216. Al respecto, es preciso indicar que los Estados tienen la responsabilidad de consagrar 

normativamente y de asegurar la debida aplicación de los recursos efectivos y las garantías del 

debido proceso legal ante las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su 

jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven a la determinación 

de los derechos y obligaciones de éstas. Sin embargo, la responsabilidad estatal no termina cuando 

las autoridades competentes emiten la decisión o sentencia. Se requiere, además, que el Estado 

garantice los medios para ejecutar dichas decisiones definitivas.  



66 

 

DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL SERÍA ILUSORIO SI 

EL ORDENAMIENTO ESTATAL PERMITE QUE UNA DECISIÓN 

JUDICIAL PERMANEZCA INEFICÁZ 

 

Corte IDH. Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C No. 144.  

218. En este sentido, esta Corte ha declarado la violación del artículo 25 de la Convención, debido a 

que, en un caso, el Estado demandado, durante un largo período de tiempo, no ejecutó las 

sentencias emitidas por los tribunales internos y, en otro caso, no aseguró que una sentencia de 

hábeas corpus “fuera apropiadamente ejecutada”.  

219. El derecho a la protección judicial sería ilusorio si el ordenamiento jurídico interno del Estado 

Parte permite que una decisión judicial final y obligatoria permanezca ineficaz en detrimento de una 

de las partes.  

NO ES SUFICIENTE QUE EN LOS PROCESOS DE AMPARO SE 

EMITAN DECISIONES DEFINITIVAS; SE REQUIEREN 

MECANISMOS PARA EJECUTAR TALES SENTENCIAS 

 

Corte IDH. Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C No. 144.  

220. En relación con este caso, el Tribunal estima que, para satisfacer el derecho de acceso a un 

recurso efectivo, no es suficiente con que en los procesos de amparo se emitieran decisiones 

definitivas, en las cuales se ordenó la protección a los derechos de los demandantes. Además, es 

preciso que existan mecanismos eficaces para ejecutar las decisiones o sentencias, de manera que 

se protejan efectivamente los derechos declarados. Como ha quedado establecido […] no de los 

efectos de la cosa juzgada es su obligatoriedad. La ejecución de las sentencias debe ser considerada 

como parte integrante del derecho de acceso al recurso, que abarque también el cumplimiento 

pleno de la decisión respectiva. Lo contrario supone la negación misma de este derecho.  

OBSTÁCULOS A LA “ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA” PARA 

REALIZAR CAPTURAS Y COMPARECENCIAS ANTE JUECES, 

CONTRIBUYEN A LA VIOLENCIA 

 

Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163.  

142. En relación con los hechos del presente caso, durante los años posteriores a la masacre se han 

impulsado procesos en las jurisdicciones penal ordinaria, penal militar, disciplinaria y contencioso 

administrativa. La Comisión afirma que el Estado ha incurrido en violación de los artículos 8, 25 y 1.1 

de la Convención, debido a que la masacre de La Rochela “permanece sustancialmente en la 

impunidad”.  Los representantes concuerdan con la Comisión y agregan que la inefectividad de los 

procesos y los obstáculos de hecho y de derecho para la investigación, juzgamiento y sanción de los 

responsables, así como para la determinación de la verdad de lo ocurrido, constituyen además una 

violación de los artículos 2 y 13 de la Convención.  
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[…] 

a) Jurisdicción penal ordinaria 

 
[…] 

Obstaculizaciones y obstrucciones 

172. Asimismo, la Corte encuentra que la investigación enfrentó obstaculizaciones para hacer 

efectivas algunas capturas y comparecencias ante los jueces, tal como consta en diversos oficios 

emitidos por funcionarios de la unidad móvil que adelantaba la investigación en su etapa inicial. […]  

173. Además, la Corte hace notar que no se ha hecho efectiva la captura de dos personas acusadas 

de homicidio. Al respecto, el Estado no ha demostrado las medidas concretas tendientes a capturar 

a tales personas, ni los obstáculos específicos que haya encontrado para hacerlo.  

174. Por otra parte, también se incurrió en una omisión de protección a los funcionarios judiciales 

encargados del levantamiento de los cadáveres el mismo día de los hechos. El Comandante de la 

Quinta Brigada del Ejército, General Alfonso Vacca Perilla, no les brindó la protección requerida, por 

lo que dichos funcionarios se tuvieron que trasladar por su propia cuenta y riesgo al lugar de los 

hechos. Esta situación es aún más grave si se tiene en cuenta que a dicho general le fue informado 

que “en el sitio de [la masacre] se encontraba un herido aún con vida”. Esta grave omisión guarda 

estrecha relación con lo manifestado por la víctima sobreviviente Arturo Salgado en su declaración 

ante la Corte, cuando expresó su extrañeza de que ningún miembro del Ejército ni de la policía llegó 

a auxiliarlo después de la masacre, a pesar de que los batallones militares se encontraban a veinte y 

cuarenta minutos del lugar de la misma, y de que la noticia de la masacre fue conocida desde 

aproximadamente la una de la tarde, de forma tal que fueron algunos periodistas los que lo 

auxiliaron aproximadamente a las cinco de la tarde.  

175. Sobre los obstáculos a la administración de justicia relacionados con el impedimento de 

capturas o la no efectiva realización de las mismas, la Corte ha dicho que el retardo en hacer 

efectivas las órdenes de captura ya dictadas contribuye a perpetuar los actos de violencia e 

intimidación contra testigos y fiscales vinculados al esclarecimiento de los hechos, más aún cuando 

del expediente surge que los sobrevivientes y algunos familiares y testigos fueron hostigados y 

amenazados, e incluso algunos tuvieron que salir del país.  

179. Por todas las anteriores consideraciones, el Tribunal concluye que los procesos penales en 

relación con los hechos de la masacre de La Rochela no han sido desarrollados en un plazo 

razonable, ni han constituido un recurso efectivo para asegurar los derechos de acceso a la justicia, 

la determinación de la verdad y la reparación de las presuntas víctimas y sus familiares.  

DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL EXIGE QUE EL 

ESTADO GARANTICE EL CUMPLIMIENTO DE DECISIONES 

EMITIDAS, AÑOS ATRÁS, POR TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Corte IDH. Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) Vs. 

Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2009. 

Serie C No. 198.  

71. Por su parte, si bien el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 

Libertades Fundamentales no incluye un artículo equivalente al 25.2.c de la Convención Americana, 



68 

 

la jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos se ha referido a las exigencias del 

mismo en su pronunciamiento acerca del artículo 6 del citado Convenio, sobre el derecho a un 

proceso equitativo. Así, la Corte Europea ha declarado que,  

40. […] este derecho[, el de acceso a la protección judicial,] sería ilusorio si el sistema legal de los 

Estados Partes permitiese que una resolución final y de obligatorio cumplimiento permanezca 

inoperante en detrimento de una de las partes [involucradas en un proceso]. Sería inconcebible que 

el artículo 6 para. 1 (art. 6-1) describiese en detalle todas las garantías procesales con que cuentan 

los litigantes -procedimientos justos, públicos y rápidos- sin proteger la implementación de 

decisiones judiciales; construir el artículo 6 (art. 6) refiriéndolo únicamente al acceso a la justicia y al 

desarrollo de los procedimientos probablemente daría lugar a situaciones incompatibles con el 

principio de "estado de derecho" que los Estados Partes se comprometieron a respetar cuando 

ratificaron el Convenio. (ver, mutatis mutandi, Golder v. the United Kingdom, Sentencia de 21 

febrero 1975, Serie A no. 18, pp. 16-18, paras. 34-36). La ejecución de una sentencia emitida por 

cualquier tribunal debe, por tanto, ser entendida como parte integral del "juicio" bajo los términos 

del artículo 6”.  

72. En ese sentido, en los términos del artículo 25 de la Convención, es posible identificar dos 

responsabilidades concretas del Estado. […] La segunda, garantizar los medios para ejecutar las 

respectivas decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales autoridades competentes, de 

manera que se protejan efectivamente los derechos declarados o reconocidos. Esto último, debido a 

que una sentencia con carácter de cosa juzgada otorga certeza sobre el derecho o controversia 

discutida en el caso concreto y, por ende, tiene como uno de sus efectos la obligatoriedad o 

necesidad de cumplimiento. Lo contrario supone la negación misma del derecho involucrado.  

73. Así, esta Corte ha declarado la violación del artículo 25 de la Convención en otro caso contra el 

Perú, debido a que el Estado no ejecutó las sentencias emitidas por los tribunales internos durante 

un largo período de tiempo y, en otro caso, no aseguró que una sentencia de hábeas corpus “fuera 

apropiadamente ejecutada”. Ello porque si el ordenamiento jurídico interno de un Estado permite 

que una decisión judicial final y obligatoria permanezca ineficaz en detrimento de una de las partes, 

el derecho a la protección judicial resulta ilusorio.  

77. Además de la obligación de proveer un recurso rápido, sencillo y eficaz a las presuntas víctimas 

para garantizar sus derechos, lo cual no ocurrió, la Convención establece que el derecho a la 

protección judicial exige que el Estado garantice el cumplimiento de las decisiones que emitió el 

Tribunal Constitucional del Perú al respecto. En este sentido, el Tribunal observa que, en total, han 

transcurrido más de 11 y 8 años desde la emisión de la primera y última sentencia del Tribunal 

Constitucional, respectivamente – y casi 15 años desde la sentencia de la Primera Sala Civil 

Especializada de la Corte Superior de Lima – sin que éstas hayan sido efectivamente cumplidas. La 

ineficacia de dichos recursos ha causado que el derecho a la protección judicial de las presuntas 

víctimas haya resultado al menos parcialmente ilusorio, determinando la negación misma del 

derecho involucrado. 

89. En la medida en que el Estado a la fecha aún no ha cumplido con reintegrar a las víctimas los 

montos pensionarios retenidos entre abril de 1993 y octubre de 2002, esta afectación a su 

patrimonio continúa. Lo anterior es una consecuencia directa de la falta de cumplimiento integral de 

lo ordenado en las sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional, lo cual ha generado que se 

continúe negando el derecho que éstas pretendieron proteger […].  

90. En conclusión, la Corte considera que, de la prolongada e injustificada inobservancia de las 

resoluciones jurisdiccionales internas deriva el quebranto al derecho a la propiedad reconocido en el 
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artículo 21 de la Convención, que no se habría configurado si dichas sentencias hubiesen sido 

acatadas en forma pronta y completa.  

91. Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte reitera que el Estado violó el derecho a la 

protección judicial reconocido en el artículo 25.1 y 25.2.c de la Convención Americana […] y también 

violó el derecho a la propiedad privada reconocido en el artículo 21.1 y 21.2 de dicho instrumento, 

todo ello en relación con el artículo 1.1 del mismo tratado, en perjuicio de las doscientas setenta y 

tres personas indicadas en el párrafo 113 de la presente Sentencia.  

PARA LOGRAR PLENAMENTE LA EFECTIVIDAD DE LA 

SENTENCIA, LA EJECUCIÓN DEBE SER COMPLETA, 

PERFECTA, INTEGRAL Y SIN DEMORA 

 

Corte IDH. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2011. Serie C No. 228  

105. La Corte considera que la ejecución de las sentencias debe ser regida por aquellos estándares 

específicos que permitan hacer efectivos los principios, inter alia, de tutela judicial, debido proceso, 

seguridad jurídica, independencia judicial, y estado de derecho. La Corte concuerda con el Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos al considerar que para lograr plenamente la efectividad de la 

sentencia la ejecución debe ser completa, perfecta, integral y sin demora.  

A NUEVE AÑOS DE HABERSE DECLARADO UNA 

INCONSTITUCIONALIDAD EL ESTADO NO HABÍA  

CUMPLIDO CON LAS OBLIGACIONES DE TAL FALLO 

 

Corte IDH. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2011. Serie C No. 228  

111. En vista de lo anterior, la Corte encuentra que el Estado no cumplió por un período prolongado 

con una tutela judicial efectiva para ejecutar sus propios fallos internos. Luego de nueve años de 

haberse declarado la inconstitucionalidad de los Decretos Ejecutivos Nos. 1185 y 1680 que 

ordenaron la disposición y baja del ejército al señor Mejía Idrovo, el Estado no había dado 

cumplimiento efectivo con las obligaciones derivadas del fallo. Lo anterior generó una violación en 

perjuicio de la víctima al dejarlo en un estado de indefensión e inseguridad jurídica, que le impidió 

restablecer debidamente los derechos reclamados y reconocidos por las autoridades competentes. 

Asimismo, siendo que el fallo del Tribunal Constitucional era autoejecutable, las autoridades 

responsables de su implementación fueron omisas en acatarlo. Fue recién siete años después de 

emitido dicho fallo, que la víctima contó con medidas necesarias para reclamar tal incumplimiento. 

No obstante, hasta la fecha no se ha cumplido en todos los extremos con lo ordenado en la 

sentencia de la Corte Constitucional […]. Por tanto, el Estado, a través del Poder Judicial y demás 

autoridades encargadas de hacer ejecutar el fallo, ha incumplido con su deber de garantizar el 

acatamiento íntegro de las citadas sentencias, en violación de lo dispuesto en el artículo 25.2.c) de la 

Convención.  

RECURSO DE AMPARO CARECIÓ DE EFECTIVIDAD TODA 

VEZ QUE JUEZ NO CUMPLIÓ CON LO ORDENADO  

POR EL TRIBUNAL SUPERIOR 
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Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. 

Sentencia de 27 de junio de 2012. Serie C No. 245  

272. En el marco del examen de los recursos sencillos, rápidos y efectivos que contempla la 

disposición en estudio, esta Corte ha sostenido que la institución procesal del amparo puede reunir 

las características necesarias para la tutela efectiva de los derechos fundamentales, esto es, la de ser 

sencilla y breve. En ese sentido, el Estado sostuvo en el trámite ante este Tribunal en relación con los 

hechos del presente caso, que el recurso de amparo era efectivo para “solucionar la situación 

jurídica del peticionario”. 

274. Tomando en cuenta lo anterior, la Corte constata que el tribunal de alzada constató 

irregularidades en el trámite del recurso de amparo y ordenó subsanarlas. Sin embargo, no le consta 

a este Tribunal que lo señalado por ese tribunal de alzada fuera cumplido a cabalidad por el Juez 

Primero de lo Civil de Pastaza y, por ende, que dicha providencia fuera efectiva. Por el contrario, 

como lo señaló el mismo Estado, el recurso quedó inconcluso. Por tanto, la Corte estima que en el 

presente caso el recurso de amparo careció de efectividad toda vez que el Juez Primero de lo Civil de 

Pastaza no cumplió con lo ordenado por el Tribunal Superior del Distrito de Pastaza e impidió que la 

autoridad competente decidiera sobre los derechos de los accionantes.  

MEDIDA PRECAUTORIA ORDENADA POR JUEZ PARA 

SUSPENDER ACCIONES QUE AFECTARAN LOS DERECHOS 

MATERIA DEL AMPARO NO PRODUJO RESULTADO  

 

Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. 

Sentencia de 27 de junio de 2012. Serie C No. 245  

275. Del mismo modo, el Tribunal advierte que el Juez Primero de lo Civil de Pastaza ordenó, el 29 de 

noviembre de 2002, como medida precautoria, suspender cualquier acción que afectara o 

amenazara los derechos materia del amparo […]. No consta en el acervo probatorio que dicho 

mandato fuera cumplido por las autoridades. Por tanto, la Corte estima que la providencia del Juez 

Primero de lo Civil de Pastaza de 29 de noviembre de 2003, que disponía una medida precautoria, 

careció de efectividad para prevenir la situación planteada y no produjo el resultado para el cual fue 

concebida. En ese sentido, cabe reiterar que para que los recursos planteados en el presente caso 

fueran verdaderamente eficaces, el Estado debió adoptar las medidas necesarias para su 

cumplimiento.  

276. Por último, si bien es legítimo considerar que la medida precautoria dictada por el Juez Primero 

de lo Civil era temporal, hasta que el Juez competente tomara una decisión definitiva sobre el 

recurso de amparo, no es posible llegar a la conclusión de que la obligatoriedad de dicha medida se 

hubiese extinguido por haber quedado el recurso inconcluso, en particular si la inefectividad del 

amparo se debe, como fuera demostrado, a la negligencia de las propias autoridades judiciales. Por 

tanto, la obligación de cumplir con las medidas precautorias ordenadas a cargo de la autoridad 

judicial del Estado se prolongó por todo el período durante el cual permaneció la presunta situación 

de riesgo para los derechos de los accionantes.  

277. Además, si bien las autoridades judiciales no emitieron una providencia o decisión definitiva 

sobre la procedencia del recurso de amparo, las mismas ordenaron una medida precautoria con la 

finalidad de cautelar la efectividad de una eventual decisión definitiva. Por ello, el Estado estaba en 
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la obligación de garantizar el cumplimiento de dicha providencia en los términos de lo dispuesto por 

el artículo 25.2.c de la Convención.  

278. En virtud de las consideraciones anteriores, la Corte estima que el Estado no garantizó un 

recurso efectivo que remediara la situación jurídica infringida, ni garantizó que la autoridad 

competente prevista decidiera sobre los derechos de las personas que interpusieron el recurso y que 

se ejecutaran las providencias, mediante una tutela judicial efectiva, en violación de los artículos 8.1, 

25.1, 25.2.a y 25.2.c de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 

perjuicio del Pueblo Sarayaku.  

NORMAS QUE RIGEN INDEPENDENCIA DEL ORDEN 

JURISDICCIONAL DEBEN ASEGURAR EJECUCIÓN DE 

SENTENCIAS SIN INTERFERENCIA DE OTROS PODERES 

 

Corte IDH. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246.  

211. Asimismo, de conformidad con el artículo 25.2.c de la Convención Americana, el principio de 

tutela judicial efectiva requiere que los procedimientos de ejecución sean accesibles para las partes, 

sin obstáculos o demoras indebidas, a fin de que alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e 

integral. Adicionalmente, las disposiciones que rigen la independencia del orden jurisdiccional deben 

estar formuladas de manera idónea para asegurar la puntual ejecución de las sentencias sin que 

exista interferencia por los otros poderes del Estado y garantizar el carácter vinculante y obligatorio 

de las decisiones de última instancia. La Corte estima que en un ordenamiento basado sobre el 

principio del Estado de Derecho todas las autoridades públicas, dentro del marco de su competencia, 

deben atender las decisiones judiciales, así como dar impulso y ejecución a las mismas sin 

obstaculizar el sentido y alcance de la decisión ni retrasar indebidamente su ejecución.  

EJECUCIÓN DE SENTENCIA QUE CONCEDIÓ 

INDEMNIZACIÓN INCOMPLETA A PERSONA CON 

DISCAPACIDAD GENERÓ DESPROTECCIÓN JUDICIAL 

 

Corte IDH. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246.  

214. De los hechos anteriormente descritos, la Corte considera que la ejecución de la sentencia que 

concedió la indemnización no fue completa ni integral, por cuanto se encuentra probado que 

Sebastián Furlan debía recibir 130.000 pesos argentinos y realmente cobró aproximadamente 

$38.000 pesos argentinos, lo cual es un monto excesivamente menor al que había sido inicialmente 

ordenado. Si bien el Estado alega que la decisión de vender los bonos fue una decisión que se 

enmarcaba en el ámbito personal, la Corte observa que las condiciones personales y económicas 

apremiantes en las cuales se encontraban Sebastián Furlan y su familia […] no les permitía esperar 

hasta el año 2016 para efectuar el cobro. Igualmente, el Tribunal nota que ni la Comisión o los 

representantes han presentado alegatos frente al monto inicial que se fijó en la sentencia, sino 

precisamente al hecho de que al realizarse el cobro, éste haya disminuido hasta casi una tercera 

parte.  

215. En segundo lugar, sin efectuar un análisis general de la Ley 23.982 de 1991, es necesario 

analizar el impacto que la aplicación de dicha ley tuvo en el caso concreto. El primer efecto estaría 
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reseñado en que Sebastián Furlan no recibió la indemnización de manera completa e integral, lo cual 

implicaba un menoscabo en la posibilidad real de brindarle tratamientos médicos y otras 

necesidades que se generaban por ser una persona con discapacidad […]. En este sentido, el Tribunal 

considera que a la hora de aplicar la Ley 23.982 de 1991, las autoridades administrativas debían 

tener bajo consideración que Sebastián Furlan era una persona con discapacidad y de bajos recursos 

económicos, lo cual lo ubicaba en situación de vulnerabilidad que conllevaba una mayor diligencia 

de las autoridades estatales.  

219. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte considera que en el presente caso la ejecución de la 

sentencia que otorgó la indemnización a Sebastián Furlan no fue efectiva y generó en la 

desprotección judicial del mismo, por cuanto no cumplió la finalidad de proteger y resarcir los 

derechos que habían sido vulnerados y que fueron reconocidos mediante la sentencia judicial.  

CORTE IDH SE ABSTIENE DE EMITIR PRONUNCIAMIENTO 

SOBRE EL ALEGADO INCUMPLIMIENTO DE LA DECISIÓN 

DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Caso Wong Ho Wing Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 30 de junio de 2015. Serie C No. 297.  

196. Respecto del derecho a la protección judicial, en los términos del artículo 25 de la Convención 

es posible identificar dos responsabilidades concretas del Estado. La primera, consagrar 

normativamente y asegurar la debida aplicación de recursos efectivos ante las autoridades 

competentes, que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus 

derechos fundamentales o que conlleven a la determinación de los derechos y obligaciones de éstas. 

La segunda, garantizar los medios para ejecutar las respectivas decisiones y sentencias definitivas 

emitidas por tales autoridades competentes, de manera que se protejan efectivamente los derechos 

declarados o reconocidos. Esto último, debido a que una sentencia con carácter de cosa juzgada 

otorga certeza sobre el derecho o controversia discutida en el caso concreto y, por ende, tiene como 

uno de sus efectos la obligatoriedad o necesidad de cumplimiento. Lo contrario supone la negación 

misma del derecho involucrado.  

197. En este sentido, el artículo 25.2.c de la Convención consagra el derecho al “cumplimiento, por 

las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”.  

198. La Corte ha indicado que los Estados tienen la obligación de garantizar los medios para ejecutar 

dichas decisiones definitivas. Es preciso que existan mecanismos eficaces para ejecutar las 

decisiones o sentencias, de manera que se protejan efectivamente los derechos declarados. 

Asimismo, este Tribunal ha establecido que la efectividad de las sentencias depende de su ejecución. 

El proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho reconocido en el 

pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento.  

203. Este Tribunal considera que el señor Wong Ho Wing obtuvo desde mayo de 2011 una decisión 

del Tribunal Constitucional, mediante la cual se ordenaba al Poder Ejecutivo abstenerse de 

extraditarlo. Sin embargo, la Corte toma nota que en dicha decisión el Tribunal Constitucional 

consideró que, conforme a las circunstancias existentes en ese momento persistía un riesgo al 

derecho a la vida del señor Wong Ho Wing, ante la ausencia de las garantías necesarias y suficientes 

para salvaguardar éste. En su resolución de junio de 2011 el Tribunal Constitucional aclaró que al 

emitir su decisión no pudo tomar en cuenta las garantías hasta ese momento ofrecidas porque no 
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formaban parte del expediente y que las notas diplomáticas con las que contaba informaban de la 

derogatoria de la pena de muerte, pero no explicaban su aplicabilidad al caso del señor Wong Ho 

Wing. De esta forma, el Tribunal Constitucional no tuvo oportunidad de valorar ni la derogatoria de 

la pena de muerte para el delito de contrabando de mercancías comunes y su aplicabilidad a la 

situación del señor Wong Ho Wing, ni las garantías diplomáticas posteriores otorgadas por la 

República Popular China, las cuales sí ha tenido oportunidad de valorar esta Corte […].  

204. La Corte advierte que, con posterioridad a la decisión del Tribunal Constitucional, las 

autoridades judiciales internas han emitido pronunciamientos que indicarían que no es posible 

revisar o modificar la decisión del Tribunal Constitucional. Sin embargo, considera que corresponde 

al Estado resolver, conforme a su legislación interna, la manera de proceder frente a la solicitud de 

extradición del señor Wong Ho Wing, teniendo en cuenta que actualmente no existiría un riesgo a 

sus derechos a la vida e integridad personal en caso de ser extraditado, pero al mismo tiempo existe 

una decisión del Tribunal Constitucional que prima facie resultaría inmodificable y que, en principio, 

vincularía al Poder Ejecutivo.  

205. Por otra parte, la Corte toma en cuenta que, de acuerdo con lo señalado por el Estado y no 

controvertido por el representante ni por la Comisión, en el ordenamiento jurídico peruano los actos 

discrecionales del Poder Ejecutivo pueden ser objeto de control constitucional posterior. En el 

mismo sentido se pronunció el perito García Toma, quien expuso que la decisión del Poder Ejecutivo 

“si bien es política, […] no está exenta de control, y no lo está porque con posterioridad a esta 

decisión, cualquier justiciable, utilizando los procesos constitucionales que señala el Código Procesal 

Constitucional, puede impugnar esta decisión ante el juez de la materia”. De esta forma, el señor 

Wong Ho Wing aún goza de la posibilidad de obtener una revisión judicial de dicha decisión en caso 

de inconformidad con la misma. La Corte advierte que la revisión por parte de un juez o tribunal es 

un requisito fundamental para garantizar un adecuado control y escrutinio de los actos de la 

administración que afectan los derechos fundamentales. Además, considera que es necesario que el 

recurso mediante el cual se impugne la decisión definitiva en esta materia tenga efectos 

suspensivos, de manera que la medida no se efectivice hasta tanto no se haya proferido la decisión 

de la instancia ante la que se recurre.  

206. En virtud de las consideraciones anteriores, la Corte estima que en las circunstancias actuales 

de este caso no es procedente emitir un pronunciamiento sobre el alegado incumplimiento de la 

decisión del Tribunal Constitucional. 

EN UN ESTADO DE DERECHO TODAS LAS AUTORIDADES 

PÚBLICAS DEBEN ATENDER DECISIONES ADOPTADAS POR 

MEDIO DE LA “CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL” 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros Vs. Honduras. 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 2015. Serie C No. 305.  

244. En este sentido, este Tribunal considera que la garantía de ejecución le es aplicable al 

cumplimiento de cualquier decisión que estime procedente el recurso disponible, como la del 

presente caso, de conformidad con lo anteriormente señalado. El proceso debe tender a la 

materialización de la protección del derecho reconocido en el pronunciamiento mediante la 

aplicación idónea de este. Por tanto, la efectividad de las providencias judiciales o de cualquier otra 

decisión conforme al artículo 25.2.c depende de su ejecución, la cual debe ser considerada como 

parte integrante del derecho de acceso a la justicia. Lo contrario supone la negación misma del 
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derecho involucrado. Asimismo, la Corte ha señalado que para lograr plenamente la efectividad de la 

sentencia, la ejecución debe ser completa, perfecta, integral y sin demora.  

245. Por ello, el Estado tiene la responsabilidad de garantizar los medios para ejecutar las decisiones 

emitidas por las autoridades competentes, de manera que se protejan efectivamente los derechos 

declarados o reconocidos a efectos de otorgar certeza sobre el derecho o controversia discutida en 

el caso concreto.  

248. A este respecto, la Corte estima que en un ordenamiento basado sobre el principio del Estado 

de Derecho todas las autoridades públicas, dentro del marco de su competencia, deben atender las 

decisiones adoptadas a través de un mecanismo de conciliación extrajudicial como las del presente 

caso, así como dar impulso y ejecución a las mismas sin obstaculizar el sentido y alcance de la 

decisión ni retrasar indebidamente su ejecución, con el fin de otorgarle a la Comunidad de Punta 

Piedra, certeza sobre el derecho o controversia y, por ende, tiene como uno de sus efectos la 

obligatoriedad y necesidad de cumplimiento. De igual manera, el Tribunal considera que acuerdos 

conciliatorios como el presente, en que la obligación recaía en el propio Estado, deben poseer una 

vocación de eficacia, por lo que deben ser adoptados mediante mecanismos que permitan su 

ejecución directa sin requerir la activación de otras vías de carácter administrativas o judiciales […]. 

Por ello, no es válido que el Estado alegue tal exigencia con base en su propio incumplimiento u 

otros como la falta de recursos económicos, en detrimento de las obligaciones jurídicas con valor de 

cosa juzgada asumidas en los compromisos conciliatorios del 2001, y en contravención de los 

principios de buena fe y efectos útiles (effet utile) de dichos acuerdos.  

EJECUCIÓN DE FALLOS COBRA ESPECIAL IMPORTANCIA 

EN CASOS DE MATERIA INDÍGENA, DEBIDO A SU 

SITUACIÓN ESPECIAL DE VULNERABILIDAD 

 

Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros Vs. Honduras. 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 2015. Serie C No. 305.  

249. Asimismo, el Tribunal ha señalado que la ejecución de los fallos debe realizarse sin obstáculos o 

demoras indebidas, a fin de que alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e integral. Ello cobra 

especial importancia en casos de materia indígena, debido a que la situación especial de 

vulnerabilidad en la que se podrían encontrar estos pueblos, podría generar en sí misma 

obstaculizaciones no sólo para acceder a la justicia, sino para lograr la ejecución de las decisiones 

adoptadas. En este sentido, el Estado debe considerar situaciones que podrían significar un 

obstáculo para estos pueblos, tales como: limitantes para el acceso físico a las instituciones 

administrativas y judiciales (distancia, dificultad de acceso); complejidad y diversidad de instancias a 

agotarse; altos costos para la tramitación de los procesos judiciales y para la contratación de 

abogados, y monolingüismo en el desarrollo de los procesos judiciales. En virtud de ello, la Corte 

estima que la necesidad de que se agoten otras vías para el cumplimiento de las propias 

obligaciones estatales asumidas, en vez de propiciar su ejecución, las entorpece, lo cual podría 

resultar en un esfuerzo desmedido o exagerado en detrimento de la Comunidad de Punta Piedra.  

250. Adicionalmente, la Corte considera que los alegatos del Estado respecto de la falta de 

interposición de la vía previa administrativa y de otros recursos en la vía judicial […] son 

extemporáneos, ya que no fueron presentados a la Corte en el momento procesal oportuno, es decir 

en el escrito de contestación del Estado, ni fueron parte de la argumentación en relación con las 
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excepciones preliminares correspondientes, sino que son alegatos incorporados como defensa del 

Estado a través de los alegatos finales escritos.  

251. Con base en lo señalado, la Corte considera que, para efectos del presente caso, los acuerdos 

conciliatorios adoptados fueron idóneos, a fin de lograr el saneamiento del territorio indígena que le 

correspondía de oficio al Estado. Sin embargo, la falta de materialización concreta de los acuerdos 

que obligan al Estado de Honduras, es decir, su falta de ejecución directa sin requerir la activación de 

otras vías judiciales, los tornaron ineficaces, lo cual impidió la posibilidad real de uso y goce del 

territorio titulado a favor de la Comunidad Garífuna de Punta Piedra, por lo que el Estado vulneró el 

artículo 25.1 y 25.2.c de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 

instrumento en perjuicio de la Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros. 

9. PROTECCIÓN JUDICIAL Y GRAVES VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS  

9.1 Derecho a recurso comprende investigación, sanción a responsables y reparación 

CARENCIA DE UN RECURSO EFECTIVO DIO LUGAR A LA 

FALTA DE IDENTIFICACIÓN DE LOS RESPONSABLES Y EL 

ESTABLECIMIENTO DEL PARADERO DE LAS VÍCTIMAS 

 

Corte IDH. Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. 

Serie C No. 68.  

122. De acuerdo con los hechos probados del presente caso, las víctimas o sus familiares no 

contaron con un recurso efectivo que les garantizara el ejercicio de sus derechos, lo que dio lugar, 

entre otros resultados, a la falta de identificación de los responsables en el trámite seguido en el 

fuero militar y al no empleo de la diligencia debida para identificar y establecer el paradero de las 

víctimas. Los datos que obran en autos permiten considerar que la investigación de los sucesos de El 

Frontón adelantada por los tribunales militares fue meramente formal.  

130. En consecuencia, el artículo 8.1 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 25.1 

de la misma, confiere a los familiares de las víctimas el derecho a que la desaparición y muerte de 

estas últimas sean efectivamente investigadas por las autoridades del Estado; se siga un proceso 

contra los responsables de estos ilícitos; en su caso se les impongan las sanciones pertinentes, y se 

reparen los daños y perjuicios que dichos familiares han sufrido. Ninguno de estos derechos fue 

garantizado en el presente caso a los familiares de los señores Durand Ugarte y Ugarte Rivera.  

RECURSOS INTERNOS UTILIZADOS PARA ACLARAR 

GRAVES HECHOS, NO FUERON EFICACES HACIENDO 

ILUSORIO EL DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL 

 

Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99.  

135. Por otra parte, ha quedado demostrado que, pese a los diferentes recursos internos utilizados 

con el fin de aclarar los hechos, éstos no fueron eficaces para enjuiciar y, en su caso, sancionar, a sus 

responsables […]. El Estado no ha identificado a la persona o personas responsables penalmente de 

los hechos antijurídicos objeto de demanda. Por el contrario, en el caso en estudio ha quedado 

demostrado que la muerte del señor Juan Humberto Sánchez se encuadró dentro de un patrón de 
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ejecuciones extrajudiciales […], las cuales se caracterizan por ir acompañadas a su vez de impunidad 

[…], en la cual los recursos judiciales no son efectivos, las investigaciones judiciales tienen graves 

falencias y el transcurso del tiempo juega un papel fundamental en borrar todos los rastros del 

delito, haciéndose de esta manera ilusorio el derecho a la defensa y protección judicial en los 

términos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.  

AUTORIDADES JUDICIALES PERMITIERON QUE ACCIONES 

DE AMPARO SE CONVIRTIERAN EN UN RECURSO 

DILATORIO DEL PROCEDIMIENTO  

 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.  

203. En el capítulo sobre hechos probados se demostró la falta de diligencia y voluntad de los 

tribunales de justicia para impulsar el procedimiento penal tendiente a esclarecer todos los hechos 

de la muerte de Myrna Mack Chang y sancionar a todos los responsables. El Tribunal no entrará a 

analizar aquí cada una de las actuaciones de los tribunales que carecieron de la debida diligencia 

(pedidos de amparo, inconstitucionalidad, recusaciones, incidentes, incompetencias, nulidades, 

pedidos de acogerse a la Ley de Reconciliación Nacional, entre otros), pero a manera de ejemplo 

hará alusión únicamente al uso de las acciones de amparo, cuya interposición y trámite llevó a los 

conductores del proceso penal a incurrir en notorias dilaciones en el presente caso. […]  

204. En el presente caso los procesados han interpuesto al menos doce recursos de amparo, tal 

como se estableció en el capítulo de hechos probados, todos los cuales fueron declarados 

improcedentes por las autoridades judiciales respectivas. Asimismo, la Corte observa, tal como lo 

señalaron la Comisión y los representantes de los familiares de la víctima, que éstas acciones de 

amparo paralizaron el proceso por más de tres años. Las autoridades judiciales no dieron trámite 

con la debida diligencia a las acciones de amparo, con el fin de que este fuese un recurso rápido y 

eficaz, y más bien permitieron que se convirtiera en un recurso dilatorio del procedimiento, toda vez 

que puede ser conocido hasta por cuatro diferentes instancias.  

206. La Corte observa que, tal como se desprende del texto de “Ley de Amparo, Exhibición Personal 

y de Constitucionalidad”, y de acuerdo con el peritaje de Henry El Khoury, la propia ley obliga a los 

tribunales de amparo a dar trámite y resolver todo recurso de amparo que sea interpuesto contra 

cualquier autoridad judicial por cualquier acto procesal. Por lo tanto, la ley misma obliga a dichos 

tribunales a dar trámite a cualquier recurso de amparo, aunque este sea “manifiestamente 

improcedente”, tal como fueron declarados varios de los recursos planteados en este caso.  

207. Sin embargo, la Corte llama la atención a que en el proceso penal referido, la interposición 

frecuente de ese recurso, aunque permisible por la ley, ha sido tolerada por las autoridades 

judiciales. Este Tribunal considera que el juez interno, como autoridad competente para dirigir el 

proceso, tiene el deber de encauzarlo, de modo a que se restrinja el uso desproporcionado de 

acciones que pueden tener efectos dilatorios. A su vez, el trámite de los recursos de amparo con sus 

respectivas apelaciones fue realizado sin sujeción a los plazos legales, ya que los tribunales de 

justicia guatemaltecos tardaron en promedio aproximadamente seis meses en decidir cada uno. Esa 

situación provocó una paralización del proceso penal.  

209. Esta manera de ejercer los medios que la ley pone al servicio de la defensa ha sido tolerada y 

permitida por los órganos judiciales intervinientes, con olvido de que su función no se agota en 
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posibilitar un debido proceso que garantice la defensa en juicio, sino que debe además asegurar en 

un tiempo razonable el derecho de la víctima o sus familiares a saber la verdad de lo sucedido y a 

que se sancione a los eventuales responsables.  

EL DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA EXIGE A 

LOS JUECES EVITAR DILACIONES INDEBIDAS FRUSTRANDO 

LA DEBIDA PROTECCIÓN DE LOS DDHH 

 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.  

210. El derecho a la tutela judicial efectiva exige entonces a los jueces que dirijan el proceso de 

modo a evitar que dilaciones y entorpecimientos indebidos, conduzcan a la impunidad, frustrando 

así la debida protección judicial de los derechos humanos.  

211. A la luz de lo anteriormente dicho, la Corte considera que los jueces como rectores del proceso 

tienen el deber de dirigir y encausar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la justicia y el 

debido proceso legal en pro del formalismo y la impunidad. De este modo, si las autoridades 

permiten y toleran el uso de esta manera de los recursos judiciales, los transforman en un medio 

para que los que cometen un ilícito penal dilaten y entorpezcan el proceso judicial. Esto conduce a la 

violación de la obligación internacional del Estado de prevenir y proteger los derechos humanos y 

menoscaba el derecho de la víctima y de sus familiares a saber la verdad de lo sucedido, a que se 

identifique y se sancione a todos los responsables y a obtener las consecuentes reparaciones.  

217. Por otra parte, ha quedado demostrado que, pese a que se inició dicho proceso penal con el fin 

de esclarecer los hechos, éste no ha sido eficaz para enjuiciar y, en su caso, sancionar a todos sus 

responsables, como ya se dijo […]. Si bien ya se encuentra condenado uno de los autores materiales 

de los hechos, lo cierto es que el Estado no ha identificado ni sancionado a todas las personas 

responsables penalmente de los hechos antijurídicos objeto de demanda (autores materiales, 

intelectuales, partícipes y encubridores). En el caso en estudio ha quedado demostrado que la 

muerte de Myrna Mack Chang se encuadró dentro de un patrón de ejecuciones extrajudiciales 

selectivas […], las cuales se han caracterizado por ir acompañadas a su vez de la impunidad […], 

situación en cuyo marco los recursos judiciales no son efectivos, las investigaciones judiciales tienen 

graves falencias y el transcurso del tiempo juega un papel fundamental en borrar todos los rastros 

del delito, haciéndose de esta manera ilusoria la protección judicial consagrada en los artículos 8 y 

25 de la Convención Americana.  

NO BASTA CON QUE LOS RECURSOS EXISTAN 

FORMALMENTE, SINO QUE DEBEN DAR RESPUESTAS  

A LAS VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS 

 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103.  

117. Además, este Tribunal ha establecido que no basta que los recursos existan formalmente, sino 

que los mismos deben dar resultados o respuestas a las violaciones de derechos humanos, para que 

éstos puedan ser considerados efectivos. Es decir, toda persona debe tener acceso a un recurso 

sencillo y rápido ante jueces o tribunales competentes que amparen sus derechos fundamentales. 

[…]  
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SOLO SI SE ESCLARECEN CIRCUNSTANCIAS EN CUANTO A 

LA VIOLACIÓN DE DERECHOS PROTEGIDOS, EL ESTADO 

HABRÁ PROPORCIONADO UN “RECURSO EFECTIVO” 

 

Corte IDH. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109.  

175. En reiteradas oportunidades el Tribunal ha señalado que el Estado tiene el deber de evitar y 

combatir la impunidad, que la Corte ha definido como “la falta en su conjunto de investigación, 

persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los 

derechos protegidos por la Convención Americana”. Al respecto, la Corte ha advertido que  

[...] el Estado tiene la obligación de combatir tal situación por todos los medios legales disponibles 

ya que la impunidad propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total 

indefensión de las víctimas y de sus familiares.  

176. El Tribunal ha indicado que sólo si se esclarecen todas las circunstancias en cuanto a la 

violación, el Estado habrá proporcionado a las víctimas y a sus familiares un recurso efectivo y habrá 

cumplido con su obligación general de investigar y sancionar, permitiendo a los familiares de la 

víctima conocer la verdad, no sólo sobre el paradero de sus restos mortales sino sobre todo lo 

sucedido a la víctima.  

187. En consecuencia, el artículo 8.1 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 25.1 

de la misma, confiere a los familiares de las víctimas el derecho a que la muerte de estas últimas sea 

efectivamente investigada por las autoridades del Estado; se siga un proceso contra los responsables 

de estos ilícitos; en su caso, se les impongan las sanciones pertinentes, y se reparen los daños y 

perjuicios que dichos familiares han sufrido. 

193. La Corte ha reiterado que no basta con que se prevea la existencia de recursos, si estos no 

resultan efectivos para combatir la violación de los derechos protegidos por la Convención […]. Esta 

garantía de protección de los derechos de los individuos no supone sólo el resguardo directo a la 

persona vulnerada sino, además, a los familiares, quienes por los acontecimientos y circunstancias 

particulares del caso, son quienes ejercen la reclamación en el orden interno.  

204. Con fundamento en las consideraciones precedentes, puede afirmarse que al realizar un 

estudio global de los procesos tramitados para investigar los hechos que generaron las violaciones, e 

identificar y sancionar a los responsables, el Estado no observó el principio del plazo razonable 

consagrado en la Convención Americana. Asimismo, la Corte considera que dichos procesos no han 

sido efectivos en cuanto a la búsqueda de los restos mortales de los 19 comerciantes, lo cual ha 

causado y continúa causando un sufrimiento intenso a sus familiares.  

DERECHOS DE LA CONVENCIÓN ESTARÍAN DESPROVISTOS 

DE PROTECCIÓN EFECTIVA SI NORMATIVA INTERNA 

IMPIDIERA CUMPLIMIENTO DE DECISIONES DE LA CORTE 

 

Corte IDH. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 110.  

151. De acuerdo con las obligaciones convencionales asumidas por los Estados, ninguna disposición 

o instituto de derecho interno, entre ellos la prescripción, podría oponerse al cumplimiento de las 
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decisiones de la Corte en cuanto a la investigación y sanción de los responsables de las violaciones 

de los derechos humanos. Si así no fuera, los derechos consagrados en la Convención Americana 

estarían desprovistos de una protección efectiva. Este entendimiento de la Corte está conforme a la 

letra y al espíritu de la Convención, así como a los principios generales del derecho internacional; 

uno de estos principios es el de pacta sunt servanda, el cual requiere que a las disposiciones de un 

tratado les sea asegurado un efecto útil en el plano del derecho interno de los Estados Partes.  

152. De conformidad con los principios generales del derecho internacional y tal como se desprende 

del artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, las decisiones 

de los órganos de protección internacional de derechos humanos no pueden encontrar obstáculo 

alguno para su plena aplicación en las reglas o institutos de derecho interno.  

156. Por lo expuesto, la Corte considera que el Estado violó los derechos consagrados en los 

artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma y las 

obligaciones previstas en el artículo 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, en 

perjuicio de Rafael Samuel y Emilio Moisés Gómez Paquiyauri. Asimismo, el Estado violó los 

derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 

1.1 de la misma, en perjuicio de sus familiares, los señores Ricardo Samuel Gómez Quispe, Marcelina 

Paquiyauri Illanes de Gómez, Ricardo Emilio Gómez Paquiyauri, Carlos Pedro Gómez Paquiyauri, 

Marcelina Haydeé Gómez Paquiyauri, Lucy Rosa Gómez Paquiyauri, y Miguel Ángel Gómez 

Paquiyauri.  

DURANTE LA INVESTIGACIÓN Y EL TRÁMITE JUDICIAL LAS 

VÍCTIMAS DE VIOLACIONES A LOS DDHH, O FAMILIARES, 

DEBEN PODER PARTICIPAR Y SER ESCUCHADOS 

 

Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia 15 de junio de 2005. Serie C No. 124.  

142. La Corte ha sostenido que, según la Convención Americana, los Estados Partes se obligan a 

suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos humanos (art. 

25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal 

(art. 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el 

libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se 

encuentre bajo su jurisdicción. 

147. El Tribunal ha afirmado que durante el proceso de investigación y el trámite judicial, las víctimas 

de violaciones de derechos humanos, o sus familiares, deben tener amplias oportunidades para 

participar y ser escuchados, tanto en el esclarecimiento de los hechos y la sanción de los 

responsables, como en la búsqueda de una justa compensación. La Corte ha establecido que las 

víctimas de violaciones de derechos humanos y sus familiares tienen derecho a conocer la verdad 

con respecto a esas violaciones – esto es, a ser informados sobre los hechos y los responsables. Por 

lo tanto, los miembros de la comunidad tienen derecho en el presente caso a que las muertes y 

violaciones a la integridad personal producto del ataque de 1986 sean efectivamente investigadas 

por las autoridades estatales, a que se juzgue y sancione adecuadamente a los responsables de las 

acciones ilegales, y a recibir compensación por los daños y perjuicios sufridos.  
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EN CASO DE DESAPARICIÓN FORZADA EL PRIMER 

RECURSO QUE EL ESTADO DEBIÓ SUMINISTRAR ERA UNA 

INVESTIGACIÓN EFECTIVA Y UN PROCESO JUDICIAL 

 

Corte IDH. Caso Gómez Palomino Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 

de noviembre de 2005. Serie C No. 136.  

78. La Corte ha reiterado que los familiares de víctimas de graves violaciones de derechos humanos 

tienen el derecho a conocer la verdad sobre estas violaciones. Este derecho a la verdad, al ser 

reconocido y ejercido en una situación concreta, constituye un medio importante de reparación para 

la víctima y sus familiares y da lugar a una expectativa que el Estado debe satisfacer. Por otra parte, 

el conocer la verdad facilita a la sociedad peruana la búsqueda de formas de prevenir este tipo de 

violaciones en el futuro.  

79. En consecuencia, los familiares de las víctimas tienen el derecho, y los Estados la obligación, a 

que lo sucedido a aquéllas sea efectivamente investigado por las autoridades estatales, se siga un 

proceso contra los presuntos responsables de estos ilícitos y, en su caso, se les impongan las 

sanciones pertinentes, y se reparen los daños y perjuicios que dichos familiares han sufrido.  

80. En respuesta a la desaparición forzada del señor Santiago Gómez Palomino, el primer recurso 

que el Estado debió haber suministrado era una investigación efectiva y un proceso judicial 

tendiente al esclarecimiento de los hechos, la sanción de los responsables y el otorgamiento de una 

compensación adecuada. Este Tribunal ha establecido que la investigación que deben emprender los 

Estados debe ser realizada ex officio, sin dilación y con la debida diligencia, lo cual implica que el 

órgano que investiga debe llevar a cabo, dentro de un plazo razonable, todas aquellas actuaciones 

necesarias para procurar como mínimo el esclarecimiento de los hechos.  

81. El Estado reconoció no haber iniciado una investigación efectiva tan pronto le fue denunciada la 

desaparición forzada del señor Gómez Palomino, en contravención de la obligación que se 

desprende de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana […]. El Perú manifestó que esta 

situación se mantuvo sólo hasta el período de transición democrática […]. Sin embargo, de 

conformidad con el acervo probatorio y la aceptación de los hechos efectuada por el Estado […], la 

Corte observa con gran preocupación los limitados pasos de investigación realizados por el Estado 

desde el año 2002, cuando fue reabierta la investigación en manos del Ministerio Público, hasta la 

actualidad.  

85. De este modo, el Tribunal considera que la investigación emprendida por la Fiscalía Provincial 

Especializada de Lima no ha sido realizada con la debida diligencia para conducir al esclarecimiento 

de los hechos, a la determinación del paradero de los restos de la víctima, así como al enjuiciamiento 

de los responsables de su desaparición forzada, por lo que no puede ser considerada efectiva en los 

términos de la Convención. Además, las falencias investigativas que se dieron con posterioridad a la 

desaparición forzada del señor Gómez Palomino y que han sido aceptadas por el Estado, difícilmente 

pueden ser subsanadas por las tardías e insuficientes diligencias probatorias que el Estado ha 

desarrollado a partir del año 2002. Prueba de ello son los trece años que han trascurrido desde que 

sucedieron los hechos y los cinco años que han mediado desde que el Perú reestableció la 

democracia, sin que la investigación pase de su fase preliminar. Finalmente, este Tribunal considera 

que dicha demora, en exceso prolongada, constituye per se una violación de las garantías judiciales, 

que no ha sido justificada por el Estado.  
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FALTAS O DEBERES DE PROTECCIÓN Y DE INVESTIGACIÓN 

HAN CONTRIBUIDO A LA IMPUNIDAD DE RESPONSABLES 

POR GRAVES VIOLACIONES COMETIDAS 

 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 

2006. Serie C No. 140.  

193. En consecuencia, la jurisprudencia de este Tribunal, la propia jurisprudencia de la Corte 

Constitucional de Colombia, la gran celeridad y el total desinterés con que actuaron los órganos de la 

jurisdicción penal militar para esclarecer los hechos del caso, permiten concluir que además de que 

esta jurisdicción no era la vía adecuada, no constituyó un recurso efectivo para investigar las graves 

violaciones cometidas en perjuicio de las 43 víctimas de Pueblo Bello, ni para establecer la verdad de 

los hechos y juzgar y sancionar a sus responsables. Las actuaciones en esta vía fueron gravemente 

negligentes y no se investigó seriamente a miembros de las Fuerzas Armadas que pudieran estar 

vinculados con los hechos.  

211. Una vez analizados cada uno de los procedimientos abiertos a nivel interno en relación con los 

hechos de Pueblo Bello, así como la interacción general de esos procedimientos en el contexto de 

impunidad imperante en el período en que fueron aplicados, se concluye que el conjunto de las 

faltas a los deberes de protección y de investigación ya establecidas han coadyuvado a la impunidad 

de la mayoría de los responsables de las violaciones cometidas. Un ataque a la población civil de las 

proporciones subrayadas en este caso no pudo pasar desapercibida por los mandos militares de las 

zonas de donde salieron y por donde transitaron los paramilitares. Si bien han sido condenados 

algunos de los paramilitares responsables de la masacre, subsiste una impunidad generalizada en el 

presente caso, en la medida en que no ha sido determinada toda la verdad de los hechos ni la 

totalidad de las responsabilidades intelectuales y materiales por los mismos. Además, es un hecho 

relevante que la mayoría de los paramilitares condenados no se encuentren cumpliendo la condena 

impuesta por no haberse hecho efectivas las órdenes de captura libradas en su contra. 

 212. La Corte concluye que los procesos y procedimientos internos no han constituido, ni 

individualmente ni en conjunto, recursos efectivos para garantizar el acceso a la justicia, la 

determinación del paradero de las personas desaparecidas y de toda la verdad de los hechos, la 

investigación y sanción de los responsables y la reparación de las consecuencias de las violaciones. 

Por ende, el Estado es responsable por la violación de los artículos 8.1 y 25 de la Convención, en 

relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares de las personas desaparecidas 

y privadas de la vida del presente caso  

ANTE CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD EL ESTADO DEBE 

UTILIZAR LOS MEDIOS, INSTRUMENTOS Y MECANISMOS 

INTERNOS Y EXTERNOS PARA EVITAR LA IMPUNIDAD 

 

Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160  

404. Por lo tanto, la Corte encuentra que hay evidencia para sostener que las muertes y torturas 

cometidas contra las víctimas de este caso por agentes estatales, por las razones referidas en 

párrafos precedentes constituyen crímenes de lesa humanidad. La prohibición de cometer estos 

crímenes es una norma de ius cogens, y, por tanto, el Estado tiene el deber de no dejar impunes 
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estos delitos y para ello debe utilizar los medios, instrumentos y mecanismos nacionales e 

internacionales para la persecución efectiva de tales conductas y la sanción de sus autores, con el fin 

de prevenirlas y evitar que queden en la impunidad.  

IMPUNIDAD IMPLICA LA FALTA DE INVESTIGACIÓN, 

PERSECUCIÓN, CAPTURA, ENJUICIAMENTO Y CONDENA DE 

RESPONSABLES DE VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS 

 

Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160  

405. Este Tribunal ha señalado invariablemente que el Estado tiene el deber de evitar y combatir la 

impunidad, caracterizada como “la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, 

enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la 

Convención Americana”. Se debe combatir la impunidad por todos los medios legales disponibles, 

tomando en cuenta la necesidad de hacer justicia en el caso concreto y que aquélla propicia la 

repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas. Este 

Tribunal ha destacado también que la naturaleza y gravedad de los hechos en contextos de 

violaciones sistemáticas de derechos humanos genera una mayor necesidad de erradicar la 

impunidad de los hechos.  

EL ESTADO DEBE SANCIONAR EFECTIVAMENTE Y DENTRO 

DE UN PLAZO RAZONABLE, A LOS RESPONSABLES DE LAS 

DESAPARICIONES FORZADAS  

 

Corte IDH. Caso Ticona Estrada y otros Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 191  

85. De lo expuesto, el Tribunal señala que el proceso penal no ha constituido un recurso efectivo 

para garantizar el acceso a la justicia, la investigación y eventual sanción de los responsables de los 

hechos relacionados con la desaparición forzada de Renato Ticona y la reparación integral de las 

consecuencias de las violaciones. Asimismo, de conformidad con el artículo I.b) de la CIDFP el Estado 

debe sancionar efectivamente y dentro de un plazo razonable a los responsables de las 

desapariciones forzadas que ocurran dentro de su jurisdicción, asegurando que se cumpla la 

naturaleza misma de la sanción y evitando la impunidad. La Corte observa que en el tiempo 

trascurrido desde la desaparición de Renato Ticona hasta la fecha, el Estado no ha cumplido con lo 

estipulado en el artículo I.b) de la CIDFP. Consecuentemente, la Corte concluye, en consideración de 

lo expuesto y del allanamiento del Estado, que Bolivia es responsable de la violación de las garantías 

y protección judiciales consagradas en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en 

relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Honoria Estrada de Ticona, César Ticona 

Olivares, Hugo Ticona Estrada, Betzy Ticona Estrada y Rodo Ticona Estrada, así como el 

incumplimiento de la obligación consagrada en el artículo I.b) de la CIDFP.  

FALTA DE RESPUESTA ESTATAL GUARDA RELACIÓN 

DIRECTA CON EL PRINCIPIO DE EFECTIVIDAD QUE DEBE 

REGIR EL DESARROLLO DE LAS INVESTIGACIONES 
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Corte IDH. Caso Escher y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 6 de julio de 2009. Serie C No. 200.  

95. Para el Tribunal la falta de respuesta estatal, como se ha señalado, es un elemento determinante 

al valorar si se ha dado un incumplimiento del contenido de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 

Americana, ya que tiene relación directa con el principio de efectividad que debe regir el desarrollo 

de tales investigaciones. Cabe señalar que la obligación de investigar no sólo se desprende de las 

normas convencionales de Derecho Internacional imperativas para los Estados Partes, sino que 

además se deriva de la legislación interna que haga referencia al deber de investigar de oficio ciertas 

conductas ilícitas. La Corte observa que las autoridades del Estado se encontraban obligadas de 

acuerdo a su legislación interna, a investigar de oficio hechos como los del presente caso.  

206. Ante ello, la Corte señala que la falta de respuesta estatal es un elemento determinante al 

valorar si se han incumplido los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, pues tiene relación 

directa con el principio de efectividad que debe caracterizar el desarrollo de tales investigaciones. En 

el presente caso, las autoridades estatales no actuaron con la debida diligencia ni con arreglo a las 

previsiones consagradas en los artículos mencionados concernientes al deber de investigar […].  

EN ESTE CASO DE DESAPARICIÓN FORZADA UNA DEMORA 

PROLONGADA PUEDE LLEGAR A CONSTITUIR, POR SÍ 

MISMA, UNA VIOLACIÓN DE LAS GARANTÍAS JUDICIALES 

 

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202.  

124. El derecho de acceso a la justicia requiere que se haga efectiva la determinación de los hechos 

que se investigan y, en su caso, de las correspondientes responsabilidades penales en tiempo 

razonable, por lo que, en atención a la necesidad de garantizar los derechos de las personas 

perjudicadas, una demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de las 

garantías judiciales. Además, por tratarse de una desaparición forzada, el derecho de acceso a la 

justicia incluye que se procure determinar la suerte o paradero de la víctima […].  

125. En estos casos, la impunidad debe ser erradicada mediante la determinación de las 

responsabilidades tanto generales –del Estado- como individuales –penales y de otra índole de sus 

agentes o de particulares-. En cumplimiento de esta obligación, el Estado debe remover todos los 

obstáculos, de facto y de jure, que mantengan la impunidad. Las investigaciones deben respetar los 

requerimientos del debido proceso, lo que implica que el sistema de administración de justicia debe 

estar organizado de manera tal que su independencia e imparcialidad pueda ser garantizada y que el 

juzgamiento de graves violaciones a los derechos humanos sea efectuado ante los tribunales 

ordinarios, para evitar la impunidad y procurar la búsqueda de la verdad. Además, ante la naturaleza 

y gravedad de los hechos, más aún en contextos de violaciones sistemáticas de derechos humanos, y 

puesto que el acceso a la justicia constituye una norma imperativa de Derecho Internacional, la 

necesidad de erradicar la impunidad se presenta ante la comunidad internacional como un deber de 

cooperación entre los Estados, que deben adoptar las medidas necesarias para no dejar en la 

impunidad esas violaciones, ya sea ejerciendo su jurisdicción para aplicar su derecho interno y el 

derecho internacional para juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables, o colaborando con 

otros Estados que lo hagan o procuren hacerlo.  
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154. En conclusión, una debida diligencia en los procesos por los hechos del presente caso exigía que 

éstos fueran conducidos tomando en cuenta la complejidad de los hechos, el contexto en que 

ocurrieron y los patrones que explican su comisión, evitando omisiones al recabar prueba y al seguir 

líneas lógicas de investigación. En este sentido, resulta esencial la adopción de todas las medidas 

necesarias para visibilizar los patrones sistemáticos que permitieron tanto la comisión de graves 

violaciones de los derechos humanos, como los mecanismos y estructuras a través de los cuales se 

aseguró su impunidad.  

EL DEBER DE INVESTIGAR EFECTIVAMENTE TIENE 

ALCANCES ADICIONALES CUANDO INVOLUCRA MUJERES 

QUE SUFREN EN CONTEXTO DE VIOLENCIA CONTRA ELLAS 

 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205.  

293. La Corte considera que el deber de investigar efectivamente, siguiendo los estándares 

establecidos por el Tribunal […] tiene alcances adicionales cuando se trata de una mujer que sufre 

una muerte, maltrato o afectación a su libertad personal en el marco de un contexto general de 

violencia contra las mujeres. En similar sentido, la Corte Europea ha dicho que cuando un ataque es 

motivado por razones de raza, es particularmente importante que la investigación sea realizada con 

vigor e imparcialidad, teniendo en cuenta la necesidad de reiterar continuamente la condena de 

racismo por parte de la sociedad y para mantener la confianza de las minorías en la habilidad de las 

autoridades de protegerlas de la amenaza de violencia racial. El criterio anterior es totalmente 

aplicable al analizarse los alcances del deber de debida diligencia en la investigación de casos de 

violencia por razón de género.  

388. A manera de conclusión, la Corte acepta el reconocimiento de responsabilidad por las 

irregularidades cometidas en la primera etapa de las investigaciones. Sin embargo, el Tribunal ha 

constatado que en la segunda etapa de las mismas no se han subsanado totalmente dichas falencias. 

Las irregularidades en el manejo de evidencias, la alegada fabricación de culpables, el retraso en las 

investigaciones, la falta de líneas de investigación que tengan en cuenta el contexto de violencia 

contra la mujer en el que se desenvolvieron las ejecuciones de las tres víctimas y la inexistencia de 

investigaciones contra funcionarios públicos por su supuesta negligencia grave, vulneran el derecho 

de acceso a la justicia, a una protección judicial eficaz y el derecho de los familiares y de la sociedad 

a conocer la verdad de lo ocurrido. Además, denota un incumplimiento estatal de garantizar, a 

través de una investigación seria y adecuada, los derechos a la vida, integridad personal y libertad 

personal de las tres víctimas. Todo ello permite concluir que en el presente caso existe impunidad y 

que las medidas de derecho interno adoptadas han sido insuficientes para enfrentar las graves 

violaciones de derechos humanos ocurridas. El Estado no demostró haber adoptado normas o 

implementado las medidas necesarias, conforme al artículo 2 de la Convención Americana y al 

artículo 7.c de la Convención Belém do Pará, que permitieran a las autoridades ofrecer una 

investigación con debida diligencia. Esta ineficacia judicial frente a casos individuales de violencia 

contra las mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita y promueve la repetición de los 

hechos de violencia en general y envía un mensaje según el cual la violencia contra las mujeres 

puede ser tolerada y aceptada como parte del diario vivir.  

389. Por lo expuesto, el Tribunal concluye que el Estado incumplió con su deber de investigar -y con 

ello su deber de garantizar- los derechos consagrados en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la 
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Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y con el artículo 7.b y 7.c de 

la Convención Belém do Pará, en perjuicio de Claudia Ivette González, Laura Berenice Ramos 

Monárrez y Esmeralda Herrera Monreal. Por los mismos motivos, el Estado violó los derechos de 

acceso a la justicia y protección judicial, consagrados en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 

Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y 7.b y 7.c de la Convención Belém do 

Para, […].  

SIN MENOSCABO DE ACTUACIONES DE OTRAS INSTANCIAS 

DE DDHH, ANÁLISIS DE LA CORTE IDH SOBRE OBLIGACIÓN 

DE INVESTIGAR, DEBE DARSE HACIA LO JURISDICCIONAL 

 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209  

181. De acuerdo a lo anterior, sin menoscabar las actuaciones llevadas a cabo por la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos en relación con la desaparición forzada del señor Rosendo 

Radilla Pacheco, particularmente por lo que se refiere a la presunta participación de agentes 

estatales, la Corte considera que el análisis sobre el derecho de acceso a la justicia y la obligación a 

cargo del Estado de realizar investigaciones efectivas en el presente caso debe circunscribirse a las 

actuaciones realizadas en el ámbito jurisdiccional.  

191. El derecho de acceso a la justicia requiere que se haga efectiva la determinación de los hechos 

que se investigan y, en su caso, de las correspondientes responsabilidades penales en tiempo 

razonable, por lo que, en atención a la necesidad de garantizar los derechos de las personas 

perjudicadas, una demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de las 

garantías judiciales. Además, por tratarse de una desaparición forzada, el derecho de acceso a la 

justicia incluye que en la investigación de los hechos se procure determinar la suerte o paradero de 

la víctima […].  

201. Para la Corte, la falta de respuesta estatal es un elemento determinante al valorar si se ha dado 

un incumplimiento del contenido de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, pues tiene 

relación directa con el principio de efectividad que debe tener el desarrollo de tales investigaciones. 

En el presente caso, luego de recibir la denuncia presentada en 1992, el Estado debió realizar una 

investigación seria e imparcial, con el propósito de brindar en un plazo razonable una resolución que 

resolviera el fondo de las circunstancias que le fueron planteadas.  

206. Como lo ha señalado en otras oportunidades, la Corte considera que las autoridades 

encargadas de las investigaciones tenían el deber de asegurar que en el curso de las mismas se 

valorarán los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de graves violaciones de los 

derechos humanos en el presente caso. En aras de garantizar su efectividad, la investigación debió 

ser conducida tomando en cuenta la complejidad de este tipo de hechos y la estructura en la cual se 

ubican las personas probablemente involucradas en los mismos, de acuerdo al contexto en que 

ocurrieron, evitando así omisiones en la recaudación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas 

de investigación.  

212. De todo lo anterior, la Corte considera que, en el caso concreto, si bien se han realizado varias 

diligencias, la investigación llevada a cabo por el Estado no ha sido conducida con la debida 

diligencia, de manera que sea capaz de garantizar el reestablecimiento de los derechos de las 

víctimas y evitar la impunidad. El Tribunal ha definido la impunidad como “la falta en su conjunto de 



86 

 

investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones 

de los derechos protegidos por la Convención Americana”. En casos de desaparición forzada de 

personas, la impunidad debe ser erradicada mediante la determinación de las responsabilidades 

tanto generales –del Estado- como individuales –penales y de otra índole de sus agentes o de 

particulares-. En cumplimiento de esta obligación, el Estado debe remover todos los obstáculos, de 

facto y de jure, que mantengan la impunidad. 

PESE A INDICIOS DE QUE HOMICIDIO DE MUJER PUDO 

DARSE POR RAZONES DE GÉNERO, LA INVESTIGACIÓN 

INCLUYÓ ACTOS DE SESGO DISCRIMINATORIO 

 

Corte IDH. Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277.  

225. Por lo expuesto, la Corte colige que pese a indicios de que el homicidio de María Isabel podría 

haberse cometido por razones de género, la investigación no fue conducida con una perspectiva de 

género y se demostró que hubo faltas a la debida diligencia y actos de sesgo discriminatorio en la 

misma. La investigación, ha sobrepasado excesivamente el plazo razonable y aún continúa en su fase 

investigativa inicial. Además, la falta de diligencia en el caso, como reconoció el Estado, se vinculó a 

la inexistencia de normas y protocolos para la investigación de este tipo de hechos. Por todo lo 

dicho, esta Corte concluye que la investigación abierta a nivel interno no ha garantizado el acceso a 

la justicia de los familiares de María Isabel Veliz Franco, lo cual constituye una violación de los 

derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial consagrados en los artículos 8.1 y 25.1 de 

la Convención Americana, y el derecho a la igualdad ante ley consagrado en el artículo 24 de la 

Convención, en relación con las obligaciones generales contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la 

Convención Americana, y con los artículos 7.b y 7.c de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio 

la señora Rosa Elvira Franco Sandoval, Leonel Enrique Veliz Franco, José Roberto Franco, y de los 

abuelos ya fallecidos Cruz Elvira Sandoval Polanco y Roberto Franco Pérez.  

EL ESTADO NO LLEVÓ A CABO UNA AVERIGUACIÓN 

EXHAUSTIVA Y DILIGENTE, VIOLANDO ASÍ LOS ARTÍCULOS 

8.1 Y 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

 

Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C 

No. 281  

250. La Corte concluye que, con respecto a las investigaciones y el proceso penal incoado por la 

muerte de Igmar Landaeta, el Estado no llevó a cabo una averiguación exhaustiva y diligente, 

siguiendo líneas conjuntas de investigación en relación con la muerte de su hermano Eduardo 

Landaeta, que permitieran la obtención de suficientes elementos técnicos, consistentes, 

congruentes y fiables, con el fin de desvirtuar las posiciones contradictorias asumidas por las 

autoridades judiciales, lo cual incidió de manera relevante en la obstrucción del esclarecimiento de 

los hechos en el fuero interno y en la determinación de las responsabilidades correspondientes. De 

igual manera, el Tribunal concluye que el Estado no proveyó un recurso judicial efectivo a los 

familiares de Igmar Landaeta, debido a la existencia de ciertos retrasos procesales en la prosecución 

del caso, así como a la falta de motivación y análisis completo y exhaustivo sobre la necesidad y 

proporcionalidad respecto a la actuación de los agentes en cumplimiento de un deber o en el 
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ejercicio de la legítima defensa, con el fin de esclarecer los hechos y sancionar a los responsables de 

considerarse pertinente. En consecuencia, esta Corte considera que el Estado es responsable 

internacionalmente por la violación de los derechos establecidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la 

Convención Americana, en perjuicio de los familiares de Igmar Landaeta […].  

275. La Corte concluye que con respecto a las investigaciones y el proceso penal incoado por la 

muerte de Eduardo Landaeta, el Estado no llevó a cabo una averiguación diligente debido a falencias 

durante la recolección de pruebas, las cuales implicaron la actuación de diligencias de importancia 

más de ocho años después de sucedidos los hechos. Asimismo, el Tribunal concluye que el Estado no 

siguió líneas conjuntas de investigación en relación con la muerte de Igmar Landaeta, a pesar de los 

indicios de conexidad existentes entre ambas muertes. De igual manera, este Tribunal considera que 

el proceso penal presentó serios retrasos procesales e irregularidades destacadas por las propias 

autoridades internas, por lo que no se ha llevado a cabo en un plazo razonable, con el fin de 

esclarecer los hechos y sancionar a los responsables. Finalmente, la Corte concluye que el Estado no 

llevó a cabo ningún tipo de averiguación en virtud de la detención ilegal y arbitraria de Eduardo 

Landaeta ni por los indicios de tortura durante su detención. En consecuencia, este Tribunal 

considera que el Estado es responsable internacionalmente por la violación de los derechos 

establecidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención.  

FALTA DE INVESTIGACIÓN DURANTE LARGO PERIODO, DE 

UNAS PRESUNTAS AMENAZAS, CONFIGURA UNA 

FLAGRANTE DENEGACIÓN DE JUSTICIA 

 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C 

No. 283  

242. La Corte considera que la investigación en relación con las presuntas amenazas en contra de la 

familia A se caracterizó por la falta de debida diligencia. Asimismo, en el presente caso el tiempo 

transcurrido sobrepasa excesivamente un plazo que pueda considerarse razonable para que el 

Estado iniciara las correspondientes diligencias investigativas. Esta falta de investigación durante tan 

largo período configura una flagrante denegación de justicia y una violación al derecho de acceso a 

la justicia de las presuntas víctimas. En consecuencia, la Corte estima que el Estado incumplió con su 

obligación de investigar dichas presuntas amenazas con la diligencia, seriedad y efectividad 

requeridas, en violación de los artículos 8.1 y 25 de la Convención, ello en perjuicio de los familiares 

de A.A. 

RECURSOS DE REVISIÓN SE ESTABLECEN COMO REMEDIO 

CONTRA VIOLACIONES DE DERECHOS FUNDAMENTALES 

EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN 

 

Caso Maldonado Vargas y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de 

septiembre de 2015. Serie C No. 300  

75. La Corte ha considerado que el Estado está en la obligación de proveer recursos judiciales 

efectivos a las personas que aleguen ser víctimas de violaciones de derechos humanos (artículo 25 

de la Convención), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido 

proceso legal (artículo 8.1 de la Convención), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los 
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mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la 

Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1 de la Convención). En 

relación con lo anterior, se “debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las presuntas 

víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido y se 

sancione a los eventuales responsables”. El deber mencionado se ve especificado y complementado 

por la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar [sic] [la Tortura] que, de conformidad a 

sus artículos 1, 6 y 8, impone los deberes de “realizar una investigación” y “sancionar”, en relación 

con actos de tortura. De modo consecuente, existe un deber estatal de investigar los hechos, que es 

una obligación de medio y no de resultado, pero que debe ser asumida por los Estados como un 

deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o 

como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las 

víctimas o sus familiares, o de la aportación privada de elementos probatorios.  

120. En lo que respecta al artículo 25.1 de la Convención, este Tribunal ha indicado que el mismo 

establece, en términos amplios, la obligación a cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas 

sometidas a su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos 

fundamentales. El artículo 25.1 de la Convención también dispone que lo anterior debe entenderse 

aun cuando tales violaciones sean cometidas por personas en el ejercicio de sus funciones oficiales. 

Asimismo, como ya ha sido señalado en esta Sentencia […], los Estados tienen la obligación de 

proveer recursos judiciales efectivos a las personas que aleguen ser víctimas de violaciones de 

derechos humanos (artículo 25 de la Convención), los cuales deben ser sustanciados de conformidad 

con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1 de la Convención), todo ello dentro de la 

obligación general, de garantizar el ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda 

persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1 de la Convención).  

121. Con respecto a los recursos de revisión, esta Corte ha establecido en otras oportunidades que 

“[l]a doctrina se ha referido en forma reiterada al recurso de revisión como un recurso excepcional 

con el fin de evitar que la cosa juzgada mantenga una situación de evidente injusticia debido al 

descubrimiento de un hecho que, de haberse conocido al momento de dictarse la sentencia hubiese 

modificado su resultado, o que demostraría la existencia de un vicio sustancial en la sentencia”.  

122. En ese sentido, este Tribunal entiende que el recurso de revisión constituye una excepción al 

principio de cosa juzgada y está orientado a enmendar los errores, irregularidades, o violaciones al 

debido proceso, cometidos en determinadas decisiones judiciales, para que, en aplicación de la 

justicia material, se profiera una nueva decisión que resulte acorde al ordenamiento jurídico cuando 

sea evidente que en esas mismas decisiones se cometieron errores o ilicitudes que las vuelven 

contrarias a derecho. La normatividad interna de varios Estados de la región ha incorporado estos 

recursos en el marco de sus derechos procesales penales. De la misma forma, varios tribunales 

penales internaciones, o incluso tribunales internacionales no penales, establecen en sus 

procedimientos la posibilidad de revisar el fallo condenatorio por distintas causas. De esa forma, 

debe entenderse que esos recursos se establecen como un remedio contra los actos violatorios de 

los derechos fundamentales, en los términos del artículo 25 de la Convención, cometidos en el 

desarrollo de un proceso judicial.  

123. Además, la Corte ha señalado que los Estados tienen la responsabilidad de establecer 

normativamente y de asegurar la debida aplicación de los recursos efectivos y de las garantías del 

debido proceso legal ante las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su 

jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven a la determinación 

de los derechos y obligaciones de éstas. También ha establecido que para que el Estado cumpla con 
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lo dispuesto en el artículo 25 de la Convención no basta con que los recursos existan formalmente, 

sino que es preciso que tengan efectividad en los términos del mismo, es decir que den resultados o 

respuestas a las violaciones de derechos reconocidos, ya sea en la Convención, en la Constitución o 

en la ley. Lo anterior implica que el recurso debe ser idóneo para combatir la violación y que sea 

efectiva su aplicación por la autoridad competente. De igual manera un recurso efectivo implica que 

el análisis por la autoridad competente de un recurso judicial no puede reducirse a una mera 

formalidad, sino que debe examinar las razones invocadas por el demandante y manifestarse 

expresamente sobre ellas.  

124. Asimismo, la Corte ha determinado que un Estado que ha celebrado un tratado internacional 

debe introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de 

las obligaciones asumidas, y que este principio recogido en el artículo 2 de la Convención establece 

la obligación general de los Estados Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la 

misma, para garantizar los derechos en ella contenidos , lo cual implica que las medidas de derecho 

interno han de ser efectivas (effet util). Asimismo, este Tribunal ha entendido que tal adecuación 

implica la adopción de medidas en dos vertientes, a saber: i) la supresión de las normas y prácticas 

de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención o que 

desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio lo cual implica que la norma o 

práctica violatoria de la Convención debe ser modificada , derogada, o anulada, o reformada, según 

corresponda, y ii) la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva 

observancia de dichas garantías.  

RESPUESTA INVESTIGATIVA Y JUDICIAL DEL ESTADO 

ANTE PRIVACIÓN ARBITRARIA DE LA VIDA, NO FUE 

EFECTIVA PARA ESTABLECER LA VERDAD 

 

Corte IDH. Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 306.  

156. En consecuencia, la Corte considera que la respuesta investigativa y judicial del Estado, 

especificada en las actuaciones de las autoridades judiciales en el marco del referido proceso penal, 

no constituyó una explicación satisfactoria, suficiente y efectiva para establecer la verdad sobre las 

circunstancias de la privación de la vida de José Luis García Ibarra, la cual ya fue considerada como 

arbitraria en los términos del artículo 4.1 de la Convención. En este sentido, tales actuaciones 

tampoco satisfacen las obligaciones del Estado de garantizar los derechos de sus familiares de 

acceso a la justicia y a conocer la verdad sobre los hechos. Por último, no fue demostrado que el 

proceso penal fuera en sí mismo una vía adecuada, o abriera la vía, para una reparación.  

157. Por las razones anteriores, la Corte considera que el Estado es responsable por el 

incumplimiento de su obligación de garantizar los derechos de acceso a la justicia y a conocer la 

verdad, lo que conlleva una violación de sus derechos a las garantías judiciales y protección judicial, 

en los términos de los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 

de la misma, en perjuicio de los familiares de José Luis García Ibarra, a saber: su madre Pura Vicenta 

Ibarra Ponce, su padre Alfonso Alfredo García Macías y sus hermanos Ana Lucía, Lorena Monserrate, 

Luis Alfonso, Santo Gonzalo, Juan Carlos y Alfredo Vicente García Ibarra.  
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TAN PRONTO EXISTA RAZÓN FUNDADA PARA CREER QUE 

SE HA COMETIDO UN ACTO DE TORTURA, EL ESTADO DEBE 

INICIAR INVESTIGACIÓN DE OFICIO “INMEDIATA” 

 

Corte IDH. Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308.  

161. Los artículos 8 y 25 de la Convención implican que las víctimas de violaciones a derechos 

humanos cuenten con recursos judiciales efectivos que sean sustanciados de acuerdo al debido 

proceso legal. En relación con lo anterior, el derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en tiempo 

razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para 

conocer la verdad de lo sucedido y se sancione a los eventuales responsables. De modo 

consecuente, existe un deber estatal de investigar los hechos, que es una obligación de medios y no 

de resultado, pero que debe ser asumida por los Estados como un deber jurídico propio y no como 

una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de 

intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o sus familiares, o de la 

aportación privada de elementos probatorios. Esta obligación establecida en la Convención 

Americana en el presente caso se complementa con la Convención Interamericana para Prevenir y 

Sancionar la Tortura que, de conformidad a sus artículos 1, 6 y 8, impone los deberes de “realizar 

una investigación” y “sancionar”, en relación con actos de tortura y otros tratos crueles, inhumanos 

o degradantes. 

162. Conforme a esos deberes, una vez que las autoridades estatales tomen conocimiento del 

hecho, deben “iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva” por todos 

los medios legales disponibles y orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, 

captura, enjuiciamiento y eventual castigo de todos los responsables intelectuales y materiales de 

los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales. Además, en 

relación con actos de tortura, el artículo 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y 

Sancionar la Tortura establece que las “autoridades proced[an] de oficio y de inmediato a realizar 

una investigación sobre el caso”, cuando “exista denuncia o razón fundada para creer que se ha 

cometido un acto de tortura en el ámbito de [la] jurisdicción [estatal]”.  

163. La Corte advierte que es una obligación del Estado no sólo iniciar una investigación de oficio, 

sino de hacerlo también, como expresamente indica el artículo 8 de la Convención Interamericana 

para Prevenir y Sancionar la Tortura, en forma “inmediata” a partir de que exista “razón fundada” 

para creer que se ha cometido un acto de tortura. Al respecto, la Corte ha afirmado que:  

aún cuando los actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes no hayan sido 

denunciados ante las autoridades competentes por la propia víctima, en todo caso en que 

existan indicios de su ocurrencia, el Estado deberá iniciar de oficio y de inmediato una 

investigación imparcial, independiente y minuciosa que permita determinar la naturaleza 

y el origen de las lesiones advertidas, identificar a los responsables e iniciar su 

procesamiento.  

ANTE ESTERILIZACIÓN NO CONSENTIDA EL ESTADO DEBE 

DISPONER DE MECANISMOS PARA RECLAMOS DIRIGIDOS A 

ESTABLECER RESPONSABILIDADES Y REPARAR VÍCTIMAS 
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Corte IDH. Caso I.V. Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 329.  

311. En suma, la Corte considera que existe un reconocimiento cada vez mayor de que las prácticas 

de esterilización no consentida, involuntaria, forzada o coercitiva no pueden quedar impunes, ya que 

lo anterior conduciría a perpetuar desde lo institucional estereotipos discriminatorios en el ámbito 

de la salud reproductiva que se basan en la creencia de que las mujeres no son personas 

competentes para la toma de decisiones sobre su cuerpo y salud. Ello no implica necesariamente 

que la vía penal sea exigible en todos los casos, pero que el Estado debe disponer de mecanismos 

accesibles para presentar reclamos, que sean adecuados y eficaces para el establecimiento de 

responsabilidades individuales, ya sea en el ámbito disciplinario, administrativo o judicial, según 

corresponda, a fin de reparar a la víctima de forma adecuada. 

312. Ahora bien, en su jurisprudencia esta Corte ha establecido que la obligación de investigar por la 

vía penal y el correspondiente derecho de la presunta víctima o de los familiares no sólo se 

desprende de las normas convencionales de derecho internacional imperativas para los Estados 

Parte, sino que también se deriva de la legislación interna que hace referencia al deber de investigar 

de oficio ciertas conductas ilícitas y a las normas que permiten que las víctimas o sus familiares 

denuncien o presenten querellas, pruebas o peticiones o cualquier otra diligencia, con la finalidad de 

participar procesalmente en la investigación penal con la pretensión de establecer la verdad de los 

hechos. Atendiendo a que en el presente caso se inició un proceso penal por el delito de lesiones, la 

Corte pasará a analizar la conformidad de las actuaciones penales encaminadas a establecer la 

responsabilidad penal del médico por la esterilización no consentida de la señora I.V. con la 

Convención Americana. 

B.3 Determinación de los alcances de la responsabilidad internacional del Estado por el proceso penal 

315. En su jurisprudencia reiterada este Tribunal ha señalado que el deber de investigar es una 

obligación de medios y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico 

propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una 

mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus 

familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. Asimismo, la debida diligencia exige 

que el órgano que investiga lleve a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias para 

procurar el resultado que se persigue. De otro modo, la investigación no es efectiva en los términos 

de la Convención. 

316. La Corte considera que el Estado tenía un deber de actuar con debida diligencia y adoptar las 

medidas pertinentes con el fin de evitar retrasos en la tramitación de los procesos, de manera que se 

garantizara la pronta resolución del caso a fin de prevenir que los hechos quedaran en una situación 

de impunidad, como ocurrió en el presente caso. Sin embargo, al examinar las actuaciones del 

Estado en el proceso penal llevado a cabo por los hechos ocurridos, la Corte encuentra que se 

verificaron una serie de obstáculos y falencias que socavaron la efectividad del proceso y llevaron a 

que se declarara la extinción de la acción penal luego de transcurridos cuatro años sin una decisión 

final. En primer lugar, la Corte advierte que no se logró constituir el tribunal que debía llevar 

adelante el juicio oral en cuatro oportunidades distintas (supra párrs. 95, 97, 98 y 99), dilatando de 

este modo el buen curso del proceso. Ello se debió a que no se lograba notificar a los candidatos a 

cubrir los puestos de jueces legos o a que en la fecha de constitución del tribunal no se presentaba la 

cantidad suficiente de ciudadanos para conformar el tribunal escabino. Este hecho demuestra, a 

juicio de la Corte, un problema sistémico, dado que aunque esta situación se verificó en la misma 
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causa, la misma situación se repitió en diversas jurisdicciones. Además, en otra oportunidad el 

abogado defensor y la fiscal constataron que se habría llevado a cabo una elección irregular de 

jueces ciudadanos, lo que derivó en una denuncia penal por prevaricato contra uno de los jueces 

(supra párr. 96). Finalmente, resulta llamativo que en dos oportunidades se anularon las sentencias 

condenatorias proferidas por defectos procesales, es decir, en un caso por una actuación defectuosa 

del propio tribunal al registrar el acta del juicio oral y en el otro al emitir la sentencia (supra párrs. 94 

y 102). En conclusión, la Corte considera que las autoridades no garantizaron un efectivo acceso a la 

justicia a la señora I.V. para remediar las violaciones a sus derechos. 

B.4  Conclusión 

322. Por todo lo anterior, la Corte concluye que el Estado incumplió su obligación de garantizar, sin 

discriminación, el derecho de acceso a la justicia en los términos de los artículos 8.1 y 25.1 de la 

Convención Americana, en relación el artículo 1.1 del mismo instrumento. […].  

323. En lo que se refiere a la alegada violación del artículo 25.2.a) de la Convención Americana, la 

Corte considera que no existen elementos suficientes que sustenten un pronunciamiento sobre su 

alegada violación. 

INVESTIGACIÓN “PRÁCTICAMENTE INEXISTENTE” PESE A 

LA GRAVEDAD DE LOS HECHOS, NEGÓ A FAMILIARES DE 

VÍCTIMAS MUERTAS, OBTENER PROTECCIÓN JUDICIAL 

 

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333.  

232. La Corte ha indicado que el artículo 25.1 de la Convención establece, en términos amplios, la 

obligación a cargo de los Estados de ofrecer a todas las personas sometidas a su jurisdicción un 

recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales.  

233. Además, la Corte ha establecido que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el artículo 

25 de la Convención, no basta con que los recursos existan formalmente, sino que es preciso que 

tengan efectividad en los términos del mismo, es decir, que den resultados o respuestas a las 

violaciones de derechos reconocidos, ya sea en la Convención, en la Constitución o en la ley. Lo 

anterior implica que el recurso debe ser idóneo para combatir la violación y que sea efectiva su 

aplicación por la autoridad competente. De igual manera un recurso efectivo implica que el análisis 

por la autoridad competente de un recurso judicial no puede reducirse a una mera formalidad, sino 

que debe examinar las razones invocadas por el demandante y manifestarse expresamente sobre 

ellas. No pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país 

o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, 

por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque falten los 

medios para ejecutar sus decisiones o por cualquier otra situación que configure un cuadro de 

denegación de justicia. Así, el proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho 

reconocido en el pronunciamiento judicial mediante su aplicación idónea.  

234. La Corte ha señalado que, en los términos del artículo 25 de la Convención, es posible 

identificar dos obligaciones específicas del Estado. La primera, consagrar normativamente y asegurar 

la debida aplicación de recursos efectivos ante las autoridades competentes, que amparen a todas 

las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que 
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conlleven la determinación de los derechos y obligaciones de éstas. La segunda, garantizar los 

medios para ejecutar las respectivas decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales 

autoridades competentes, de manera que se protejan efectivamente los derechos declarados o 

reconocidos. El derecho establecido en el artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la 

obligación general del artículo 1.1 de la Convención, al atribuir funciones de protección al derecho 

interno de los Estados Partes. A la vista de lo anterior, el Estado tiene la responsabilidad no solo de 

diseñar y consagrar normativamente un recurso eficaz, sino también la de asegurar la debida 

aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades judiciales.  

235. No obstante, la Corte recuerda su jurisprudencia en el sentido de que la existencia de recursos 

judiciales, por sí sola, no colma la obligación convencional del Estado, sino que, en los hechos, deben 

ser instrumentos idóneos y efectivos, y además deben dar respuesta oportuna y exhaustiva de 

acuerdo a su finalidad, esto es, determinar las responsabilidades y reparar a las víctimas en su caso. 

La Corte analizará a continuación si los procedimientos emprendidos en el presente caso fueron 

efectivamente instrumentos idóneos y efectivos.  

236. En el presente caso, la investigación sobre la redada de octubre de 1994 fue prácticamente 

inexistente, toda vez que las pocas diligencias que se llevaron a cabo fueron irrelevantes; por otro 

lado, la investigación no realizó ningún avance para determinar la responsabilidad por las muertes. 

Esta situación se tradujo en una denegación de justicia en perjuicio de las víctimas, pues no fue 

posible garantizarles, material y jurídicamente, la protección judicial en el presente caso. El Estado 

no proveyó a las víctimas de un recurso efectivo a través de las autoridades competentes, que 

tutelara sus derechos contra los actos que vulneraron sus derechos humanos.  

237. A pesar de la extrema gravedad de los hechos –alegadas ejecuciones extrajudiciales– la 

investigación realizada no entró a analizar el fondo de la cuestión presentada y se mantuvo sesgada 

por la preconcepción de que las víctimas habían muerto como resultado de sus propias acciones en 

un contexto de enfrentamiento con la policía. 

241. Asimismo, a pesar de la gravedad de las alegadas ejecuciones de civiles cometidas por agentes 

policiales en 1995, la investigación realizada se guió por una preconcepción de que las víctimas 

fallecidas habían muerto como resultado de acciones legales por parte de los agentes policiales. Esta 

preconcepción tuvo como consecuencia que se restara importancia a la gravedad de los hechos y 

que se normalizara lo sucedido, teniendo como consecuencia la ausencia de una investigación 

adecuada de los hechos que entrara a analizar el fondo, siendo que la investigación consistió 

únicamente en actuaciones sin relevancia procesal. En conclusión, los familiares de las víctimas 

muertas en la redada de 1995 no contaron con ningún recurso o mecanismo que les permitiera 

obtener protección judicial ante la violación de sus derechos, ni les ofreciera algún mecanismo de 

reparación frente a la ejecución de sus familiares. 

9.2 Derecho a un recurso y el derecho a la verdad 

 

RECURSO DE HÁBEAS CORPUS Y EL DERECHO DE  

LOS FAMILIARES DE LAS VÍCTIMAS Y LA SOCIEDAD, A 

CONOCER LA VERDAD SOBRE VIOLACIONES A LOS DDHH 

 

Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120. 
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59. Como ha quedado establecido en los hechos probados, ante el recurso de exhibición personal 

interpuesto por la madre de las hermanas Serrano Cruz (supra párr. 48.15), dos instancias judiciales 

internas han conocido del caso: la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema Justicia de El 

Salvador respecto del proceso de exhibición personal o hábeas corpus y el Juzgado de Primera 

Instancia de Chalatenango respecto del proceso penal.  La Corte procederá a analizar a continuación 

la alegada violación de los artículos 8.1 y 25 de la Convención respecto de estos procesos.  

62. Por otra parte, este Tribunal se ha referido en reiteradas ocasiones al derecho que asiste a los 

familiares de las presuntas víctimas de conocer lo que sucedió y de saber quiénes fueron los 

responsables de los respectivos hechos. La Corte ha reiterado que toda persona, incluyendo a los 

familiares de víctimas de graves violaciones de derechos humanos, tiene el derecho a conocer la 

verdad. En consecuencia, los familiares de las víctimas, y la sociedad como un todo, deben ser 

informados de todo lo sucedido con relación a dichas violaciones. Este derecho a la verdad se ha 

venido desarrollando por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos; al ser reconocido y 

ejercido en una situación concreta constituye un medio importante de reparación. Por lo tanto, en 

este caso, el derecho a conocer la verdad da lugar a una expectativa que el Estado debe satisfacer a 

los familiares de las presuntas víctimas.  

EL DERECHO A LA VERDAD IMPLICA EL ESCLARECIMIENTO 

DE HECHOS VIOLATORIOS CONFORME A LO ESTIPULADO 

EN LOS ARTÍCULOS 8 Y 25 DE LA CONVENCIÓN 

 

Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163.  

147. De otro lado, en cuanto a la alegada violación del artículo 13 de la Convención Americana por 

parte de los representantes, la Corte recuerda que el derecho a la verdad se encuentra subsumido 

en el derecho de la víctima o de sus familiares a obtener de los órganos competentes del Estado el 

esclarecimiento de los hechos violatorios y las responsabilidades correspondientes, a través de la 

investigación y el juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25 de la Convención.  

149. La Corte considera necesario enfatizar que la investigación de las violaciones perpetradas en 

este caso debía ser efectuada con el más estricto apego a la debida diligencia. Ello se debe sólo a 

que se trata de una masacre sino también a la gravedad de haber sido dirigida contra funcionarios 

judiciales que se encontraban en el desempeño de sus labores y tenía como objetivo afectar la 

investigación que aquellos estaban realizando sobre graves violaciones de derechos humanos en las 

que habrían participado paramilitares y altos mandos militares. Al mismo tiempo, representaba un 

claro mensaje intimidante para que no se investigaran este tipo de crímenes.  

EL “DERECHO A CONOCER LA VERDAD” Y SU RELACIÓN 

CON EL DERECHO A LAS GARANTÍAS JUDICIALES (ART. 8) 

Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL (ART. 25) 

 

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212.  

202. Por otra parte, este Tribunal ha establecido que para que el Estado cumpla lo dispuesto en el 

artículo 25 de la Convención no basta con que los recursos estén previstos por la Constitución o la 

ley o con que sea formalmente admisibles, sino que es preciso que tengan efectividad en los 



95 

 

términos de aquel precepto. Dicha efectividad supone que, además de la existencia formal de los 

recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones de derechos, lo cual implica que el 

recurso sea idóneo para combatir la violación, y que sea efectiva su aplicación por la autoridad 

competente. […]  

203. Al respecto, el recurso de hábeas corpus o exhibición personal representa el medio idóneo para 

garantizar la libertad, controlar el respeto a la vida e integridad de la persona, e impedir su 

desaparición o la indeterminación de su lugar de detención.  

204. En relación con el recurso de exhibición personal interpuesto por Pedro Chitay, la Corte nota 

que pese a la gravedad de los hechos alegados y el contexto en que ocurrieron, las autoridades 

estatales se limitaron a indicar que no contaban con información sobre Florencio Chitay, lo que 

impidió que se realizaran las investigaciones necesarias para localizar el paradero de la presunta 

víctima, que hasta la fecha es desconocido. El Estado no demostró que las autoridades estatales 

hicieron todas las diligencias a su alcance para determinar su paradero. Al tener conocimiento de los 

hechos el Estado debió iniciar sin dilación una investigación ex oficio para identificar, juzgar y 

eventualmente sancionar a los responsables, así como localizar el paradero de la presunta víctima. 

Por el contrario el recurso de exhibición fue declarado improcedente, lo cual evidencia una situación 

de denegación de justicia.  

206. El Tribunal reitera que el derecho a conocer la verdad se encuentra subsumido en el derecho de 

la víctima o de sus familiares a obtener de los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de 

los hechos violatorios y las responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el 

juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25 de la Convención, lo cual constituye una forma de 

reparación.  

207. En consecuencia, dado que hasta la fecha se desconoce el paradero de Florencio Chitay y el 

Estado no ha informado de diligencias de investigación tendientes a localizarlo, este Tribunal estima 

que el Estado no ha conducido una investigación efectiva que garantice el derecho de los familiares 

de Florencio Chitay a conocer la verdad sobre lo sucedido a éste y su paradero.  

VIOLACIONES AL DERECHO A CONOCER LA VERDAD Y SUS 

VINCULACIONES CON EL DERECHO DE ACCESO A LA 

JUSTICIA Y UN RECURSO EFECTIVO 

 

Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292.  

428. En distintos casos la Corte ha considerado que el derecho a conocer la verdad “se encuentra 

subsumido en el derecho de la víctima o de sus familiares a obtener de los órganos competentes del 

Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y las responsabilidades correspondientes, a 

través de la investigación y el juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25.1 de la Convención”. 

Por otra parte, en algunos casos tales como Anzualdo Castro y otros vs. Perú y Gelman vs. Uruguay la 

Corte ha realizado consideraciones adicionales y específicas aplicables al caso concreto sobre la 

violación del derecho a la verdad. Asimismo, en el caso Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) vs. 

Guatemala la Corte analizó la violación del derecho a conocer la verdad en su análisis del derecho a 

la integridad personal de los familiares, pues consideró que, al ocultar información que impidió a los 

familiares el esclarecimiento de la verdad, el Estado respectivo había violado los artículos 5.1 y 5.2 

de la Convención Americana. Adicionalmente, en el caso Gomes Lund y otros (Guerilla de Araguaia) 
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vs. Brasil, la Corte declaró una violación autónoma del derecho a la verdad que, por las 

circunstancias específicas de dicho caso, constituyó, además de una violación al derecho de acceso a 

la justicia y recurso efectivo, una violación del derecho a buscar y recibir información, consagrado en 

el artículo 13 de la Convención. Corte IDH. 

9.3 Protección judicial y obstáculos en el derecho interno para investigar 

LEYES DE AUTOAMNISTÍA IMPIDEN IDENTIFICACIÓN DE 

RESPONSABLES DE VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS, 

DEBIDO A QUE OBSTACULIZAN LA INVESTIGACIÓN 

 

Corte IDH. Caso Barrios Altos Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 14 de marzo de 2001. Serie C 

No. 75. 

42. La Corte, conforme a lo alegado por la Comisión y no controvertido por el Estado, considera que 

las leyes de amnistía adoptadas por el Perú impidieron que los familiares de las víctimas y las 

víctimas sobrevivientes en el presente caso fueran oídas por un juez, conforme a lo señalado en el 

artículo 8.1 de la Convención; violaron el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 

25 de la Convención; impidieron la investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y sanción de 

los responsables de los hechos ocurridos en Barrios Altos, incumpliendo el artículo 1.1 de la 

Convención, y obstruyeron el esclarecimiento de los hechos del caso. Finalmente, la adopción de las 

leyes de autoamnistía incompatibles con la Convención incumplió la obligación de adecuar el 

derecho interno consagrada en el artículo 2 de la misma.  

43. La Corte estima necesario enfatizar que, a la luz de las obligaciones generales consagradas en los 

artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, los Estados Partes tienen el deber de tomar las 

providencias de toda índole para que nadie sea sustraído de la protección judicial y del ejercicio del 

derecho a un recurso sencillo y eficaz, en los términos de los artículos 8 y 25 de la Convención. Es 

por ello que los Estados Partes en la Convención que adopten leyes que tengan este efecto, como lo 

son las leyes de autoamnistía, incurren en una violación de los artículos 8 y 25 en concordancia con 

los artículos 1.1 y 2 de la Convención. Las leyes de autoamnistía conducen a la indefensión de las 

víctimas y a la perpetuación de la impunidad, por lo que son manifiestamente incompatibles con la 

letra y el espíritu de la Convención Americana. Este tipo de leyes impide la identificación de los 

individuos responsables de violaciones a derechos humanos, ya que se obstaculiza la investigación y 

el acceso a la justicia e impide a las víctimas y a sus familiares conocer la verdad y recibir la 

reparación correspondiente.  

44. Como consecuencia de la manifiesta incompatibilidad entre las leyes de autoamnistía y la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, las mencionadas leyes carecen de efectos 

jurídicos y no pueden seguir representando un obstáculo para la investigación de los hechos que 

constituyen este caso ni para la identificación y el castigo de los responsables, ni puedan tener igual 

o similar impacto respecto de otros casos de violación de los derechos consagrados en la Convención 

Americana acontecidos en el Perú.  

DECRETO LEY APLICADO POR PODER JUDICIAL QUE 

OCASIONÓ EL CESE DE INVESTIGACIONES VIOLÓ DERECHO 

CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN 
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Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154.  

126. En el presente caso, el Poder Judicial aplicó el Decreto Ley No. 2.191 […], lo que tuvo como 

efecto inmediato el cese de las investigaciones y el archivo del expediente, dejando en la impunidad 

a los responsables de la muerte del señor Almonacid Arellano. De acuerdo a lo anterior, se impidió a 

los familiares que ejercieran el derecho a ser oídos por un tribunal competente, independiente e 

imparcial, a través de un recurso efectivo y adecuado que repare las violaciones cometidas en 

perjuicio de su ser querido y les permitiera conocer la verdad.  

127. Conforme a la jurisprudencia de este Tribunal,  

a la luz de las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención 

Americana, los Estados Partes tienen el deber de tomar las providencias de toda índole para que 

nadie sea sustraído de la protección judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y eficaz, 

en los términos de los artículos 8 y 25 de la Convención. Es por ello que los Estados Partes en la 

Convención que adopten leyes que tengan este efecto, como lo son las leyes de autoamnistía, 

incurren en una violación de los artículos 8 y 25 en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la 

Convención. Las leyes de autoamnistía conducen a la indefensión de las víctimas y a la perpetuación 

de la impunidad, por lo que son manifiestamente incompatibles con la letra y el espíritu de la 

Convención Americana. Este tipo de leyes impide la identificación de los individuos responsables de 

violaciones a derechos humanos, ya que se obstaculiza la investigación y el acceso a la justicia e 

impide a las víctimas y a sus familiares conocer la verdad y recibir la reparación correspondiente.  

128. Por lo tanto, la Corte considera que la aplicación del Decreto Ley No. 2.191 desconoció los 

deberes impuestos por el artículo 1.1 de la Convención Americana en violación de los derechos de la 

señora Elvira del Rosario Gómez Olivares y de los señores Alfredo, Alexis y José Luis Almonacid 

Gómez consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención, de todo lo cual Chile es 

internacionalmente responsable.  

129. El Tribunal, como conclusión de todo lo señalado en esta sección A), considera que el asesinato 

del señor Almonacid Arellano formó parte de una política de Estado de represión a sectores de la 

sociedad civil, y representa sólo un ejemplo del gran conjunto de conductas ilícitas similares que se 

produjeron durante esa época. El ilícito cometido en contra del señor Almonacid Arellano no puede 

amnistiarse conforme a las reglas básicas del derecho internacional, puesto que constituye un 

crimen de lesa humanidad. El Estado incumplió su obligación de adecuar su derecho interno a 

efectos de garantizar los derechos establecidos en la Convención Americana, porque mantuvo y 

mantiene en vigencia el Decreto Ley No. 2.191, el que no excluye a los crímenes de lesa humanidad 

de la amnistía general que otorga. Finalmente, el Estado violó el derecho a las garantías judiciales y a 

la protección judicial, e incumplió con su deber de garantía, en perjuicio de los familiares del señor 

Almonacid Arellano, porque aplicó el Decreto Ley No. 2.191 al presente caso.  

LEYES QUE IMPIDEN LA INVESTIGACIÓN DE GRAVES 

VIOLACIONES A LOS DDHH DEBEN QUEDAR SIN EFECTO 

UNA VEZ RATIFICADA LA CONVENCIÓN AMERICANA 

 

Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha do Araguaia") Vs. Brasil. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie 

C No. 219.  



98 

 

172. La Corte Interamericana considera que la forma en la cual ha sido interpretada y aplicada la Ley 

de Amnistía adoptada por Brasil […] ha afectado el deber internacional del Estado de investigar y 

sancionar las graves violaciones de derechos humanos al impedir que los familiares de las víctimas 

en el presente caso fueran oídos por un juez, conforme a lo señalado en el artículo 8.1 de la 

Convención Americana y violó el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25 del 

mismo instrumento precisamente por la falta de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento 

y sanción de los responsables de los hechos, incumpliendo asimismo el artículo 1.1 de la Convención. 

Adicionalmente, al aplicar la Ley de Amnistía impidiendo la investigación de los hechos y la 

identificación, juzgamiento y eventual sanción de los posibles responsables de violaciones 

continuadas y permanentes como las desapariciones forzadas, el Estado incumplió la obligación de 

adecuar su derecho interno consagrada en el artículo 2 de la Convención Americana.  

173. La Corte estima necesario enfatizar que, a la luz de las obligaciones generales consagradas en 

los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, los Estados Parte tienen el deber de adoptar las 

providencias de toda índole para que nadie sea sustraído de la protección judicial y del ejercicio del 

derecho a un recurso sencillo y eficaz, en los términos de los artículos 8 y 25 de la Convención. En un 

caso como el presente, una vez ratificada la Convención Americana corresponde al Estado, de 

conformidad con el artículo 2 de la misma, adoptar todas las medidas para dejar sin efecto las 

disposiciones legales que pudieran contravenirla, como son las que impiden la investigación de 

graves violaciones a derechos humanos puesto que conducen a la indefensión de las víctimas y a la 

perpetuación de la impunidad, además que impiden a las víctimas y a sus familiares conocer la 

verdad de los hechos.  

174. Dada su manifiesta incompatibilidad con la Convención Americana, las disposiciones de la Ley 

de Amnistía brasileña que impiden la investigación y sanción de graves violaciones de derechos 

humanos carecen de efectos jurídicos. En consecuencia, no pueden seguir representando un 

obstáculo para la investigación de los hechos del presente caso, ni para la identificación y el castigo 

de los responsables, ni pueden tener igual o similar impacto respecto de otros casos de graves 

violaciones de derechos humanos consagrados en la Convención Americana ocurridos en Brasil.  

175. En cuanto a lo alegado por las partes respecto de si se trató de una amnistía, una autoamnistía 

o un “acuerdo político”, la Corte observa, como se desprende del criterio reiterado en el presente 

caso […], que la incompatibilidad respecto de la Convención incluye a las amnistías de graves 

violaciones de derechos humanos y no se restringe sólo a las denominadas “autoamnistías”. 

Asimismo, como ha sido señalado anteriormente, el Tribunal más que al proceso de adopción y a la 

autoridad que emitió la Ley de Amnistía, atiende a su ratio legis: dejar impunes graves violaciones al 

derecho internacional cometidas por el régimen militar. La incompatibilidad de las leyes de amnistía 

con la Convención Americana en casos de graves violaciones de derechos humanos no deriva de una 

cuestión formal, como su origen, sino del aspecto material en cuanto violan los derechos 

consagrados en los artículos 8 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención.  

LEY DE CADUCIDAD QUE IMPIDIÓ INVESTIGACIÓN DE 

DESAPARICIÓN FORZADA VIOLÓ EL DERECHO A LA 

PROTECCIÓN JUDICIAL, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 25.1 

 

Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero 

de 2011. Serie C No. 221.  
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227. En especial, las leyes de amnistías afectan el deber internacional del Estado de investigar y 

sancionar las graves violaciones de derechos humanos al impedir que los familiares de las víctimas 

sean oídos por un juez, conforme a lo señalado en el artículo 8.1 de la Convención Americana y 

violan el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25 del mismo instrumento 

precisamente por la falta de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y sanción de los 

responsables de los hechos, incumpliendo asimismo el artículo 1.1 de la Convención.  

228. A la luz de las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención 

Americana, los Estados Parte tienen el deber de adoptar providencias de toda índole para que nadie 

sea sustraído de la protección judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y eficaz, en los 

términos de los artículos 8 y 25 de la Convención y, una vez ratificada la Convención Americana 

corresponde al Estado, de conformidad con el artículo 2 de la misma, adoptar todas las medidas 

para dejar sin efecto las disposiciones legales que pudieran contravenirla, como son las que impiden 

la investigación de graves violaciones a derechos humanos puesto que conducen a la indefensión de 

las víctimas y a la perpetuación de la impunidad, además que impiden a las víctimas y a sus 

familiares conocer la verdad de los hechos.  

229. La incompatibilidad respecto de la Convención incluye a las amnistías de graves violaciones de 

derechos humanos y no se restringe sólo a las denominadas “autoamnistías” y ello en atención, más 

que al proceso de adopción y a la autoridad que emitió la ley de amnistía, a su ratio legis: dejar 

impunes graves violaciones al derecho internacional cometidas. La incompatibilidad de las leyes de 

amnistía con la Convención Americana en casos de graves violaciones de derechos humanos no 

deriva de una cuestión formal, como su origen, sino del aspecto material en cuanto violan los 

derechos consagrados en los artículos 8 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención. 

232. Dada su manifiesta incompatibilidad con la Convención Americana, las disposiciones de la Ley 

de Caducidad que impiden la investigación y sanción de graves violaciones de derechos humanos 

carecen de efectos jurídicos y, en consecuencia, no pueden seguir representando un obstáculo para 

la investigación de los hechos del presente caso y la identificación y el castigo de los responsables, ni 

pueden tener igual o similar impacto respecto de otros casos de graves violaciones de derechos 

humanos consagrados en la Convención Americana que puedan haber ocurrido en el Uruguay. 

240. Adicionalmente, al aplicar la Ley de Caducidad (que por sus efectos constituye una ley de 

amnistía) impidiendo la investigación de los hechos y la identificación, juzgamiento y eventual 

sanción de los posibles responsables de violaciones continuadas y permanentes como las 

desapariciones forzadas, se incumple la obligación de adecuar el derecho interno del Estado, 

consagrada en el artículo 2 de la Convención Americana. 

244. La Corte Interamericana concluye que el Estado violó los derechos a las garantías judiciales y a 

la protección judicial, previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación 

con los artículos 1.1 y 2 de la misma y los artículos I.b y IV de la Convención Interamericana sobre 

Desaparición Forzada de Personas, por la falta de una investigación efectiva de la desaparición 

forzada de María Claudia García Iruretagoyena y la sustracción, supresión y sustitución de identidad 

y entrega a terceros de María Macarena Gelman, en perjuicio de Juan y María Macarena Gelman.  

246. En particular, debido a la interpretación y a la aplicación que se ha dado a la Ley de Caducidad, 

la cual carece de efectos jurídicos respecto de graves violaciones de derechos humanos en los 

términos antes indicados […], ha incumplido su obligación de adecuar su derecho interno a la 

Convención, contenida en el artículo 2 de la misma, en relación con los artículos 8.1, 25 y 1.1 del 
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mismo tratado y los artículos I.b, III, IV y V de la Convención Interamericana sobre Desaparición 

Forzada de Personas.  

EL ACCESO A LA JUSTICIA IMPLICA EL DERECHO DE 

VÍCTIMAS O FAMILIARES A QUE SE REALICE LO 

NECESARIO PARA “CONOCER LA VERDAD” 

 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C 

No. 283 

199. La Corte ha establecido que, de conformidad con la Convención Americana, los Estados Partes 

están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los 

derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas 

del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los 

mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la 

Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). Asimismo, ha 

señalado que el derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho de 

las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo 

sucedido e investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los eventuales responsables.  

INVESTIGACIONES SOBRE GRAVES VIOLACIONES DE 

DERECHOS HUMANOS SUPONEN LA GENERACIÓN DE UN 

MARCO NORMATIVO INTERNO ADECUADO 

 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del Municipio de 

Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.  

211. La Corte recuerda que, en virtud de la protección otorgada por los artículos 8 y 25 de la 

Convención, los Estados están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de 

violaciones de los derechos humanos, que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del 

debido proceso legal.  

212. Asimismo, este Tribunal ha señalado que en una sociedad democrática se debe conocer la 

verdad sobre los hechos de graves violaciones de derechos humanos. Esta es una justa expectativa 

que el Estado debe satisfacer, por un lado, mediante la obligación de investigar de oficio y, por el 

otro, con la divulgación pública de los resultados de los procesos penales e investigativos. Esto exige 

del Estado la determinación procesal de los patrones de actuación conjunta y de todas las personas 

que de diversas formas participaron en dichas violaciones y sus correspondientes responsabilidades 

y reparar a las víctimas del caso. Por ello, en ocasiones anteriores la Corte ha considerado que las 

autoridades encargadas de las investigaciones tienen el deber de asegurar que en el curso de las 

mismas se valoren los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de graves violaciones de 

los derechos humanos, como los sucedidos en el presente caso. En aras de garantizar su efectividad, 

la investigación debe ser conducida tomando en cuenta la complejidad de este tipo de hechos y de la 

estructura en la cual se ubican las personas probablemente involucradas en los mismos, de acuerdo 

al contexto en que ocurrieron, particularmente en contextos de ataques masivos y sistemáticos o 

generalizados hacia algún sector de la población, evitando así omisiones en la recaudación de 
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prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación. Por ello, las autoridades estatales 

están obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba para alcanzar los objetivos de una 

investigación y abstenerse de realizar actos que impliquen obstrucciones para la marcha del proceso 

investigativo.  

213. Dada su importancia, la obligación de investigar en el presente caso no puede ser ejecutada de 

cualquier manera, sino que debe realizarse de acuerdo a los estándares establecidos por las normas 

y la jurisprudencia internacionales que caracterizan a las investigaciones de graves violaciones a los 

derechos humanos, lo cual supone, en primer término, generar un marco normativo interno 

adecuado y/u organizar el sistema de administración de justicia de forma tal que su funcionamiento 

asegure la realización de investigaciones ex officio, sin dilación, serias y efectivas.  

214. De igual modo, dicho deber impone la remoción de todo obstáculo de jure y de facto que 

impida la investigación y juzgamiento de los hechos y, en su caso, la sanción de todos los 

responsables de las violaciones declaradas, así como la búsqueda de la verdad. Por esta razón, en el 

presente caso, el cual versa sobre graves violaciones de derechos humanos cometidas dentro de un 

contexto de violaciones masivas y sistemáticas, la obligación de investigar no puede desecharse o 

condicionarse por actos o disposiciones normativas internas de ninguna índole.  

215. Además, la Corte considera pertinente señalar que la obligación de investigar, juzgar y, en su 

caso, sancionar a los responsables de hechos violatorios de los derechos humanos no se deriva 

solamente de la Convención Americana. En determinadas circunstancias y dependiendo de la 

naturaleza de los hechos, esta obligación también se desprende de otros instrumentos 

interamericanos en la materia que establecen la obligación a cargo de los Estados Partes de 

investigar las conductas prohibidas por tales tratados. Al respecto, este Tribunal nota que, en este 

caso, la obligación de investigar a cargo del Estado contraída a partir de la ratificación de la 

Convención Americana y que se mantiene vigente en la actualidad, fue reafirmada por Guatemala 

con motivo del depósito del instrumento de ratificación de: i) la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura el 29 de enero de 1987; ii) la Convención de Belém do Pará el 4 de 

abril de 1995, y iii) la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (CIDFP) el 

25 de febrero de 2000, por lo que el Estado debía velar por su cumplimiento a partir de esos 

momentos, aun cuando estas no habían sido adoptadas por Guatemala al momento de los hechos 

del caso. 

10. PROTECCIÓN JUDICIAL Y ESTADOS DE EMERGENCIA 

EL ARTÍCULO 25.1 NO PUEDE SER SUSPENDIDO POR 

EMERGENCIA, DEBIDO A QUE CONSTITUYE UNA GARANTÍA 

JUDICIAL INDISPENSABLE PARA PROTEGER DERECHOS 

 

Corte IDH. El hábeas corpus bajo suspensión de garantías (Arts. 27.2, 25.1 y 7.6 

Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-8/87 de 30 de 

enero de 1987. Serie A No. 8  

44. Por tanto, en respuesta a la pregunta de la Comisión Interamericana sobre la interpretación de 

los artículos 27.2, 25.1 y 7.6 de la Convención,  

LA CORTE ES DE OPINIÓN,  
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por unanimidad que los procedimientos jurídicos consagrados en los artículos 25.1 y 7.6 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos no pueden ser suspendidos conforme al artículo 

27.2 de la misma, porque constituyen garantías judiciales indispensables para proteger derechos y 

libertades que tampoco pueden suspenderse según la misma disposición.  

EN TODO ESTADO DE EXCEPCIÓN SUBSISTEN MEDIOS 

IDÓNEOS PARA EL C0NTROL DE LAS DISPOSICIONES QUE 

SE DICTEN A FIN DE QUE NO EXCEDAN LÍMITES  

 

Corte IDH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (Arts. 27.2, 25 y 8 Convención 

Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 

1987. 

20. La Corte examinará en primer lugar qué son, de conformidad con la Convención, "las garantías 

judiciales indispensables" a las que alude el artículo 27.2 de la misma. A este respecto, en anterior 

ocasión, la Corte ha definido, en términos generales, que por tales garantías deben entenderse 

"aquellos procedimientos judiciales que ordinariamente son idóneos para garantizar la plenitud del 

ejercicio de los derechos y libertades a que se refiere dicho artículo (27.2) y cuya supresión o 

limitación pondría en peligro esa plenitud" (El hábeas corpus bajo suspensión de garantías, supra 16, 

párr. 29). Asimismo ha subrayado que el carácter judicial de tales medios "implica la intervención de 

un órgano judicial independiente e imparcial, apto para determinar la legalidad de las actuaciones 

que se cumplan dentro del estado de excepción" (Ibid., párr. 30 ).  

21. Del artículo 27.1, además, se deriva la necesidad genérica de que en todo estado de excepción 

subsistan medios idóneos para el control de las disposiciones que se dicten, a fin de que ellas se 

adecúen razonablemente a las necesidades de la situación y no excedan de los límites estrictos 

impuestos por la Convención o derivados de ella.  

22. La Convención proporciona otros elementos de juicio para precisar las características 

fundamentales que deben tener las garantías judiciales. El punto de partida del análisis debe ser la 

obligación que está a cargo de todo Estado Parte en la Convención de "respetar los derechos y 

libertades reconocidos en ella y (de) garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 

sujeta a su jurisdicción" (art. 1.1). De esa obligación general se deriva el derecho de toda persona, 

prescrito en el artículo 25.1, " a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante 

los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 

fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención".  

ESTADO VIOLÓ DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL AL 

IMPEDIR A VÍCTIMA INTERPONER ACCIÓN DE GARANTÍA 

PARA SALVAGUARDAR LIBERTAD 

 

Corte IDH. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. 

Serie C No. 33.  

52. La Corte considera que, de acuerdo con el artículo 6 del Decreto-Ley Nº 25.659 (delito de traición 

a la patria), la señora María Elena Loayza Tamayo no tenía derecho a interponer acción de garantía 

alguna para salvaguardar su libertad personal o cuestionar la legalidad de su detención […], 

independientemente de la existencia o no del estado de suspensión de garantías.  
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53. Durante el término de la incomunicación a que fue sometida la señora María Elena Loayza 

Tamayo y el proceso posterior en su contra, ésta no pudo ejercitar las acciones de garantía que, de 

acuerdo con el criterio de esta misma Corte, no pueden ser suspendidas.  

55. En consecuencia, la Corte concluye que el Perú violó en perjuicio de la señora María Elena Loayza 

Tamayo el derecho a la libertad personal y el derecho a la protección judicial, establecidos 

respectivamente en los artículos 7 y 25 de la Convención Americana. 

SALVAGUARDA DE LA PERSONA FRENTE AL EJERCICIO 

ARBITRARIO DEL PODER PÚBLICO, SE APOYA EN LOS 

DDHH Y EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN 

 

Corte IDH. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207  

128. Este Tribunal ha establecido que la salvaguarda de la persona frente al ejercicio arbitrario del 

poder público es el objetivo primordial de la protección internacional de los derechos humanos. En 

este sentido, el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados Partes de 

garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos 

violatorios de sus derechos fundamentales. 

11. REPARACIONES  

ESTADO DEBE CONCLUIR LA INVESTIGACIÓN Y 

SANCIONAR A LOS RESPONSABLES DE LOS HECHOS Y LOS 

FAMILIARES DEBEN TENER ACCESO A TAL AVERIGUACIÓN 

 

Corte IDH. Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de 

septiembre de 2003. Serie C No. 100.  

A) Investigación y Sanción de los Responsables 

115. El derecho a la tutela judicial efectiva exige entonces a los jueces que dirijan el proceso de 

modo de evitar que dilaciones y entorpecimientos indebidos, conduzcan a la impunidad, frustrando 

así la debida protección judicial de los derechos humanos.  

116. En cuanto a la invocada prescripción de la causa pendiente a nivel de derecho interno […], este 

Tribunal ha señalado que son inadmisibles las disposiciones de prescripción o cualquier obstáculo de 

derecho interno mediante el cual se pretenda impedir la investigación y sanción de los responsables 

de las violaciones de derechos humanos. La Corte considera que las obligaciones generales 

consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana requieren de los Estados Partes la 

pronta adopción de providencias de toda índole para que nadie sea sustraído del derecho a la 

protección judicial, consagrada en el artículo 25 de la Convención Americana.  

117. De acuerdo con las obligaciones convencionales asumidas por los Estados, ninguna disposición 

o instituto de derecho interno, entre ellos la prescripción, podría oponerse al cumplimiento de las 

decisiones de la Corte en cuanto a la investigación y sanción de los responsables de las violaciones 

de los derechos humanos. Si así no fuera, los derechos consagrados en la Convención Americana 

estarían desprovistos de una protección efectiva. Este entendimiento de la Corte está conforme a la 

letra y al espíritu de la Convención, así como a los principios generales del derecho; uno de estos 
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principios es el de pacta sunt servanda, el cual requiere que a las disposiciones de un tratado le sea 

asegurado el efecto útil en el plano del derecho interno de los Estados Partes […].  

118. De conformidad con los principios generales del derecho y tal como se desprende del artículo 

27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, las decisiones de los 

órganos de protección internacional de derechos humanos no pueden encontrar obstáculo alguno 

en las reglas o institutos de derecho interno para su plena aplicación.  

119. Además, conviene destacar que el Estado ha aceptado su responsabilidad internacional en el 

presente caso por la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, que consagran los 

derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, respectivamente, en perjuicio de Walter 

David Bulacio y sus familiares […]. Asimismo, esta Corte ha tenido como probado […] que a pesar de 

haberse iniciado varios procesos judiciales, hasta la fecha más de doce años después de los hechos 

nadie ha sido sancionado como responsable de éstos. En consecuencia, se ha configurado una 

situación de grave impunidad.  

121. A la luz de lo anterior, es necesario que el Estado prosiga y concluya la investigación del 

conjunto de los hechos y sancione a los responsables de los mismos. Los familiares de la víctima 

deberán tener pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas e instancias de dichas 

investigaciones, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención Americana. Los 

resultados de las investigaciones antes aludidas deberán ser públicamente divulgados, para que la 

sociedad Argentina conozca la verdad sobre los hechos […].  

PROCESO CONTENCIOSO ADMNISTRATIVO NO 

CONSTITUYÓ “PER SE” UN RECURSO EFECTIVO PARA 

REPARAR VIOLACIÓN DE LA CONVENCIÓN 

 

Corte IDH. Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. 

Serie C No. 148.  

340. La Corte ha señalado que en casos de violaciones de derechos humanos el deber de reparar es 

propio del Estado, por lo que si bien las víctimas o sus familiares deben tener amplias oportunidades 

también en la búsqueda de una justa compensación, este deber no puede descansar exclusivamente 

en su iniciativa procesal o en la aportación privada de elementos probatorios. De tal manera, en los 

términos de la obligación de reparación que surge como consecuencia de una violación de la 

Convención […], el proceso contencioso administrativo no constituye per se un recurso efectivo y 

adecuado para reparar en forma integral esa violación. 

341. Una reparación adecuada, en el marco de la Convención, exige medidas de rehabilitación, 

satisfacción, y garantías de no repetición. Recursos como la acción de reparación directa o la acción 

de nulidad y restablecimiento del derecho, cuando está de por medio un acto administrativo que 

pueda producir daños, tiene unos alcances mínimos y unas condiciones de acceso no apropiadas 

para los fines de reparación que la Convención Americana establece. Como bien fue precisado por 

los peritos Rodrigo Uprimny y Torres Corredor […], es la producción de un daño antijurídico y no la 

responsabilidad del Estado ante el incumplimiento de estándares y obligaciones en materia de 

derechos humanos lo que decreta en su sentencia una autoridad judicial en lo contencioso 

administrativo. En cuanto a los alcances de la sentencia, la jurisdicción contenciosa administrativa no 

puede mas que, una vez advertido el daño, decretar la indemnización económica como fórmula 

única de reparación.  
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342. Los dos peritos que comparecieron ante la Corte coincidieron en destacar las limitaciones dadas 

por la morosidad y congestiones procesales en el proceso contencioso administrativo. El perito 

ofrecido por el Estado señaló que en primera instancia un trámite podría durar en promedio de 3 a 5 

años y en segunda instancia de 4 a 8 años […]. Otros límites a un verdadero acceso a la justicia en el 

caso de la acción de reparación directa es que ésta es de naturaleza rogada, es decir debe ser 

presentada por medio de abogado, los términos ineluctables de caducidad son dos años, así como la 

falta de tribunales contenciosos administrativos en todas las áreas geográficas del país.  

343. En el presente caso, no obstante, la Corte valora algunos de los resultados alcanzados en dichos 

procesos contencioso administrativos, que incluyen algunos aspectos que abarcan las reparaciones 

por conceptos de daño material e inmaterial, los cuales tomará en cuenta al momento de fijar las 

reparaciones pertinentes, a condición de que lo resuelto en esos procesos haya hecho tránsito a 

cosa juzgada y que sea razonable en las circunstancias del caso.  

MEDIDAS PLANTEADAS POR EL ESTADO, EN BASE AL 

PRINCIPIO DE PONDERACIÓN, SON INSUFICIENTES EN 

TANTO OMITEN EL ACCESO A LA JUSTICIA DE FAMILIARES 

Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha do Araguaia") Vs. Brasil. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie 

C No. 219.  

VIII 

DERECHO A LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL, EN RELACIÓN CON LAS 

OBLIGACIONES DE RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS Y EL DEBER DE ADOPTAR 

DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO 

126. En el presente caso, la responsabilidad estatal por la desaparición forzada de las víctimas no se 

encuentra controvertida (supra párrs. 116 y 118). Sin embargo, las partes discrepan respecto de las 

obligaciones internacionales del Estado derivadas de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos ratificada por Brasil en 1992 que, a su vez, reconoció la competencia contenciosa de este 

Tribunal en 1998. De tal modo, la Corte Interamericana debe resolver en el presente caso si la Ley de 

Amnistía sancionada en 1979 es o no compatible con los derechos consagrados en los artículos 1.1, 

2, 8.1 y 25 de la Convención Americana o, dicho de otra manera, si aquella puede mantener sus 

efectos jurídicos respecto de graves violaciones de derechos humanos, una vez que el Estado se 

obligó internacionalmente a partir de la ratificación de la Convención Americana. 

130. El Estado solicitó a la Corte que reconociera todas las acciones emprendidas en el ámbito 

interno e hizo consideraciones sobre el proceso de transición política y la evolución del tratamiento 

del asunto a partir de las supuestas demandas de la sociedad brasileña. La concesión de amnistía 

usualmente se justifica por la percepción de que la sanción de los crímenes contra los derechos 

humanos después de terminadas las hostilidades puede llegar a representar un obstáculo al proceso 

de transición, perpetuando el clima de desconfianza y rivalidad entre los diversos grupos políticos 

nacionales, por lo que en períodos como este se buscan medios alternativos a la persecución penal 

para alcanzar la reconciliación nacional, como forma de ajustar las necesidades de justicia y paz, 

tales como la reparación patrimonial de las víctimas y sus familiares y el establecimiento de 

comisiones de la verdad. La Ley de Amnistía fue aprobada en ese contexto específico de transición a 

la democracia y de necesidad de reconciliación nacional, por lo que Brasil pidió “cautela” en relación 
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a que le apliquen soluciones específicas adoptadas por la Comisión y la Corte respecto de otros 

Estados. Destacó que la Ley de Amnistía fue antecedida por un debate político y fue “considerada, 

por muchos, como un paso importante para la reconciliación nacional”. 

131. En relación con los alegatos de la Comisión y de los representantes sobre su presunta 

obligación de no aplicar las instituciones de prescripción e irretroactividad de la ley penal, Brasil 

alegó que las únicas hipótesis constitucionales en que se admite la imprescriptibilidad se refieren a 

la práctica de racismo y a la acción de grupos armados contra el orden constitucional y el Estado 

Democrático. La Convención Americana prevé en su artículo 9 el principio de legalidad e 

irretroactividad y la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas “prevé, 

en su artículo VII, expresamente, la prescripción para ese tipo de crimen”. Por otra parte, indicó que 

la tipificación de los crímenes de lesa humanidad ocurrió recién en 1998 con la aprobación del 

Estatuto de Roma y que la costumbre internacional no puede ser una fuente creadora del derecho 

penal puesto que no ofrece seguridad jurídica, como sí lo hace una ley en sentido estricto. El 

principio de legalidad fue una de las principales conquistas en el campo de los derechos humanos y, 

como tal, constituye una cláusula pétrea de la Constitución brasileña que no puede ser abolida, ni 

siquiera mediante enmienda constitucional, por lo cual solicitó su aplicación por el Tribunal 

132. Adicionalmente, el Estado alegó que todos los derechos humanos deben ser igualmente 

garantizados y, por ello, se debe buscar armonía entre los principios y derechos establecidos en la 

Convención Americana con auxilio del principio de proporcionalidad. En el caso se presenta una 

aparente colisión entre el principio de garantía de no repetición, del que se desprende la obligación 

del Estado de promover la persecución penal de los perpetradores de crímenes de lesa humanidad, y 

el principio de legalidad. Consideró que la mejor opción para salvaguardar ambos principios en 

colisión es el pleno respeto del artículo 9 y el respeto satisfactorio del artículo 1, ambos de la 

Convención Americana. En consecuencia, la Corte debe considerar que las medidas ya adoptadas 

por el Estado son suficientes, pues la opción contraria implicaría el completo desconocimiento del 

principio de legalidad. 

178. En relación a la aplicación del principio de ponderación planteada por el Estado, entre las 

diversas medidas adoptadas como garantía de no repetición a efectos de cumplir con el artículo 1.1 

de la Convención Americana y el principio de legalidad previsto en el artículo 9 del mismo tratado 

[…], el Tribunal valora positivamente las numerosas medidas de reparación y no repetición 

adoptadas por Brasil, las cuales serán abordadas en el capítulo correspondiente a las reparaciones 

de la presente Sentencia. Si bien dichas medidas son importantes, no resultan suficientes en tanto 

han omitido el acceso a la justicia de los familiares de las víctimas. En este sentido, el Tribunal 

observa que en su aplicación del principio de ponderación el Estado ha omitido toda mención a los 

derechos de las víctimas derivados de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. En efecto, 

dicha ponderación se hace entre las obligaciones de respetar y garantizar del Estado y el principio de 

legalidad, pero no se incluyen en el análisis los derechos a las garantías judiciales y a la protección 

judicial de las víctimas y sus familiares, los cuales han sido sacrificados de la manera más intensa en 

el presente caso.  

XI 

REPARACIONES 

(Aplicación del Artículo 63.1 de la Convención) 
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256. En el Capítulo VIII de la presente Sentencia, la Corte declaró la violación de los derechos a las 

garantías judiciales y a la protección judicial debido a la falta de investigación, enjuiciamiento y 

eventual sanción de los responsables por los hechos del presente caso. Teniendo en cuenta lo 

anterior, así como su jurisprudencia, este Tribunal dispone que el Estado debe conducir eficazmente 

la investigación penal de los hechos del presente caso a fin de esclarecerlos, determinar las 

correspondientes responsabilidades penales y aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias 

que la ley prevea. Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable, considerando los 

criterios señalados sobre investigaciones en este tipo de casos, inter alia: 

a) iniciar las investigaciones pertinentes en relación con los hechos del presente caso, tomando 

en cuenta el patrón de violaciones de derechos humanos existente en la época, con el 

objeto de que el proceso y las investigaciones pertinentes sean conducidas en consideración 

de la complejidad de estos hechos y el contexto en que ocurrieron, evitando omisiones en la 

recolección de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación; 

b) determinar los autores materiales e intelectuales de la desaparición forzada de las víctimas y 

de la ejecución extrajudicial. Además, por tratarse de violaciones graves a derechos 

humanos, en consideración de la naturaleza de los hechos y del carácter continuado o 

permanente de la desaparición forzada, el Estado no podrá aplicar la Ley de Amnistía en 

beneficio de los autores, así como ninguna otra disposición análoga, prescripción, 

irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ne bis in idem o cualquier excluyente similar de 

responsabilidad para excusarse de esta obligación, en los términos de los párrafos 171 a 179 

de esta Sentencia, y 

c) asegurarse que: i) las autoridades competentes realicen las investigaciones correspondientes 

ex officio, y que para tal efecto tengan a su alcance y utilicen todos los recursos logísticos y 

científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas y, en particular, tengan facultades 

para acceder a la documentación e información pertinentes para investigar los hechos 

denunciados y llevar a cabo con prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones esenciales 

para esclarecer lo sucedido a la persona muerta y a los desaparecidos del presente caso; ii) 

las personas que participen en la investigación, entre ellas los familiares de las víctimas, los 

testigos y los operadores de justicia, cuenten con las debidas garantías de seguridad, y iii) las 

autoridades se abstengan de realizar actos que impliquen la obstrucción del proceso 

investigativo. 

257. Particularmente, el Estado debe garantizar que las causas penales que se inicien por los hechos 

del presente caso en contra de presuntos responsables que sean o hayan sido funcionarios militares, 

se tramiten ante la jurisdicción ordinaria y no en el fuero militar. Finalmente, la Corte considera que, 

con base en su jurisprudencia, el Estado debe asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los 

familiares de las víctimas en todas las etapas de la investigación y el juzgamiento de los 

responsables, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención Americana. 

Adicionalmente, los resultados de los procesos correspondientes deberán ser públicamente 

divulgados para que la sociedad brasileña conozca los hechos objeto del presente caso, así como a 

sus responsables. 

CORTE IDH DISPONE QUE DECRETO LEY NO PUEDE 

PRESENTAR UN OBSTÁCULO PARA INVESTIGAR, JUZGAR 

Y, EN SU CASO, SANCIONAR A LOS RESPONSABLES 
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Corte IDH. Caso García Lucero y otras Vs. Chile. Excepción Preliminar, Fondo y 

Reparaciones. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 267.  

216. La Comisión solicitó que la Corte ordene que Chile proceda “inmediatamente a investigar de 

manera imparcial, efectiva y dentro de un plazo razonable los hechos […], con el objeto de 

esclarecerlos de manera completa, identificar a los autores e imponer las sanciones que 

correspondan”. La Comisión especificó que la Corte ordene “adoptar las acciones necesarias para 

dejar sin efecto de manera permanente el Decreto-Ley No. 2191.  

220. La Corte estableció en la presente Sentencia que el Estado violó los artículos 8.1 y 25.1 de la 

Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, y con las obligaciones 

establecidas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, en el tanto 

que resultó excesiva la demora del Estado en iniciar la investigación de los hechos ocurridos al señor 

García Lucero entre el 16 de septiembre de 1973 y el 12 de junio de 1975, de los que el Estado tomó 

conocimiento a partir de la recepción de la comunicación de 23 de diciembre de 1993 […]. Como 

consecuencia de lo anterior, este Tribunal dispone que el Estado debe continuar y concluir, en un 

plazo razonable, con la investigación de dichos hechos en la jurisdicción ordinaria, sustentándola en 

la normativa interna que permita efectivamente identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los 

responsables, tomando en cuenta que los referidos hechos ocurrieron dentro de un patrón 

sistemático de violaciones de derechos humanos.  

221. Asimismo, por las particularidades del caso, es relevante en la investigación penal recabar el 

testimonio de la víctima y hacerle un examen forense físico y psicológico […]. Además, cabe señalar 

que la investigación se realice de conformidad con la normativa internacional correspondiente, en 

particular, con la Convención Americana y con la Convención Interamericana contra la Tortura, 

respecto de las cuales Chile es Estado parte.  

222. Por otro lado, de conformidad a lo indicado sobre la posibilidad de una acción civil en el marco 

de la investigación de los hechos y el proceso penal respectivo […], el Estado debe posibilitar que, 

llegado el caso, el señor García Lucero interponga reclamos de medidas de reparación previstos por 

la normativa interna aplicable.  

223. Asimismo, en el marco del presente caso el Decreto-Ley No. 2.191 no puede presentar un 

obstáculo para el desarrollo de las acciones dirigidas a investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los 

responsables. Al respecto, cabe recordar que el Estado debe actuar en el presente caso de 

conformidad con lo indicado en el caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile […].  

CORTE IDH ORDENA AL ESTADO PONER A DISPOSICIÓN DE 

VÍCTIMAS UN MECANISMO EFECTIVO Y RÁPIDO PARA 

REVISAR Y/O ANULAR SENTENCIAS DE CONDENA 

 

Corte IDH. Caso Maldonado Vargas y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 2 de septiembre de 2015. Serie C No. 300  

167. El Tribunal constata que en el Capítulo VI-2 de esta Sentencia declaró al Estado de Chile 

responsable por no haber brindado un recurso efectivo para revisar las sentencias de condena de la 

causa ROL 1-73, violando de esa manera el artículo 8.1 de la Convención Americana, en relación con 

los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento. En consecuencia, esta Corte ordena al Estado, poner a 

disposición de las víctimas del presente caso, dentro del plazo de un año contado desde la 
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notificación de la presente Sentencia, un mecanismo que sea efectivo y rápido para revisar y/o 

anular las sentencias de condena que fueron proferidas en la referida causa en su perjuicio.  

ESTADO DEBE ACLARAR EL PROCEDIMIENTO Y LA 

COMPETENCIA PARA UNA INDISPENSABLE REVISIÓN 

JURISDICCIONAL DE MEDIDA DISCIPLINARIA ADOPTADA 

 

Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311  

132. Ha quedado establecido que, como consecuencia de la contradicción existente en la normativa 

guatemalteca, en lo respectivo a la vía adecuada para que el personal de la Procuraduría de 

Derechos Humanos pueda impugnar las decisiones del Procurador de los Derechos Humanos, la 

señora Maldonado quedó en un estado de desprotección en el cual los recursos judiciales 

presentados no eran idóneos para impugnar su destitución.  

133. Por lo expuesto, en el presente caso el Estado deberá precisar o regular, con claridad, a través 

de medidas legislativas o de otro carácter, la vía recursiva, el procedimiento y la competencia judicial 

para la indispensable revisión jurisdiccional de toda sanción o medida de carácter administrativo 

disciplinario del Procurador de los Derechos Humanos.  

POR CASO DE ESCLAVITUD EL ESTADO DEBE “REINICIAR” 

LA INVESTIGACIÓN Y EL PROCESO PARA IDENTIFICAR, 

PROCESAR Y, EN SU CASO, SANCIONAR RESPONSABLES 

 

Corte IDH. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de octubre de 2016. Serie C 

No. 318  

445. En virtud de lo anterior, la Corte, al igual que en otros casos ya analizados y en atención al 

carácter de delito de derecho internacional de la esclavitud y la imprescriptibilidad del sometimiento 

de una persona a condición análoga a la esclavitud, dispone que el Estado debe reiniciar, con la 

debida diligencia, las investigaciones y/o procesos penales que correspondan por los hechos 

constatados en marzo de 2000 en el presente caso para, en un plazo razonable, identificar, procesar 

y, en su caso, sancionar a los responsables. En particular, el Estado deberá: a) asegurar el pleno 

acceso y capacidad de actuar de las víctimas y sus familiares en todas las etapas de estas 

investigaciones, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención Americana; b) por 

tratarse la esclavitud de un delito de derecho internacional y en consideración de las 

particularidades y el contexto en que ocurrieron los hechos, el Estado debe abstenerse de recurrir a 

figuras como la amnistía, así como cualquier obstáculo procesal para excusarse de esta obligación; c) 

garantizar que las investigaciones y procesos por los hechos del presente caso se mantengan, en 

todo momento, bajo conocimiento de la jurisdicción federal, y d) divulgar públicamente los 

resultados de los procesos para que la sociedad brasileña conozca la determinación judicial de los 

hechos objeto del presente caso. En especial, el Estado debe realizar una investigación y, en su caso, 

restablecer (o reconstruir) el proceso penal 2001.39.01.000270-0, iniciado en 2001, ante la 2ª Vara 

de Justicia Federal de Marabá, Estado de Pará. 

 


